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INTRODUCCION

La Contraloría de Bogotá en desarrollo de su función constitucional y legal, y en cumplimiento del Plan de Auditoría Distrital 2003-2004, practicó Auditoria Gubernamental con enfoque Integral, Modalidad abreviada a la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, D .C.

La auditoría se centró en la evaluación al Plan de Desarrollo, Contratación, Ejecución y Cierre Presupuestal, Estados Contables, Gestión y Resultados, Balance Social, Gestión Judicial, Recursos BID y Evaluación al Sistema de Control Interno. 

Los componentes de integralidad seleccionados responden al análisis de la importancia y riesgos asociados a los procesos y actividades ejecutadas. 

Los hallazgos se comunicaron a la administración mediante los oficios 1142-58, 1142-64, 1142- 67, 1142-69, 1142-76 y 1142-77 de fechas Octubre 13, 26 y 29 de 2004 y Noviembre 2, 12, 16 de 2004, respectivamente. Las respuestas dadas por la entidad fueron analizadas, evaluadas e incluidas en el informe, cuando se consideraron pertinentes.

Dada la importancia estratégica que la Secretaría General tiene para el Sector Gobierno y la ciudad, la Contraloría de Bogotá, espera que este informe contribuya al mejoramiento continuo y con ello a una eficiente administración de los recursos públicos, lo cual redundará en el mejorar la calidad de vida de los ciudadanos de la Capital.
1. ANÁLISIS SECTORIAL

Con el fin de realizar el análisis de la acción administrativa que adelantó la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, es necesario identificar las principales funciones que cumple la entidad; a saber: asesorar al Alcalde Mayor en las funciones de dirección y control de los planes y programas, encaminados a fortalecer la gestión institucional y comunitaria más conveniente para la ciudad; coordinar de manera permanente, sistemática e integral las actividades administrativas entre el Alcalde y las demás entidades del Distrito; fijar políticas laborales y liderar procesos de comunicación normativa.

En el presente capítulo, nos referiremos a dos aspectos relevantes en la Secretaría General: Gestión de la Secretaría General con relación a la función de apoyo y coordinación de  la defensa de los intereses patrimoniales del distrito y la gestión de los CADE con relación a  la atención ciudadana.

Dada la relevancia de la Secretaría General a nivel Distrital, cuya misión se dirige a Asesorar al Alcalde Mayor en las áreas administrativas, jurídicas y de protocolo, y pese a que la representación Judicial y extrajudicial del Distrito se descentralizó mediante Decreto 854 de 2001, de acuerdo con las funciones que le corresponde a la Dirección Jurídica le corresponde dirigir y formular políticas de defensa judicial de la Secretaría General y de la Administración Distrital, y orientar la realización de los estudios en el campo jurídico requeridos para fortalecer la Gestión Jurídica como la defensa judicial en el sector central de la administración Distrital

En cumplimiento del artículo 75  de la Ley  446 de 1998 y del Decreto No 1214 del 29 de junio de 2000, se establecieron las funciones para los Comités de Conciliación.  En el mismo sentido, la Ley 678 de agosto 3 de 2001 reglamenta la responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado a través del ejercicio de la acción de repetición o de llamamiento en garantía con fines de repetición.  Igualmente las Resoluciones Reglamentarias de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá Nos. 720 del 25 de noviembre de 1998; la 1026 de 2000 y la 131 del 19 de marzo de 2004, se refieren al tema.
Como resultado de las actuaciones de la Contraloría de Bogotá, se han llevado a cabo: Auditorías regulares y especiales, Seguimiento a los planes de mejoramiento, Estudios a través del GAE, y se han iniciado los Procesos de responsabilidad fiscal correspondientes

En todos ellos se ha resaltado la baja gestión por parte de la Secretaría General en el tema de acciones de repetición, y se ha advertido la responsabilidad en cabeza del Comité de Conciliación en su función de examinar en cada caso concreto la conducta del servidor o ex servidor público para determinar la viabilidad de repetir.

Posteriormente, con la reglamentación de los “Planes de Mejoramiento”,
 cuyo objetivo se dirige a que los sujetos de control formulen las acciones y se comprometan a subsanar y corregir las observaciones realizadas por la Contraloría de Bogotá, D C., se determinaron acciones concretas dirigidas a que la administración corrija esas falencias recurrentes.

Para el año 2002, se realizó seguimiento al  Plan de Mejoramiento, y se observó un rezago en el SIPROJ, de igual manera, se realizó la Auditoría Especial denominada “Pago de Sentencias Judiciales”, en la que se establecieron debilidades en la oportunidad y adecuada defensa de los intereses patrimoniales del Distrito por lo siguiente:
· A agosto de 2003, existían 5860 procesos contra el Distrito.

· Durante el año 2003 se fallaron 202 procesos a favor del Distrito y 137 en contra.

· La oficina de Asuntos Judiciales tenía 12 abogados de planta y 18 contratados. Cada abogado tenía a cargo 350 asuntos en promedio.

· Existía rezago en el SIPROJ (Sistema de procesos judiciales).

· Escasa capacitación a los Abogados.

· Además de las pérdidas de los procesos se advirtió demora en los pagos, lo que generó mayor desembolso por intereses de mora.
· El Comité de conciliación no llevaba oportunamente los fallos para establecer la procedencia de iniciar las correspondientes  acciones de repetición.
· La Secretaría general suscribió un plan de mejoramiento frente a las situaciones irregulares advertidas.

El Grupo de Actuaciones Especiales –GAE- de la Contraloría de Bogotá, D.C., adelanta un estudio sobre fallos y sentencias en todas las entidades Distritales, que incluye: Acciones de repetición y el resultado de las mismas,  Avance de los controles y del SIPROJ con el objeto de medir el avance de los procesos  judiciales, y permite la consulta por módulos, de acuerdo con las siguientes opciones: abogado, acto demandado, apoderado, cuantía, demandantes, despacho competente, entidad, estado del proceso, fechas de notificación, fecha de reparto, magistrado, pretensión, resumen de pretensión y tipo de proceso.

El resultado de dicho estudio será dado a conocer oportunamente, en razón a que no todas las entidades del distrito han reportado el estado de sus procesos y acciones de repetición a la Contraloría de Bogotá, y La Dirección de Asuntos judiciales de la Secretaría general de la Alcaldía tampoco los reportó oportunamente.

Dentro del plan de mejoramiento suscrito por la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, se determinó entre otras la siguiente actividad: “ Falta de política que destine y apropie la infraestructura logística y el recurso humano indispensables por parte de la Alcaldía Mayor de Bogotá – Secretaría General -, en la  defensa judicial y extrajudicial de los intereses del D. C.”, debiéndose ejecutarse el Plan de fortalecimiento de la defensa judicial, siendo responsable de ello la Subsecretaría de Asuntos Judiciales y la Dirección de Asuntos Judiciales”.

Como consecuencia de la observación realizada por la Contraloría, la Secretaría General estableció las siguientes estrategias: 
· Mejoramiento y depuración del sistema de información  SIPROJ. 
· Ubicación en la página Web.
· Creación del observatorio jurídico
.

· La especialización de los abogados en cada tema específico.

· Capacitación del equipo.

· Organización y sistematización del archivo físico de los procesos.

· Desconcentración de los pagos; cada entidad debe expedir el acto de cumplimiento del fallo, la liquidación y pago respectivo.

Valga resaltar, que la Secretaría General ha presentado importantes avances en el tema de la defensa Judicial, y que las observaciones de la Contraloría de Bogotá, han sido de buen recibo por parte de la administración.  Sin embargo se hace necesario mejorar mucho más, priorizar y liderar la política de defensa de los intereses patrimoniales del distrito, habida cuenta que son muchos los recursos que se pierden en el tema de demandas y que si bien es cierto el resultado de las mismas no se puede garantizar, si se debe liderar desde la Secretaría general, una política de defensa y de fortalecimiento a nivel Distrital, tema que será objeto de permanente seguimiento por parte de la Contraloría de Bogotá, a través del análisis sectorial, como del proceso Auditor.

En cuanto al tema de la gestión de los CADE, con respecto a la atención ciudadana; podemos manifestar,  que el Programa CADE fue creado a través de la Consejería Social de la Alcaldía Mayor, conjuntamente con el P.N.U.D en el año 1990, a través de Proyecto Col/88/00, con el propósito de acercar la Administración Distrital a las localidades, ya que se hacía necesario desconcentrar la función pública distrital y fomentar la participación ciudadana.

Desde el punto de vista legal, el programa CADE se sustenta en las siguientes normas. En el orden nacional: Constitución Política de Colombia, artículos. 1, 49, 70, 79, 103, 123, 322, 334 y 365; Decreto 1842, Estatuto Nacional de Usuarios de Servicios Públicos, artículos 1 y 3. Ley 142 de 1994, Régimen de Servicios Públicos Domiciliarios, artículo 2 y el Decreto Ley 1421 de 1993, Estatuto Orgánico de Bogotá D.C., artículos 6, 54 y 163.

En el ámbito distrital está sujeto al Acuerdo 6 de 1992, por el cual se determina la integración de las JAL, artículo 16; el Decreto 809 de 1991, por medio del cual se crean los Comités Interinstituciones a nivel local; el Decreto 295 de 1995, Plan de Desarrollo Formar Ciudad, Estrategias para la legitimidad institucional y la cultura ciudadana; el Decreto 663 de 1995 en el cual se establecen las funciones de la Unidad Coordinadora del Programa CADE. Así mismo, el Decreto 150 de 1997 que estructura la Unidad Coordinadora del Programa CADE; el Decreto 133 de 1997 por medio del cual se establece la jornada laboral y el horario de atención en los CADE, y la Resolución 225 de 1997 con la cual se adopta el Reglamento Interno de los CADE.

En cuanto a la organización administrativa, la Unidad Coordinadora del Programa CADE, es una dependencia de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor y una de las funciones principales que debe desarrollar consiste en “Diseñar, poner en operación y efectuar seguimiento y evaluación al Programa CADE, en coordinación con las entidades y organismos participantes en el mismo y de acuerdo con el Plan de Desarrollo”. 

De otra parte, es importante señalar que dentro del Plan de Desarrollo “Bogotá Para Vivir Todos del Mismo Lado, 2001-2004”, la Secretaría General tenía la función de cumplir tres objetivos importantes: Cultura Ciudadana, Productividad y Gestión Pública Admirable.

El objetivo de Gestión Pública está relacionado con los elementos operativos que requiere la administración para obtener la eficiencia necesaria para la acción administrativa, lo que implica mejorar los niveles de gobernabilidad y optimizar la ejecución del gasto. Durante la vigencia de 2003, la visión administrativa de la Secretaría General estuvo orientada al desarrollo de un modelo de gerencia, apoyado y fundamentado en una moderna infraestructura con el propósito de prestar los servicios a su cargo beneficiando a la administración y a la ciudad, a partir de una comunicación franca y abierta, del respeto a la diferencia, la superación de los retos y la confianza recíproca.

Dentro del objetivo Gestión Pública Admirable, la Secretaría General tiene la atribución de asesorar al Alcalde Mayor en las funciones de dirección y control de los planes y programas, encaminados a fortalecer la gestión institucional y comunitaria más conveniente para la ciudad. 

Con el fin de cumplir este propósito la entidad viene desarrollado el proyecto No. 1122, denominado “Optimización de la Calidad del Servicio al Ciudadano y Fortalecimiento de los Centros de Atención Distrital Especializados, CADE”, cuya finalidad busca consolidar y apoyar procesos de desconcentración y descongestión de las entidades distritales en la atención de  servicios públicos, programas y proyectos sociales dirigidos a la comunidad.

En la actualidad el Distrito Capital, cuenta en las entidades que lo conforman, con 142 puntos de atención al ciudadano, de los cuales 18 de ellos son puntos CADE que se distribuyen en 13 localidades. Se estima que estas localidades cuentan con una población de  5.864.806 habitantes
. 

Los servicios que se prestan en los CADE están relacionados con el suministro de información, la atención de trámites (solicitudes, sugerencias, quejas y reclamos), relacionados con la prestación de los servicios públicos u otras actuaciones administrativas de atención al ciudadano y el recaudo de los servicios públicos. En los dos últimos aspectos se concentra el 95% de las operaciones en CADE, 85% para el pago de servicios públicos y 10% en trámites.

Mensualmente los CADE están atendiendo un promedio de 891.200 operaciones, representadas especialmente en trámites administrativos y pago de facturas de servicios públicos. Lo que significa que, se ejecutan 44.560 operaciones diarias, lo que en promedio representa 3.427,6 operaciones por CADE.

No obstante la especialización y alta inversión, que ha realizado el Distrito en este proyecto, se presentan algunas deficiencias que es necesario mejorar para garantizar un servicio óptimo al ciudadano, estas son: 

1. Cobertura insuficiente de la oferta del servicio en el Distrito Capital, la población de siete (7) localidades aún no cuenta con el servicio de CADE. En el Plan de Desarrollo “Bogotá para vivir Todos del Mismo Lado”, el programa de Servimos al Ciudadano se plantea la búsqueda de una cobertura más alta en lo  físico, mediante la implementación de CADES.

2. Teniendo en cuenta que aún no se ofrecen todos los servicios de las entidades en los CADE, el alto volúmen de solicitudes y reclamos sobre los servicios públicos y la necesidad de realizar trámites y acceder a los servicios ofrecidos por las entidades, obliga a que el ciudadano deba hacer largos desplazamientos desde su lugar de residencia o del trabajo, con la consecuente pérdida de tiempo y de dinero.

3. Deficiencia en las posibilidades ofrecidas a los ciudadanos por parte de las entidades financieras para que éstos realicen el pago de los servicios públicos. Lo anterior, puesto que para el sector bancario no es rentable desplegar la red y asumir unos costos fijos para abrir una sucursal destinada únicamente al pago de servicios públicos, tramite que no le aporta mayores utilidades.

4. Formación continúa de largas filas para la realización de trámites y obtención de servicios.

5. Prolongado tiempo de espera para el ciudadano que debe realizar los pagos de servicios públicos en las centrales de recaudo CADE.
6. Altos tiempo de respuesta respecto de algunos trámites que debe realizar la ciudadanía sobre servicios públicos.

7. Baja capacidad técnica de equipos y sistemas de comunicación para suministrar información.

8. Insatisfacción mutua en los momentos de verdad entre el ciudadano y la  administración.

9. Inapropiadas instalaciones físicas para la atención al ciudadano en un 20% de los CADES.

10. Deficiente señalización para orientación del servicio CADE.

11. Desconocimiento o poca información de la ciudadanía sobre la oferta de servicios en los CADE.

12. Insuficiente cualificación sobre atención al ciudadano a los funcionarios CADE.

En materia de realización de trámites, se presentan las siguientes dificultades:

13. Para adelantar un trámite se deben surtir una serie de trámites previos ante otras entidades haciendo que los ciudadanos tengan que desplazarse a diferentes sitios del distrito cuando bien pudiera hacerse en uno de ellos.

14. Prolongado tiempo de espera para la resolución de trámites.

Las anteriores anormalidades en la prestación del servicio de atención al ciudadano CADE, motivaron la conveniencia de ejecutar el proyecto 1122. De acuerdo con la evaluación técnica de auditoría, con la ejecución del precitado proyecto no se ha logrado ofrecer un mejor servicio a la ciudadanía, ni extender el servicio a más ciudadano.

Ante la necesidad de mejorar la atención y especialmente la celeridad en la ejecución de las operaciones, la Administración creó los RAPICADE, Centros de Atención del Distrito Capital Especializados en el Recaudo Integral de Servicios Públicos, los cuales tienen el propósito de facilitar el pago de los servicios a los usuarios no bancarizados. Este esquema operó con eficiencia hasta que algunas corporaciones o entidades financieras no prorrogaron los convenios una vez éstos se terminaron. Lo anterior, conllevó a una reducción en la oferta de servicios de recaudo lo que tiene alto significado si se tiene en cuenta que la naturaleza de los RAPICADE consiste en facilitar el pago de servicios y recaudo de recursos. Igualmente, el incumplimiento de los bancos de sus obligaciones de recaudar sin restricción, se ha convertido en otro factor que disminuye la oferta de servicios financieros, la cual se ve reflejada en un mayor tiempo que tiene que utilizar el ciudadano en largas filas de espera.

A lo anterior es necesario adicionar que las entidades bancarias carecen de sucursales financieras en el sur y occidente del Distrito Capital, reduciendo aun más la oferta de servicios bancarios. En consecuencia, la tendencia ciudadana se orienta a utilizar los servicios del CADE toda vez que éste proyecta mayor confiabilidad al considerarse que se realiza el pago de forma directa; de la misma manera, los CADE son preferidos porque ofrecen mayores oportunidades de pago en la medida que aceptan plazos más amplios que los ofrecidos en las entidades financieras. En síntesis, los CADE tienen una alta demanda de servicios por parte de la ciudadanía, por las razones ya expuestas.

Ante la problemática arriba sentada y con el objeto de encontrar soluciones a estos inconvenientes, la Secretaría General, a través de la Dirección Distrital de Servicio al Ciudadano, creó el Comité Financiero
, para que diera inicio a un programa de coordinación con las siguientes empresas de servicios públicos domiciliarios: EAAB, ETB, CODENSA, ECSA y GAS NATURAL, cuyo propósito consiste en encontrar soluciones que permitan ampliar la oferta de recaudo en la ciudad a través de la incorporación de herramientas tecnológicas que faciliten la conetividad entre estas empresas y los RAPICADE.

Con la gestión adelantada por el Comité, que también incluyó al sector privado financiero, logró la apertura de nueve (9) puntos de atención al ciudadano y logró reducir el tiempo de atención en tres minutos.

Es indudable que los CADE y en especial los RAPICADE han contribuido notablemente en el mejoramiento de las relaciones que genera la dinámica existente entre el gobierno y los usuarios de la Administración Distrital. Este modelo de atención al ciudadano ha mostrado importantes avances, en el corto plazo y como resultado de la ejecución del proyecto No. 1122, los ciudadanos podrán solicitar el turno de atención vía telefónica por la línea 195. De igual forma, el sistema medirá el tiempo de atención por usuario y monitoreará al funcionario para verificar la eficiencia de su gestión.

La gestión y los logros de la Dirección Distrital de Servicio al Ciudadano en lo relativo a la funcionalidad que ha logrado en estos puntos de atención al ciudadano ha sido eficiente y eficaz, lo que coadyuda a mejorar las relaciones entre el gobierno distrital y los ciudadanos, lo mismo que contribuye sustancialmente a mejorar la gestión de las entidades, toda vez que los CADE generan información que retroalimenta su sistema de gestión. 

13.  HECHOS RELEVANTES EN EL PERIODO AUDITADO

La Secretaría General de la Alcaldía Mayor forma parte del Sector Central de la administración, de conformidad con la estructura administrativa del Distrito Capital y por lo primordial de la naturaleza de sus funciones tiene una importancia estratégica en la Administración orientada a consolidarse como generadores de política pública.

La estructura orgánica de la Secretaría General fue modificada mediante el Decreto numero 331 del 30 de septiembre de 2003, por el cual se adopta su nueva estructura interna. Esta nueva organización define claramente las dependencias misionales y las de apoyo, con niveles de jerarquía, autoridad, competencias y funciones. Incluye el Despacho del Alcalde Mayor con sus oficinas de staff, lo cual facilita la definición y el cumplimiento de su actividad misional.

Es así como la Secretaría cuenta ahora con una SubSecretaría General, de la que depende las oficinas Asesoras de Planeación, Control Interno, Control disciplinario y la Dirección de Gestión corporativa. Además se organizó en cuatro Direcciones para desarrollar sus objetivos misionales: la Dirección de Servicio al Ciudadano, Dirección Distrital de Desarrollo Institucional, Dirección Jurídica Distrital y Dirección Archivo de Bogotá.

De la norma antes mencionada la nueva dependencia, que anteriormente tenia caracterización de oficina de Asuntos Judiciales, fue reestructurada como Subdirección de Estudios que depende de la Dirección Jurídica Distrital. También este  decreto modificó la Unidad Coordinadora del Programa CADE, creando la Dirección Distrital de Servicio al Ciudadano de la cual dependen las Subdirecciones Operativa y de Calidad del Servicio.

Igualmente, como hecho relevante se puede resaltar que con la reestructuración a la que fue sometida la Secretaría General, fue incorporadas a otras entidades la SubSecretaría de Control de Vivienda y la Unidad Coordinadora de Prevención Integral y se origina un nuevo rol para las entidades Distritales, frente a la representación judicial.

Es relevante en la gestión de la Secretaría, de otra parte la implementación de la estrategia de equipos transversales, que la entidad desarrolla en dos frentes, de manera simultánea: el Plan de Fortalecimiento de Competencias y el Plan de Implementación de Mejores Prácticas. 

Dicha estrategia tiene impacto en los diferentes sectores y entidades, y es así como se expidió el Decreto 411/03 (Noviembre 7) "Por el cual se crea la Comisión Distrital de Apoyo a la Contratación de Bogotá"; con esta comisión se busca unificar criterios, conceptos, posiciones y patrones comunes frente a temas relativos a la contratación pública. Sobresale también la labor transversal relacionada con  Control Interno Disciplinario, uno de los temas más avanzados al estandarizar lineamientos y procesos por medio del Manual de Procesos de Control Interno Disciplinario que fue aprobado mediante Decreto 284 de septiembre 2004 “Por el cual se adoptan las estrategias, metodologías, técnicas y mecanismos de carácter administrativo y organizacional, en materia disciplinaria para las entidades distritales a las que es aplicable el Código Disciplinario Único. 

Es importante destacar los resultados del estudio “Evaluación y Verificación de los Mecanismos de Participación de la Secretaría General”, efectuado por la Oficina Asesora de Control Interno de la entidad en la vigencia de 2003, cuya conclusión alude a la necesidad de  "fortalecer, mediante herramientas de sistematización, los mecanismos de control de respuestas en términos de tiempo y advierte sobre el desarrollo que ha tenido el programa CADE hacia la consolidación de una cultura de servicio orientada al ciudadano, en la generación de políticas no solo de aplicación interna sino de aplicación a nivel institucional.”, a fin de garantizar la planeación participativa. Resultados importantes en la medida que la entidad hace autocontrol administrativo, lo que contribuye a mejorar la gestión.

Finalmente, es de señalar, que para el año 2003 la Secretaría General, contó con un presupuesto inicial de $48.478.3 millones, cifra que por efecto de las modificaciones realizadas se redujo en $1.300.0 millones, quedando un presupuesto definitivo de $47.178.3 millones; distribuidos, para funcionamiento $21.858.6 millones y para inversión $25.319.7  millones.

3. DICTAMEN DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE

INTEGRAL  MODALIDAD ABREVIADA
Doctor

ENRIQUE BORDA VILLEGAS

Secretario General

Secretaría General  de  la Alcaldía Mayor  de Bogotá, D. C.

Carrera 8ª  No. 10 - 65

Ciudad.

La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral - Modalidad Abreviada a la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, D. C., a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión, el examen del Balance General a 31 de diciembre de 2003 y el Estado de Actividad Financiera, Económica y Social por el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2003; la comprobación de que las operaciones financieras, administrativas y económicas  se realizaron conforme a las normas legales, estatutarias y procedimientos aplicables y la evaluación del Sistema de Control Interno.

Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de la Contraloría de Bogotá consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la Secretaría General, que incluya  pronunciamientos sobre el acatamiento a las disposiciones legales, la calidad y eficiencia del sistema de control interno y la opinión sobre la razonabilidad de los Estados Contables.

El informe contiene aspectos administrativos, financieros y legales que una vez detectados como deficiencias por el Equipo de Auditoría, fueron o serán corregidos por la administración, lo cual contribuye al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente en la eficiente y efectiva producción y/o prestación de bienes y servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del control. 

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoría Gubernamentales, compatibles con las de general aceptación, así como con las políticas y los procedimientos de auditoría establecidos por la Contraloría de Bogotá; por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral. El control incluyó el examen sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la entidad, las cifras y presentación de los Estados Contables y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Control Interno.

Concepto sobre Gestión y los  Resultados

La Evaluación al Sistema de Control Interno de la Secretaría General – Alcaldía mayor de Bogotá D.C. determinó una calificación final de 3.3, ubicándola en un rango bueno, con un nivel de riesgo mediano, que representa un 65.8% de cumplimiento de las cinco fases; en razón a las debilidades detectadas en Administración del Riesgo y en relación con los Sistemas de Información, así como también en el cumplimiento parcial de los compromisos adquiridos en los cuatro Planes de Mejoramiento vigentes, como se explica ampliamente en el capítulo 4 de este informe. 

En relación con el fortalecimiento de la cultura organizacional de los servidores públicos, se evidenciaron deficiencias para afianzar el sentido de pertenencia e incrementar su productividad, situación que se ve influida principalmente en las áreas donde el mayor número de funcionarios es de carácter transitorio. Situación que además disminuye beneficios en relación con la capacitación, que de manera análoga, se ofrece a los contratistas y que requiere de un mayor control y coordinación interinstitucional.

De otra parte, el Presupuesto de Gastos e Inversiones para la vigencia 2003, fue expedido a través del Decreto 540 de Octubre de 2002 por $48.478.3 millones, cifra fue reducida en $1.300.0 millones, resultando un presupuesto definitivo de $47.178.3 millones, de los cuales $21.858.6 millones se destinaron a Gastos de Funcionamiento y $ 25.319.7  a Gastos de Inversión.

La Secretaría General para el desarrollo de su objetivo social destinó por servicios personales $19.713.8 millones para el pago de 326 funcionarios de planta y 12 supernumerarios y $1.340.9 millones, cifra que presentó un incremento del 40.2% en relación al año anterior, por honorarios y remuneración servicios técnicos en 113 contratos de prestación de servicios. Igualmente, 149 contratos por inversión para el desarrollo del programa de fortalecimiento Institucional, recursos BID.

En conclusión la ejecución real (39.3%) de los recursos asignados a los proyectos de inversión en la Secretaría es baja, denotando deficiencias en el proceso de Planeación Presupuestal y en el mismo desarrollo de los diferentes programas establecidos durante la vigencia. Es así como, para el programa de fortalecimiento de la Gestión Publica del Nuevo Milenio se destinaron recursos por la suma de $2.500.0 millones, cifra que quedó comprometida al término de la vigencia 2003.

De la evaluación a la contratación resultaron las observaciones relacionadas con la carencia del sistema de información unificado y deficiencias de control interno relacionadas con el archivo documental, tanto de los contratos suscritos directamente por la entidad, como de la contratación efectuada por el PNUD. De igual manera, se detectó incumplimiento de las funciones inherentes a la calidad de interventores, como se detalló en el análisis relacionado con el contrato suscrito con la firma Litigar Punto Com.

Respecto a la Gestión y Resultados, la inversión en la entidad se dirige en el 96% al objetivo Gestión Pública Admirable, la cual se administra y ejecuta, directamente mediante la ejecución presupuestal y de otra parte por medio del PNUD - Crédito BID, en donde confluyen recursos propios y recursos del crédito. La evaluación permitió verificar el cumplimiento parcial de las metas en los proyectos de inversión y evidenció rezago presupuestal de los recursos que se giran al PNUD. 

En particular, respecto a la administración de recursos Distritales por parte del PNUD, se observan deficiencias que en su conjunto denotan precarios mecanismos de planeación y control, que inciden en el cumplimiento de las metas situación que se refleja en la gestión institucional del Distrito Capital.

En cuanto a la ejecución de los proyectos de inversión, se concluye que el Proyecto 7377 Transformación de la Organización  Distrital  y de sus Entidades Centrales, Descentralizadas y Locales, se obtuvo entre otros resultados en el 2003 las reformas internas de las Secretarias General y de Hacienda, los Departamentos Administrativos de Bienestar Social, DAMA, Servicio Civil, efectuadas en septiembre del mencionado año.

Además, de la reformulación de los Comités Sectoriales y la implementación de la estrategia de equipos transversales; de esta última se derivó entre otros productos, el curso sobre Gestión Pública Distrital avalado por la Universidad Distrital que se comenzó a desarrollar en el 2004 la creación de la Comisión Distrital de Apoyo a la Contratación de Bogotá y la estandarización de lineamientos y procesos por medio del Manual de Procesos de Control Interno Disciplinario; sin embargo, estos mecanismos de coordinación existe formalmente, pero no funcionan aún en su totalidad.

En resumen, el 67% de los recursos del Proyecto 7377 fueron destinados en la vigencia 2003, al desarrollo de los componentes Fortalecimiento de la Gestión Central, Unidad Coordinadora y Otros Gastos, mientras que el 33% fue comprometido para pagar al PNUD la comisión de administración de los recursos trasladados para el desarrollo del Programa de Fortalecimiento Institucional. 

El proyecto 7378 coordinación de las políticas informáticas y de comunicaciones en el distrito capital a través de la comisión Distrital de sistemas establecida según el acuerdo 57/02, pretende el diseño e implementación del Sistema Integral de Información.
Los recursos destinados para este proyecto (7378) durante la vigencia 2002 si bien, se ejecutaron al pasar al PNUD, quedaron como reservas al finalizar ese año $273.8 millones, que sumados con la asignación del año 2003 ($362.2 millones), contabilizan un total de $636.1 millones, notando que a junio de 2003, la ejecución apenas representó el 9.4% ($60.0 millones), nivel bajo si se tiene en cuenta que no se han cumplido las metas, lo que indica que no hay planeación en el manejo de los recursos y se van acumulando rezagos presupuéstales hasta que el proyecto termine en su totalidad.   

Igual situación, se observa para la vigencia 2003, en la cual el presupuesto alcanzó la suma de $362.2 millones, de los cuales se reservaron $189.2 millones. Es decir, el manejo de los recursos por parte del PNUD, arroja una ejecución acumulada de $636.1 millones, con giros por $385 millones y saldo por ejecutar de $251.1 millones.

Pasando al proyecto 1122 "optimización de la calidad del servicio al ciudadano y fortalecimiento de los CADES", se comprometió el 99.9% con giros de tan solo $2.591.3 millones, equivalentes al 22.6%, donde la ejecución  física se realizará en los periodos 2004 y 2005, con $8.854.9 millones en reservas. Lo anterior afectando el cumplimiento de los objetivos y metas en forma oportuna. No obstante lo anterior, se destaca la puesta en funcionamiento del SUPERCADE–CAD en el mes de febrero de 2004. 

Para la ejecución del Proyecto 7376 fortalecimiento de la defensa judicial, es importante anotar, que el Decreto 854 de 2001 delegó en las entidades del nivel central del Distrito, la representación judicial, conservando la Secretaría General, la función de apoyo y coordinación. 

Es de resaltar y sin desconocer los esfuerzos realizados por la entidad, frente a la depuración del sistema de información de los procesos que maneja la Subdirección de Gestión Judicial que aún no se cuenta con información veraz y confiable. Situación que para el SIPROJ en ambiente Web, igualmente, aún no consolida la totalidad de los procesos del Distrito Capital y la información migrada en noviembre 2 de 2004, presenta inconsistencias; en consecuencia no se ha puesto en funcionamiento ni está al servicio de las entidades Distritales.

La entidad no ha establecido una política de tipo preventivo frente a la gestión judicial, ni cuenta con una herramienta sistematizada que le permita ejercer su función, en particular la asignada a la Dirección Jurídica, consistente en la orientación jurídica y el control y seguimiento a los procesos que adelanta el Distrito Capital.
Por lo anterior, los resultados del examen nos permiten conceptuar que en la gestión adelantada por la administración de la entidad, no se acatan las disposiciones que regulan sus hechos y operaciones; no ha implementado un Sistema de Control Interno que le ofrezca garantía en el manejo de los recursos; lo cual ha incidido para que en la adquisición y uso de los recursos no se manejen criterios de economía, eficiencia y equidad. Así mismo no se cumplió en un porcentaje significativo con las metas y objetivos propuestos. Por tanto, la gestión y resultados de la Secretaría General en la vigencia 2003, se considera desfavorable.

Opinión sobre los Estados Contables

Los Estados Contables de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, correspondientes a la vigencia 2002 fueron dictaminados por la Contraloría con salvedades.

Este Ente de Control auditó el Balance General y el Estado de Actividad Financiera, Económica y Social a 31 de diciembre de 2003. Dichos Estados Contables son responsabilidad de la Administración, toda vez que representan su gestión a través de los registros de las operaciones que tienen que ver con el cumplimiento de los objetivos, planes y programas fijados por la Entidad.

El examen se practicó teniendo en cuenta los programas de auditoría e incluyó pruebas selectivas de acuerdo a las normas de auditoría aceptadas en Colombia, verificando además el estricto cumplimiento de las disposiciones emitidas por el Contador General de la Nación y el Contador General de Bogotá. D. C.

En desarrollo del programa de auditoría fueron analizadas entre otras las cuentas: Avances y Anticipos Entregados, Cargos Diferidos, Propiedades, Planta y Equipo, Responsabilidades, Cuentas por Pagar, Pasivos Estimados, cuentas de orden, patrimonio,  Ingresos y gastos operacionales. 

Efectuada la auditoría a los Estados Contables a diciembre 31 de 2003, se observaron entre otras las siguientes situaciones: 

Construcciones en curso, Edificaciones

La Secretaría General en las notas a los Estados Contables, no explica el valor de la transferencia de la cuenta “1615 Construcciones en curso, a la cuenta “1640 Edificaciones, que según movimiento contable se realizó en el mes de diciembre de 2003. Situación que evidencia falencias de control interno, falta de control y supervisión y la no consignación de manera específica, en las respectivas notas a los Estados Contables.

Bienes Muebles en Bodega

La cuenta “1635 Bienes Muebles en Bodega” a diciembre 31 de 2003, refleja un valor de $827.6 millones y ajustes por inflación $307.3 millones, para un total de $1.134.9 millones, suma que verificada con el listado de almacén presenta una diferencia de $299.4 millones.

Por otra parte, realizado el cruce de saldos, entre lo reportado en Contabilidad y el área de Almacén e Inventarios, se constató una diferencia en la suma de $9.9 millones, correspondiente a la subcuenta “165590 Otros Maquinarias y Equipo, como se ilustra:

Saldo según Contabilidad...
$64.6 millones

Saldo según Almacén.........
$74.5 millones
Total Diferencia...................
$9.9 millones

Equipo de transporte, Tracción y Elevación

La cuenta 1675 Equipo de transporte, Tracción y Elevación, a diciembre 31 de 2003, en la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, registra un vehículo de placa OBA-736, modelo 1991, Mazda 626L, que está fuera de servicio y deteriorando, sin que la entidad implemente las medidas necesarias para salvaguardar este bien y evitar un daño emergente.

Por otra parte, se encontró que esta cuenta se encuentra sobrevaluada por la suma de $33.8 millones, debido al registro de los vehículos Campero Trooper de placa OBB-027 cedido al PNUD y el vehículo Mazda 323 de placa OBE-639 que pertenece al Fondo de Vigilancia y Seguridad, los cuales se encuentran registrados en el rubro Propiedades, Planta y Equipo a diciembre 31 de 2003.  De igual manera, en la Nota a los estados contables, no se evidencia explicación sobre la propiedad, cesión o venta a otra entidad.

Responsabilidades

La cuenta 1950 Responsabilidades, ha sido objeto de observación por este organismo de control; sin embargo, a pesar de la gestión realizada por la entidad, continúa presentando saldo con antigüedad correspondiente a los años de 1986, 1997 y 1999, sin que se evidencie que la Secretaría General realice acciones tendientes a recuperar estos dineros, transgrediendo la Ley 716 de 2001, relacionada con el saneamiento contable.

Superávit por Donación

En la cuenta “3120 Superávit por Donación” se registra un saldo, según Balance General a diciembre 31 de 2003, de $97.8 millones, en tanto que el Libro Mayor y Balance, (página LM 00717) a la misma fecha, registra un saldo de $445.062.4 millones, es decir, se presenta una diferencia por la suma de $444.964.6 millones.

En nuestra opinión, excepto por lo expresado en los párrafos precedentes, los Estados Contables de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, presentan razonablemente la situación financiera, en sus aspectos más significativos del año 2003, de conformidad con los principios de Contabilidad Generalmente Aceptadas en Colombia.

El Sistema de Control Interno del área Contable de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, excepto por las falencias descritas en el capítulo correspondiente, ofrece las garantías de confiabilidad para salvaguardar la integridad de la información y así cumplir con los postulados de eficiencia, eficacia y economía, consagrados en el artículo 209 de la Constitución Política.

En desarrollo de la presente auditoría se estableció 35 hallazgos administrativos, de los cuales 18 corresponde a hallazgos con alcance fiscal en cuantía de $2.410.3 millones, que se trasladaran a la dirección de Responsabilidad Fiscal. 

Concepto sobre fenecimiento

Por el concepto desfavorable emitido en cuanto a la gestión realizada, el incumplimiento de la normatividad según los hallazgos comunicados, las deficiencias detectadas en el Sistema de Control Interno y la opinión de razonabilidad con salvedades a los Estados Contables, la cuenta rendida por la Entidad, correspondiente a la vigencia 2003, no se fenece. 

A fin de lograr que la labor de auditoria conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un único Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas, en el menor tiempo posible, es decir, estableciendo términos concretos, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro, de los quince (15) días al recibo del presente informe.

El Plan de Mejoramiento debe detallar las acciones correctivas que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, fijando fechas precisas, cronogramas en que implementarán, responsables de efectuarlos y del seguimiento a su ejecución.

MONICA CERTAIN PALMA

    Directora Técnica Sector Gobierno

4. RESULTADOS DE LA AUDITORÍA

4.1. SEGUIMIENTO PLAN DE MEJORAMIENTO. 

El equipo auditor, en la Secretaría General Alcaldía Mayor, realizó seguimiento a los cuatro planes de Mejoramiento vigentes, relacionados con la ejecución de las actividades que quedaron pendientes de la revisión de la cuenta de la vigencia de 2001 y vigencia 2002; así como las actividades señaladas en la auditoría especial realizada a la Subdirección de Gestión Judicial y la evaluación a la contratación suscrita para la reorganización macroinstitucional del Distrito Capital.

El seguimiento se presenta por cada uno de los planes de Mejoramiento, para finalizar en la consolidación de los resultados, es decir, en el grado de cumplimiento y atención a las observaciones del ente de control.

4.1.1 Plan de Mejoramiento 2001. 

El Plan de Mejoramiento vigencia 2001 se suscribió el día 8 de agosto de 2002, para el cual se concedió prórroga a tres actividades; realizado el seguimiento se pudo establecer que las actividades se cumplieron parcialmente. 

Respecto de la “Implementación de los aplicativos a ORACLE, Contratar la  realización de las interfases”, el equipo auditor verificó que a Noviembre 3 de 2004 y así como de igual forma lo señala la entidad en su informe de avance, están pendientes interfases con Almacén e inventarios, Nómina y Asuntos judiciales. 

Con relación a la actividad “Efectuar la actualización de los manuales de procesos y procedimientos por dependencia” prorrogada a partir del 1 de julio de 2003, por 6 meses, la entidad señala pendiente: el Manual de procesos de Personas Jurídicas y el procedimiento de pago de sentencias de Asuntos Judiciales.

El equipo auditor constató que a Noviembre 3 de 2004, se están revisando los manuales de procesos y procedimientos de las áreas: Administrativa, Financiera, Recursos Humanos, Contratos y pago de sentencias judiciales. Es importante tener en cuenta, que la reestructuración implementada mediante el Decreto 331 de 2003 implica una nueva revisión de los procedimientos de las dependencias.

El incumplimiento parcial, fue informado por el equipo auditor mediante memorando 1142-73 de fecha Noviembre 3 de 2004, a la Subdirectora de Fiscalización de la Dirección Gobierno, de esta Contraloría, de conformidad con el procedimiento de auditoría.

4.1.2. El Plan de Mejoramiento vigencia 2002.

El Plan de Mejoramiento vigencia 2002 se suscribió el día 21 de noviembre de 2003.  El seguimiento realizado se ilustra en el cuadro No 1. , así:

CUADRO 1

PLAN DE MEJORAMIENTO VIGENCIA 2002

	ACTIVIDADES
	SEGUIMIENTO

	Implementar las acciones necesarias para unificar la información contractual en el sentido de garantizar que la información contractual de la entidad refleje todas las operaciones incluyendo lo adelantado por la Unidad Ejecutora BID, convenios PNUD, y menor cuantía. 
	El equipo auditor constató que en la actualidad, se está diseñando el sistema de contratación con interfases con las demás áreas y se implementará en el año 2005, proceso liderado por la oficina de Contratación de la Secretaría General.

	Adelantar el proceso de elaboración del acto administrativo mediante el cual se delega el seguimiento y control a la entidad competente de aquellos contratos que carecían de esa designación pero que sin embargo estaban adelantando dicho seguimiento.
	Se emitió la Resolución 312 de 2003, por medio de la cual delega funciones contractuales a entidades y organismos Distritales.

	Obtención de documento anticipado en medio magnético y reclamación directa de la factura.  Implementación de la Hoja de ruta. Facilitar la gestión de la Tesorería Distrital.
	La observación se subsanó implementando como control la asignación de un funcionario de la entidad con el fin de que solicite los recibos correspondientes en las entidades.

	Efectuar el cruce de cuentas con Comcel por el uso del servicio y cancelar el valor del servicio prestado.
	En los meses de Septiembre y Octubre de 2004 el sistema fue desconectado y la gestión fue comunicada a la oficina Asesora de Control Interno.

	Elaborar el comprobante de ajuste y reclasificación para afectar a la cuenta de responsabilidades del Balance, y llevar su contrapartida en las cuentas de resultado pertinentes.
	Se realizó el ajuste según comprobante de diario 07 de marzo 20 de 2003. 

	Cuenta 1950 Responsabilidades, presenta registros desde 1983, correspondientes a funcionarios y exfuncionarios de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá.  Las precisadas en el procedimiento establecido por la Contaduría General de la Nación.  Las acciones de la Entidad dependen de la gestión que adelante la Contraloría de Bogotá frente al requerimiento enviado por la Secretaría General. Se prevé una fecha de respuesta para el 2 de diciembre de 2003.  
	Saneado parcialmente según comprobante de diario 07 de diciembre 31 de 2003. 

	Incorporar en el SIPROJ una cuantía de todos los procesos, que permita valorar la contingencia en la medida de lo posible.  Incorporar las directrices de la Secretaría de Hacienda frente a la valoración del pasivo contingente a través de un módulo especial en estudio actualmente. 
	Según comprobante de diario 07 de Junio de 2003, registra los nuevos pasivos exigibles de litigios y demandas y se actualiza la provisión con corte a junio 30 de 2003


 Fuente: Evaluación de seguimiento equipo auditor octubre 2004

De las siete (7) actividades que forman parte de este Plan de Mejoramiento, dos (2) de relevancia para la gestión de la entidad, no se han cumplido en su totalidad; sin embargo, el término señalado por la Secretaría General fue permanente, por lo cual se debe establecer un término preciso conforme a los correctivos a implementar. 

4.1.3. Plan de mejoramiento de la auditoria integral modalidad especial a la Subdirección de Gestión Judicial.

El Plan de mejoramiento de la auditoria integral modalidad especial de la Subdirección de Gestión Judicial se suscribió el día 12 de septiembre de 2003. El seguimiento permitió establecer los siguientes resultados:

CUADRO 2

PLAN DE MEJORAMIENTO GESTION JUDICIAL

	ACCIONES CORRECTIVAS
	SEGUIMIENTO

	-Verificación permanente del Estado de Procesos escogidos y que presenten inconsistencias.                             -Verificación previa de los informes arrojados por el sistema.
	El seguimiento que se realiza corresponde a los procesos que en la actualidad adelanta la Secretaría; a pesar de ello, los reportes de procesos presentan inconsistencias, como la totalización de los terminados frente a los informes relacionados con los fallos a favor y en contra. 

	1, El sistema de información se está depurando continuamente.                                                             2, Se ha parametrizado la información de acuerdo con los requerimientos del órgano de control.                     3, En relación con los pagos se mejoró el procedimiento a través de la desconcentración del pago, es decir, que cada entidad debe expedir el acto de cumplimiento del fallo, la liquidación y pago respectivo.
	Se contrató con la firma Litigar el 2 de octubre de 2003, por tres meses, la depuración de la información del SIPROJ, que debe contener la totalidad de los procesos del D.C. contrato que se prorrogó por 10 meses más, sin que a la fecha se puede tener un sistema confiable y funcionando. En la actualidad se realiza la revisión y ajuste de la información. De otra parte, la reestructuración del año 2003, creó la Subdirección de estudios que cumple, entre otras, funciones de observatorio jurídico.


    Fuente: Evaluación de seguimiento equipo auditor octubre 2004

El seguimiento realizado permite concluir que la entidad carece de una política preventiva que asegure la infraestructura logística y el recurso humano indispensable en la defensa judicial del Distrito Capital. Este análisis se presenta en forma detallada en el capítulo de gestión judicial y en el proyecto de inversión Defensa judicial.

Las actividades se constituyen en compromisos pendientes de la Secretaría General y deberán ser consideradas en el Plan de Mejoramiento que se suscriba, estableciendo términos exactos, que permitan el cumplimiento de las observaciones reiterativas de este ente de control.

4.1.4. Plan de Mejoramiento Evaluación a la contratación suscrita para la reorganización macroinstitucional del Distrito Capital.

El Plan de mejoramiento resultado de  la evaluación a la contratación suscrita para la reorganización macroinstitucional del Distrito Capital se suscribió el 1 de abril de 2004; realizada la verificación  se obtuvieron los siguientes resultados:

Es de aclarar que algunas actividades por la similitud se registran de manera conjunta y los resultados se ilustran en el cuadro 3: 

CUADRO 3

PLAN DE MEJORAMIENTO CONTRATACION PNUD

	ACCIONES DE MEJORAMIENTO
	SEGUIMIENTO

	Diligenciar  con  anticipación los contratos  dentro de la entidad  para enviarlos  al PNUD con tiempo  suficiente para el  trámite  de suscripción. (Hallazgo 2.2.2, 2.2.6 y 2.2.10)
	La Unidad Coordinadora le solicitó a las entidades participantes que en los contratos no definieran la fecha de inicio de los mismos, dado el trámite que deben surtir en la UCP y en el PNUD, según tiempos acordados entre estas dos últimas instancias. En los contratos CON0201230053, 054, 055, 056, 057, 058 y 060 revisados correspondientes al 2003 se continuó presentando la inconsistencia que originó esta acción de mejoramiento.

	Como se trata de  contratos que se suscriben con  el PNUD  y  son de derecho privado, no se debe obligar la suscripción de actas de liquidación. (Hallazgo 2.2.4)
	El procedimiento BID, no contempla la elaboración de actas de liquidación, para la contratación de expertos individuales.

	Comprometer a las entidades y áreas participantes para que exijan el cumplimiento de los productos del contrato dentro de los plazos establecidos para así mismo tramitar los pagos (Hallazgo 2.2.7 y 2.2.9)
	La Unidad Coordinadora, señaló las sugerencias respectivas en las reuniones de seguimiento para que las entidades participantes exijan el cumplimiento y entrega de los productos de manera oportuna, porque el control a la ejecución del contrato es función de cada entidad participante.

	Revisar las carpetas periódicamente, así como el archivo oportuno de los documentos de cada contrato. (Hallazgo 2.2.8, 2.2.9, 2.2.10 y 2.2.11)
	La unidad Coordinadora, la UCP revisa aleatoriamente los documentos de los contratos para determinar que estos correspondan al mismo, el archivo es manejado por una consultora de acuerdo a los lineamientos dados por el Archivo Distrital. 

	· Dar a conocer a las entidades y áreas participantes el proceso definido (Hallazgos 2.2.11  y 3.2.8).

· Realizar el  seguimiento al cumplimiento de los contratos. (Hallazgos  3.2.2, 3.2.3, 3.2.4, 3.2.5, 3.2.6, 3.2.7, 3.2.9)


	Esta acción de mejoramiento tiene que ver con el proceso de control a los productos y las certificaciones expedidas por los interventores. Sobre el particular, la UCP ha enfatizado sobre el tema en las reuniones de seguimiento con cada entidad participante, recordándoles que el control sobre los productos recibidos es responsabilidad de cada una, como lo establece el Manual de Operaciones y la Resolución 187 de 2003. y si se requiere alguna modificación a los contratos deben seguir el procedimiento establecido para que esté debidamente legalizado ante el PNUD. No obstante, se observó errores de transcripción en las certificaciones relacionadas con el objeto, el número del contrato, el valor entre otras.  


Fuente: Evaluación de seguimiento equipo auditor octubre 2004
En conclusión del seguimiento a este Plan de Mejoramiento se determina que la efectividad de algunas de las acciones aquí definidas se evidenciará en la revisión de la contratación correspondiente a la vigencia 2004.
Respecto de las actividades que tienen que ver con seguimiento y control de la contratación, la Unidad Coordinadora, ejerce su función de asesoría y da las pautas indispensables para la realización de los trámites. Sin embargo, dicha asesoría depende y es solicitada por las entidades participantes.

En la evaluación a la ejecución de las acciones de mejoramiento de los cuatro (4) planes de mejoramiento, la entidad obtuvo un promedio de cumplimiento de 1.50 (42/28), lo que significa que cumplió parcialmente con los compromisos adquiridos. De las 28 acciones suscritas obtuvo un puntaje de 42, resultado de la sumatoria de la calificación a cada compromiso, evaluando con 0 cuando no se ha realizado ninguna acción; con 1 cuando se ha subsanado parcialmente, o no surtió el efecto esperado o se encuentra en ejecución y con 2 cuando se adoptaron los correctivos efectivos.

El grado porcentual de cumplimiento fue de 75.0% (1.50X100/2), lo cual mide la eficacia en el cumplimiento de las metas fijadas en cuanto a los correctivos, actividades y acciones hacia un mejoramiento continuo. Sin embargo, es de tener en cuenta que como término de cumplimiento la entidad señaló “Permanente”, para el mayor número de acciones comprometidas. 

De las 28 actividades suscritas en los cuatro Planes de Mejoramiento se cumplieron en su totalidad 14 y parcialmente 14. 

Es de señalar, que la entidad deberá unificar las actividades pendientes de los Planes de mejoramiento suscritos, con las nuevas observaciones, en un solo documento y señalar términos de cumplimiento, es decir, fechas puntuales, de conformidad con los correctivos que se adopten a fin de que se pueda establecer el avance real, en la implementación del mejoramiento continuo propuesto por la Contraloría de Bogotá.

4.2. EVALUACION AL SISTEMA DE CONTROL INTERNO.

La evaluación del Sistema de Control Interno a la Entidad, busca establecer su nivel de implantación, de confianza y el valor agregado que aporta al cumplimiento de los objetivos institucionales, garantizando una gestión administrativa eficiente, eficaz, económica y transparente.

Para evaluar el Sistema de Control Interno, se aplicaron los cuestionarios a las Oficinas Asesoras de Planeación y Control Interno, .Direcciones Gestión Corporativa, Servicio al Ciudadano, Desarrollo Institucional, Jurídica y a las Subdirecciones de Contratación, Financiera, Gestión Judicial, Informática y Sistemas.

De otra parte, a través de la ejecución de la auditoria, se continuó verificando la operatividad del Sistema de Control Interno, lo que generó  ajustes a lo inicialmente evaluado.  

Como resultado de la evaluación en cada una de los componentes de integralidad, líneas de auditoria y del seguimiento a los compromisos adquiridos por la entidad en los planes de mejoramiento, a continuación en el cuadro 5, se describe la calificación del Sistema de Control Interno de la Secretaría General, en sus cinco fases:

CUADRO 4

COMPARATIVO DE CALIFICACIONES POR FASES

	
	2002
	2003

	FASES
	CALIFIC.
	RANGO
	NIVEL DE RIESGO
	CALIFIC.
	RANGO
	NIVEL DE RIESGO

	Ambiente de Control
	3.7
	Bueno
	Mediano
	3.4
	Bueno
	Mediano

	Administración del Riesgo
	3.5
	Bueno
	Mediano
	3.0
	Regular
	Mediano

	Operacionalización de los Elementos
	3.4
	Bueno
	Mediano
	3.4
	Bueno
	Mediano

	Documentación
	3.4
	Bueno
	Mediano
	3.4
	Bueno
	Mediano

	Retroalimentación
	3.6
	Bueno
	Mediano
	3.3
	Bueno
	Mediano

	TOTAL
	3.5
	Bueno
	Mediano
	3.3
	Bueno
	Mediano


 Fuente: Informe Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral – Modalidad Regular 

La calificación promedio del Sistema de Control Interno de la Entidad es de 3.3, lo cual indica que su grado de implementaciòn se encuentra ubicado en un rango bueno con nivel de riesgo mediano; que representa un 65.8% de cumplimiento de las cinco fases.

Los resultados de la Evaluación por Fases y Componentes se presentan a continuación:

4.2.1. Fase Ambiente de Control.

La calificación promedio de la fase Ambiente de Control es de 3.4, lo cual indica que su implantación se encuentra ubicada en un rango bueno con nivel de riesgo mediano, como lo indican los componentes de esta fase, que se presentan a continuación:

4.2.1.1. Principios Éticos y Valores Institucionales:

La Secretaría General desarrolló un proceso de determinación e identificación de los valores institucionales, producto de la construcción colectiva y participativa de sus funcionarios; sin embargo se evidenció que este proceso, por falta de socialización, no ha tenido continuidad, incidiendo en su interiorización. 

Es de resaltar que la formación ética en valores de los servidores debe ser un proceso permanente de reflexión e interiorización en las entidades para que contribuya al cambio organizacional al manifestarse diariamente en el comportamiento individual el compromiso con los principios y valores institucionales.  Adicionalmente, la Oficina Asesora de Control Interno en el Plan de Mejoramiento “Bogotá Transparente” debía desarrollar unas acciones sobre el acuerdo de ética y transparencia, de las cuales no se evidenció su cumplimiento.
Como resultado de la evaluación del componente Principios Éticos y Valores Institucionales, éste se ubicó en el factor de valoración “Difusión”, con una calificación de 3.3; rango bueno y nivel de riesgo mediano.

4.2.1.2. Compromiso y Respaldo de la Alta Dirección:

La alta dirección delega la implementación del Sistema del Control Interno en la Oficina Asesora de Control Interno pero la función de ésta se ve reducida por el escaso personal que allí opera, adicionalmente participa en los comités de control interno y brinda orientación general sobre la gestión organizacional.

Igualmente, existen los subcomités de autocontrol con el fin de realizar monitoreo mensual de las actividades realizadas por cada dependencia; sin embargo, no se evidencia en las actas que se detecten las debilidades y oportunidades que permitan la aplicación del Sistema de Control Interno, en el desarrollo de las mismas.

Como resultado de la evaluación del componente Compromiso y Respaldo de la Alta Dirección, se ubicó en el factor de valoración “Delegación”, con una calificación de 3.5, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

4.2.1.3. Cultura de Autocontrol:

La Secretaría General institucionalizó la realización de los subcomités de autocontrol (Resolución 891 del 30 de diciembre de 1996) mensualmente, para cada una de las dependencias, entre otros, propósitos para “Fomentar con la participación del autocontrol, el mejoramiento continúo”. Sin embargo, falta ilustración sobre las bases conceptuales y metodológicas del significado de autocontrol como herramienta de mejoramiento continuo para el cumplimiento de la misión y objetivos estratégicos institucionales.

Como resultado de la evaluación del componente “Cultura de Autocontrol”, se estableció su ubicación en el factor de valoración “Capacitación”, con una calificación de 3.4, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

4.2.1.4  Cultura del Diálogo:

La entidad promueve el diálogo por medio de los Subcomités de Control Interno. Que se constituyen en un mecanismo institucional y reconocido por los servidores, sin embargo, a este mecanismo le falta mayor desarrollo para que se constituya en el medio ideal de gestión de las actividades administrativas y técnicas tendientes a la planificación, manejo y organización de la entidad, es así como existen servidores que técnicamente no conocen las actividades desarrolladas por la alta dirección, ni su papel en el cumplimiento de la misión, visión y objetivos estratégicos de la institución.

Como resultado de la evaluación del componente Cultura del Diálogo, se estableció su ubicación en el factor de valoración “Diálogo Formal”, con una calificación de 3.5, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

4.2.2  Fase Administración del Riesgo.

La calificación de ésta Fase es de 3.0, lo cual indica que su implantación se encuentra ubicada en un rango regular y su nivel de riesgo es considerado mediano, situación que se explica por el comportamiento de sus componentes así: 

4.2.2.1  Valoración del Riesgo:

La Secretaría General, para cada dependencia establecida antes de la reestructuración ocurrida por medio del Decreto 331 de 2003, tenía identificados los factores de riesgo, su análisis (probabilidad e impacto) y el nivel de riesgo a que se encuentra expuesta.

Es decir, se observó desactualización en este componente por el traslado de algunas dependencias a otras entidades y por la creación de otras Direcciones en la entidad.

Como resultado de la evaluación del componente Valoración del Riesgo, se estableció su ubicación en el factor de valoración “Análisis”, con una calificación de 3.0, rango regular y nivel de riesgo mediano.

4.2.2.2  Manejo del Riesgo:

El plan de manejo de riesgos de la Secretaría General se encuentra desactualizado, por causa de la reestructuración que materializó en septiembre de 2003, incidiendo en la administración de los riesgos, el cual debe ser un proceso permanente e interactivo de la administración en coordinación con la oficina de control interno.

La entidad si bien es cierto, cuenta con el Sistema de Alarmas Tempranas, también lo es que no ha tenido la continuidad suficiente, a tal punto que los gestores establecidos en la implementación del sistema, desaparecieron, es decir, se encuentra desactualizado y falta mayor socialización. 

Como resultado de la evaluación del componente Manejo del Riesgo, se estableció su ubicación en el factor de valoración “Plan de manejo de Riesgos”, con una calificación de 3.0, rango regular y nivel de riesgo mediano.

4.2.2.3  Monitoreo:

Las revisiones del Plan son fundamentales para asegurar que permanece vigente, que los factores no han sufrido cambios sustanciales que afecten su implementación, para advertir sus posibles desviaciones y realizar los ajustes oportunos. 

A pesar de que en algunas áreas se controlan los riesgos, como práctica del autocontrol, falta monitoreo al sistema de alarmas tempranas y la correspondiente actualización del Plan de Manejo de Riesgos para cumplir con lo expresado anteriormente. 

Como resultado de la evaluación del componente Monitoreo, se estableció su ubicación en el factor de valoración “Programado”, con una calificación de 3.0, rango regular y nivel de riesgo mediano.

4.2.3  Fase Operacionalización de los Elementos.

La calificación de ésta Fase es de 3.4, lo cual indica que su implantación se encuentra ubicada en un rango bueno y su nivel de riesgo es considerado mediano, situación que se explica por el comportamiento de sus componentes así: 

4.2.3.1  Esquema Organizacional:

La estructura organizacional de la entidad cuenta con líneas de jerarquía y autoridad definidas mediante el Decreto 331 de septiembre de 2003, con esta nueva estructura se busca ajustar la Secretaría General a su misión y orientarla a que se convierta en una entidad generadora de políticas públicas, para la Administración Distrital, propósito que se materializará en el transcurso del tiempo. 

Como resultado de la evaluación del componente Esquema Organizacional, se encuentra ubicada en el factor de valoración “Funcional y Económica”, con una calificación de 3.6, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

4.2.3.2  Planeación:

El Plan Estratégico o Institucional de la entidad se encuentra enmarcado en el Plan de Desarrollo de la Administración Distrital  “Bogotá para Vivir todos del mismo lado” orientado al logro de los objetivos Cultura Ciudadana, Productividad, Justicia Social y Gestión Pública Admirable, dentro de los diferentes programas.

La  Secretaría General cuenta con herramientas gerenciales, que orientan sus actividades para el logro de su misión  institucional como el Plan de Acción donde se encuentra la programación de acciones, su ejecución y seguimiento por áreas, producto de la participación del nivel directivo, asesor y profesional  de la entidad.

El seguimiento de las metas y de las acciones programadas se realiza por medio de formatos previamente establecidos y diseñados por la Oficina Asesora de Planeación, que cada dependencia debe diligenciar trimestralmente.  

Sin embargo, hace falta monitoreo para el cumplimiento de metas y objetivos, que se expresa en el rezago de las metas programadas en el Plan de Acción de la Entidad.

Como resultado de la evaluación del componente, Planeación, se encuentra ubicado en el factor de valoración “Mecanismos de Seguimiento”, con una calificación de 3.5, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

4.2.3.3  Procesos y Procedimientos:

Entendidos como el quehacer en la organización que guardan relación directa con el desarrollo de los planes, metas y objetivos y con la estructura orgánica de la entidad., por medio de los procesos se generan los productos o servicios que los clientes o usuarios, dependencias, instituciones esperan recibir bajo criterios de calidad y oportunidad para satisfacer sus necesidades. Los que deben estar armonizados para el desarrollo de las diferentes actividades permitiendo su permanente actualización,  según las condiciones cambiantes del entorno y de la entidad.

Los procesos y procedimientos de la Secretaría están identificados en los manuales adoptados mediante la Resolución No. 1017 del 29 de diciembre de 2000, los cuales se encuentran en algunos casos desactualizados, debido a la nueva estructura orgánica establecida mediante decreto 331 de septiembre 30 de 2003; sin embargo se pudo establecer que están en revisión y otros en construcción como es el caso de las nuevas direcciones: Desarrollo Institucional y Servicio al Ciudadano.

Como resultado de la evaluación, el componente Procesos y Procedimientos, se encuentra ubicado en el factor de valoración “Revisión y Análisis de Procesos” con una calificación de 3.0, rango regular y nivel de riesgo mediano.

4.2.3.4  Desarrollo del Talento Humano:

Las políticas orientadas a la gestión y desarrollo integral del talento humano para el fortalecimiento de actitudes y aptitudes laborales que contribuyen al mejoramiento del clima organizacional se encuentran basadas en los planes de capacitación, bienestar e incentivos adoptados con resoluciones 121, 115 y 140  de 2003, respectivamente

En la Secretaría no se cuenta con un mecanismo de verificación y seguimiento en término de resultados medibles respecto a la calidad, enfoque e impacto de la formación y capacitación, en búsqueda de mejorar el clima organizacional y asegurar una efectividad en el producto orientado al compromiso, cultura de planeación y autocontrol.

Se observan áreas en donde el número de contratistas es mayor al número de funcionarios de planta; para las cuales se dirigen programas de capacitación, es decir, se realiza incluyendo la planta móvil (con vinculación temporal), situación antieconómica y que no permite que se retribuya y multiplique el conocimiento adquirido en beneficio de la misma entidad.

Como resultado de la evaluación, el componente Desarrollo del Talento Humano, se encuentra ubicado en el factor de valoración “Implementación de Procesos Básicos de Gestión” con una calificación de 3.7, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

4.2.3.5  Sistemas de Información:

El sistema de Información se convierte en el instrumento para el control gerencial y la retroalimentación a nivel Interinstitucional e institucional a través de cada una de las dependencias que integran la organización y debe atender a los principios de confiabilidad, oportunidad, integridad, precisión y racionalidad.

Entre los sistemas de información con que cuenta la Secretaría y que coadyuvan al logro de sus objetivos misionales, se encuentran los aplicativos “SIPROJ” en desarrollo de procesos judiciales, “CONTRATACION A LA VISTA” y “SISTEMA DISTRITAL DE QUEJAS Y SOLUCIONES”.

El SIPROJ es un software implementado en la Subdirección de Gestión Judicial, que sirve como herramienta para medir sistemáticamente el avance de los procesos judiciales. Permite la consulta por módulos, de acuerdo con las siguientes opciones: abogado, acto demandado, apoderado, cuantía, demandantes, despacho competente, entidad, estado del proceso, fechas de notificación, fecha de reparto, magistrado, pretensión, resumen de pretensión y tipo de proceso.

Sin embargo, es de anotar que no se cuenta con el inventario de procesos que permita realizar seguimiento a la gestión judicial en el Distrito y tanto el sistema de los procesos que maneja directamente la entidad, como el sistema en ambiente web, que se pretende poner en funcionamiento para las entidades distritales, en la actualidad presentan inconsistencias y en el caso del Web, no esta operando.

La Secretaría General, implementó en la Oficina de Contratación la página Web con dirección electrónica www.bogota.gov.co./contratación, en la que se centra la información para poner a disposición de los ciudadanos. 

Además se tiene a disposición de las entidades Distritales y del público en general la página CONTRATACION A LA VISTA, dando así publicidad a los procesos contractuales; no obstante, se encontró que la Subdirección de Contratación maneja información no unificada, ya que no es reportada aquella realizada al interior del PNUD. 

También existe el SISTEMA DISTRITAL DE QUEJAS Y SOLUCIONES el cual tenía como meta vincular 42 entidades y a la fecha (Noviembre 2004) solo HA vinculado 17 entidades, debido a las dificultades que presenta la adopción del Hosting, situación que se describe en el análisis del convenio interadministrativo con la E.T.B. En la página se encuentran registradas todas las quejas, reclamos y sugerencias que efectúa la ciudadanía en un sistema único, las que se identifican por el número de radicación y/o por el número de cédula del quejoso.

La entidad cuenta con una plataforma informática a través de la cual procesa la información para el manejo de los procesos de archivo y correspondencia de la entidad; manejo de presupuesto (PREDIS); manejo de la Nómina (PERNO). Procesos automatizados que no se encuentran integrados e impiden la interrelación y coherencia entre las diferentes dependencias, es el caso del proceso contable en el cual la información es manejada bajo ambiente ORACLE; sin embargo, como los aplicativos de sistemas utilizados por las áreas administrativas que generan información contable no están en línea con el de contabilidad, la información no fluye integralmente; debido a lo anterior se encontró información no confiable, al reportase diferencias entre contabilidad y almacén.

De igual manera, la contabilidad de la nómina, se procesa bajo ambiente ORACLE, pero la nómina se trabaja con un software denominado SYSMAN que no está en línea, lo que obliga a la Unidad Financiera a efectuar registros y cálculos manuales. 

Por lo anteriormente expuesto se observa que la entidad se encuentra en  proceso de modernización en automatización bajo el diseño, implementación y desarrollo de sistemas integrados de información. Sin embargo, su cobertura es parcial porque subsisten sistemas paralelos de información que no se encuentran en interfase con los principales, observación reiterativa de este ente de control, desde la revisión de la cuenta 2001.
Como resultado de la evaluación del componente Sistemas de información, se encuentra ubicado en el factor de valoración “Automatización en Desarrollo”, con una calificación de 3.0  rango regular y  nivel de riesgo mediano.

4.2.3.6  Democratización de la Administración Pública:

Los canales de interacción con la ciudadanía son: Dirección Distrital de Servicio al Ciudadano (CADES, RAPICADES, SUPERCADES, TURISCADE) Red Capital, línea 195, página Web de la Alcaldía Mayor de Bogotá, Intranet, Encuesta de percepción ciudadana sobre la gestión de la Administración Distrital y los medios alternativos como paraderos y Transmilenio.

La ciudad cuenta con 18 CADES, en donde se encuentran 28 Entidades al servicio de los ciudadanos, además se han creado 6 TURISCADES y 23 RAPICADES. Así mismo, la Secretaría General firmó el Convenio 010 de 2001 suscrito entre la Superintendencia de Servicios Públicos Domiciliarios, la Unidad Ejecutiva de Servicios Públicos, la ETB, la EAAB, Codensa S.A., Gas Natural S.A. y la Veeduría Distrital con el objeto de “Aunar esfuerzos institucionales para promocionar, cualificar y asesorar a los Comités de Desarrollo y Control Social  de los servicios públicos domiciliarios en el Distrito, en el marco de lo establecido por la Ley 42 de 1994 y el Decreto  reglamentario 1429 de 1995”, Convenio que fue prorrogado por 3 meses más el 28 de agosto de 2004. 

A pesar de la existencia de estos espacios para que los ciudadanos puedan vigilar y evaluar la gestión, no se evidencia una efectiva participación en el manejo de los recursos y la toma de decisiones en la entidad, particularmente, en los procesos de planeación y contratación, entre otros. Situación que deberá ser evaluada atendiendo los desarrollos de la participación ciudadana implementada por esta administración, teniendo en cuenta que la auditoría realizada se dirigió a la cuenta 2003.

Como resultado de la evaluación del componente Democratización de la Administración Pública, se encuentra ubicado en el factor de valoración “Facilitar el control social y la función veedora de la ciudadanía”, con una calificación de 3.4  rango bueno y  nivel de riesgo mediano.

4.2.3.7   Mecanismos de Verificación y Evaluación:

Consiste en la verificación y seguimiento a la gestión para garantizar el logro de los resultados previstos, está considerado en dos dimensiones: Autoevaluación y Unidad u Oficina de Control Interno, presenta una calificación promedio de 3.6, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

Como resultado de la evaluación del ítem, Mecanismos de Verificación y Evaluación, se encuentra ubicado en el factor de valoración Actualización de Herramientas con una calificación de 3.5, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

Unidad u Oficina de Control Interno: se constituye en uno de los componentes del Sistema de Control Interno, bajo la dependencia directa de la dirección; esta oficina se encarga de asesorar, apoyar a los directivos en el desarrollo del Sistema de Control Interno, fomentar la cultura del autocontrol, medir y evaluar la eficiencia, eficacia y economía del Sistema con el fin de promover las acciones correctivas en  pro del mejoramiento permanente del Sistema.

El conocimiento que tienen los servidores de la Oficina tiene que ver principalmente con las labores de acompañamiento que realiza, perdiéndose el desarrollo de las demás funciones. No se da la relevancia que tiene la labor de esta oficina, ni cuenta con el recurso humano necesario, que atienda la magnitud y naturaleza de la Secretaría.

Como resultado de la evaluación del ítem, Unidad U Oficina de Control Interno, se encuentra ubicado en el factor de valoración Fomento de la Cultura de Control, con una calificación de 3.6, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

4.2.4  Fase de Documentación.

La calificación de la fase, documentación es de 3.4, lo cual indica que se encuentra ubicado en un rango bueno y su nivel de riesgo es considerado mediano. Sus componentes presentan el siguiente comportamiento:

4.2.4.1 Memoria Institucional: 

La Secretaría General es la entidad que salvaguarda el patrimonio documental del Distrito, debido a que maneja el archivo y la imprenta de Bogotá. 

La Entidad se encuentra en el proceso de elaboración de las tablas de retención documental y se ha adelantado capacitación a los responsables sobre el manejo de documentos y transferencia de la documentación  al archivo central tal como lo exige la Ley general de archivo (Ley 594 de 2000).

El Manual de Archivo y Correspondencia adoptado mediante Resolución 017 de 2000 (por parte del Gerente del Proyecto de Desarrollo e Implementación del Sistema de Administración de Archivos de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá.), fue aprobado en el mes de septiembre de 2003. 

No obstante lo anterior, en la revisión a los archivos correspondientes a la contratación, que maneja la Subdirección de Contratación y el PNUD, se encontró deficiencias como información incompleta y desorganización en los archivos.

Como resultado de la evaluación del componente, Memoria Institucional, se encuentra ubicado en el factor de valoración “Formal”, con una calificación de 3.7, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

4.2.4.2 Manuales:

Los manuales de procesos y procedimientos no han sido actualizados en su totalidad en correspondencia a las modificaciones que originó la nueva estructura organizacional en las áreas misionales y de apoyo.

Como resultado de la evaluación del componente, Manuales, se encuentra ubicado en el factor de valoración “Difundidos y Socializados”, con una calificación de 2.8, rango regular y nivel de riesgo mediano.

4.2.4.3  Normas y Disposiciones Internas:

La Secretaría General, cuenta con normas y disposiciones internas que le permiten regular las operaciones, son de fácil consulta y aplicación, constituyéndose así en una herramienta de control para sus actuaciones. Estas son recopiladas y socializadas al interior de la Entidad por medio del Internet e Intranet. Es relevante la herramienta sistematizada, con la cual cuenta el área de Gestión Judicial, que permite la consulta de jurisprudencia actualizada.

Como resultado de la evaluación del componente Normas y Disposiciones Internas, se encuentra ubicado en el factor de valoración “Compiladas”, con una calificación de 3.6, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

4.2.5  Fase de Retroalimentación:

La calificación de la fase, documentación es de 3.3, lo cual indica que se encuentra ubicado en un rango bueno y su nivel de riesgo es considerado mediano, de acuerdo con el comportamiento de sus componentes, así:
4.2.5.1 Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno:

El Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno, está constituido, legalizado y organizado formalmente de acuerdo con la Resolución No. 201 de 1994; modificada por la Resolución 078 de 1999. En la actualidad se encuentra en revisión para ajustarlo de acuerdo a la reestructuración de la entidad. 

Se reunieron en dos oportunidades en el 2003 y de su existencia y contribución al sistema de control interno sólo conocen los que participan en él, falta socialización y difusión de las decisiones que se toman y el papel que cumple en la entidad.

Como resultado de la evaluación del componente Comité de Coordinación del Sistema de Control Interno, se encuentra ubicado en el factor de valoración “Reuniones periódicas”, con una calificación de 3.3, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

4.2.5.2 Planes de Mejoramiento:

La Secretaría ha suscrito con la Contraloría de Bogotá, cuatro Planes de Mejoramiento, producto de las observaciones del Informe de Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Regular cuenta 2001 y 2002 y dos resultado de la auditoría Especial realizada en el año 2003, correspondiente a Gestión Judicial y a la Contratos de Reestructuración Administración Distrital. Sin embargo, a las acciones correctivas se les fijó como término “permanente”, situación que impide que este Ente de Control establezca el real grado de avance. 

Como resultado de la evaluación del componente Planes de Mejoramiento, se encuentra ubicado en el factor de valoración “Puesto en Marcha”, con una calificación de 3.3, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

4.2.5.3  Seguimiento:

La entidad tiene diseñados instrumentos para el monitoreo de sus actividades, como indicadores de gestión que evalúan el grado de cumplimiento de las variables definidas y seguimiento de actividades mediante las evaluaciones realizadas por parte de la Oficina de Control Interno y el seguimiento de los planes de mejoramiento.

La Secretaría cuenta con mecanismos que posibilitan efectuar seguimiento de metas y de las acciones programadas, a través de formatos previamente establecidos y diseñados por la Oficina Asesora de Planeación, que cada dependencia debe diligenciar trimestralmente. 

No obstante, se observa que los recursos ejecutados por intermedio del PNUD,  cuentan con indicadores de impacto que se aplicarán hasta el término del programa, es decir, la vigencia 2005.

Como resultado de la evaluación del componente Seguimiento, se encuentra ubicado en el factor de valoración “Oportuno”, con una calificación de 3.3, rango bueno y nivel de riesgo mediano.

Como producto de la evaluación al Sistema de Control Interno de la Secretaría General, resultaron los siguientes hallazgos:

Hallazgo 1: Sistema de Alarmas Tempranas: 

La Oficina de Control Interno cuenta con una herramienta denominada Sistema de Alarmas Tempranas, para identificar los riesgos por procesos y dependencias y en la actualidad no se ha formalizado la revaloración de los riesgos. Lo cual puede llegar a representar amenazas para la consecución de los objetivos corporativos, aun si se tiene presente, que la entidad fue sometida a reestructuración en septiembre de 2003, proceso  que conlleva a identificar y potenciar nuevos riesgos institucionales y requiere de un manejo efectivo de los mismos.

La situación anterior transgrede lo normado en la Ley 87 de 1993, articulo 2º, literal f)”.

Respuesta de la administración: 

“Efectivamente, como lo dice el grupo auditor, la Secretaría General cuenta con una metodología denominada “Sistemas de Alarmas Tempranas”,  pero no solamente para “identificar los riesgos” sino además, permite administrarlos, desde la fase de: Identificación,  evaluación de la probabilidad de ocurrencia como el impacto que podrían generar, los clasifica en el respectivo mapa,  dependiendo de su criticidad. Por último, permite elaborar un plan de mitigación y monitoreo continuo.  

Desde el año 2000, 2001, 2002, 2003 y parte de 2004, se ha venido implementando la metodología en cada una de las áreas, información que ustedes pueden consultar en la Oficina Asesora de Control Interno. A través de las respectivas visitas programadas por esta Oficina, se realiza el seguimiento y la reevaluación respectiva, para determinar si existen nuevos riesgos o se mantienen.

Igualmente, la Entidad fue reestructurada en el año 2003,  comenzando su implementación en diciembre de 2003 y en el transcurso del año 2004. En el plan de acción de 2004 de la Oficina Asesora de Control Interno, se ha venido evaluando de acuerdo con los recursos humanos existentes. ..."

Análisis de la respuesta:  En la evaluación realizada por el equipo auditor al sistema de Control interno, se evidencia que si bien es cierto, la Secretaría General cuenta con la metodología denominada “Sistemas de Alarmas Tempranas”,  para “identificar los riesgos” y administrarlos, también lo es, que su implementación como herramienta que permita garantizar mecanismos de verificación y evaluación, no es eficaz en la medida en que no se ha socializado suficientemente y de tal manera que se utilice por parte de los funcionarios de la entidad. Cabe señalar, que incluso el sistema contaba con Gestores dentro de cada dependencia, cuya función consistía en realizar el Monitoreo del mismo, mecanismo de control que no siguió operando. 

Se configura el hallazgo de tipo administrativo, las acciones de socialización e implementación en los diferentes niveles y cargos del Sistema de alarmas Tempranas, entre otras, señaladas por la entidad en la respuesta al informe preliminar, deberán incluirse en  el plan de mejoramiento.

Hallazgo 2: Cultura de Autocontrol:   

“Se evidencia desconocimiento sobre la definición, mecanismos, componentes y herramientas de la Cultura de Autocontrol, en el desarrollo de tareas y actividades de apoyo y misionales, en los niveles de la organización, a pesar de la existencia de los Subcomités de Autocontrol.   

La observación  descrita contraviene lo estipulado  en la Ley 87 de 1993, artículo 2º, literal d) y g)”.

Respuesta de la Administración: 

“... Es importante  informar al grupo auditor que la Secretaría General sí cuenta con mecanismos  y herramientas de control  que generan cultura de autocontrol. Con este propósito la Oficina Asesora de Planeación, implementó la “Guía Práctica de Planeación y Control de Gestión” la cual  tiene por objeto fortalecer la cultura de planeación y control  dentro de una perspectiva de desarrollo integral para la consecución de los objetivos  propuestos. La metodología recoge los lineamientos trazados en los últimos años  en la entidad, tales como: Las generalidades para la formulación, programación y seguimiento del Plan de Gestión, se ha reducido y modificado  los formatos de la formulación, programación y seguimiento al plan de gestión, como un elemento indispensable para mejorar el registro de la información, y se ha complementado brindando parámetros conceptuales y ejemplos técnicos para una mayor comprensión de cada uno de los usuarios. La guía permite seguimiento a las actividades misionales, de mejoramiento y de apoyo  por cada área de la Secretaría General, además de los Subcomités de Autocontrol, los resultados de la Gestión es reportada  trimestralmente a la Oficina de Planeación para su consolidación y retroalimentación. 

Es preciso señalar que desde el año 1996 fueron creados y reglamentados los Subcomités de Autocontrol, mediante Resolución N°.  891 del mismo año, dirigidos a fortalecer el Sistema de Control Interno en la Secretaría General. En cumplimiento a las obligaciones establecidas en esta resolución, las diferentes áreas reportan copia de las actas del respectivo subcomité a la Oficina Asesora de Control Interno para efectos de la evaluación y seguimiento que por mandato legal le corresponde a la misma. Estos subcomités son espacios donde los servidores públicos de cada área pueden intercambiar experiencias que permitan la detección de debilidades y oportunidades del sistema de control interno; diagnosticar cada área para la evaluación de sus planes y ejecución de sus funciones; fomentar el mejoramiento continuo y el trabajo en equipo.

También conviene precisar que la Oficina Asesora de Control Interno ha proyectado una reforma a la citada Resolución 891 con ocasión de las modificaciones estructurales de la Entidad y las modernas disposiciones sobre gestión de la calidad, carrera administrativa, sistema de vigilancia de la gestión contractual (SICE), saneamiento contable, presupuesto, responsabilidad y transparencia fiscal, entre otras. ..."

Análisis Respuestas: Es importante señalar que el equipo auditor no sólo conoció, sino evalúo la “Guía Práctica de Planeación y Control de Gestión”, la cual le permite a los servidores de la entidad mostrar los resultados de la Gestión por dependencias, información reportada trimestralmente a la Oficina de Planeación para su consolidación y retroalimentación, es decir, muestra el avance y cumplimiento de metas. Sin embargo, la cultura de autocontrol y el control interno, debe concebirse de manera más amplia y organizarse de tal forma que su ejercicio sea intrínseco al desarrollo de las funciones.

La falta de socialización e implementación de una verdadera Cultura de autocontrol en desarrollo de las funciones de todos los cargos de la entidad, se configura como hallazgo de tipo administrativo y deberá incluirse en el plan de mejoramiento.

Hallazgo 3: Valores Institucionales: 

La Secretaría General  desarrolló un proceso de determinación e identificación de los valores institucionales; sin embargo se evidenció que este proceso por falta de socialización  e interiorización, no ha tenido continuidad, situación que se presenta en todos los niveles y especialmente en las áreas donde es mayor el número de funcionarios cuyo tipo de vinculación es la contratación por prestación de servicios, temporalidad que no genera sentido de pertenencia.

Lo anterior,  contraviene lo establecido  en la Directiva Presidencial 01 del 29 de enero de 1997, en lo referente a la “Unidad y Oficina de Coordinación de Control Interno.

Respuesta  de la Administración:

“Tal como lo manifiesta el Grupo Auditor, en los años 2002 y parte del 2003, en la Secretaría General se desarrolló un proceso de determinación e identificación de valores institucionales, el cual concluyó en una guía contentiva de un decálogo de valores a diciembre de 2003, para la Entidad. Hoy se registran cambios estratégicos, para lo cual se ha diseñado una política de identificación y socialización no solo para la Secretaría General sino para todas las entidades del Distrito, que se viene desarrollando satisfactoriamente a través de la Intranet e Internet con la estrategia del “IDEARIO ETICO DEL DISTRITO”, liderado y coordinado por la Dirección de Desarrollo Institucional.   En la página Web de Bogotá puede ingresar cualquier persona, registrarse  y conocer los valores del Plan de Desarrollo “Bogotá Sin Indiferencia” y coadyuvar a su  identificación y socialización.

Con las  gestiones realizadas  en los últimos años en cuanto a la formación de valores y la moderna estrategia, efectivamente se está dando pleno cumpliendo a las normas y obligaciones  de determinar y socializar los valores institucionales”.

Análisis Respuesta: El Ideario Ético del Distrito, es una estrategia que se está desarrollando en la actualidad para impactar como su nombre lo indica a todas las entidades del orden Distrital. Sin embargo, la formación ética en valores de los servidores debe ser un proceso permanente de reflexión e interiorización en la entidad para el fortalecimiento moral de los individuos.

Si bien es cierto, se está desarrollando también lo es que los funcionarios, tanto a nivel Directivo como Operativo, no han interiorizado su contenido. Es así como funcionarios de nivel Directivo, entre otros, manifestaron desconocimiento de la misión, visión y valores institucionales. Además, esta situación como se señaló se presenta especialmente en el nivel Directivo y en las áreas donde es mayor el número de funcionarios cuyo tipo  de vinculación es la contratación  por prestación de servicios, temporalidad que no genera sentido de pertenencia. La entidad señala en la respuesta al informe preliminar, acciones de interiorización que deben incluirse en el Plan de mejoramiento.

Hallazgo 4: Manuales de Procesos y Procedimientos.

La Secretaría General no ha efectuado la actualización de todos los manuales de procesos y procedimientos por dependencia, observación reiterativa de este ente de control.

Situación que transgrede Ley 87 de 1993, en su directiva presidencial 01”...En la medida en que las áreas básicas y de apoyo de la organización entiendan que tienen una “responsabilidad por resultados”, su actitud hacia la formalización y documentación de procedimientos, tenderá a cambiar, pasando a ser aliados activos de estas actividades en lugar de sujetos pasivos”.

Respuesta  de la Administración:

“Al respecto es conveniente hacer las siguientes precisiones:

1.- Durante la vigencia del año 2003 y con el apoyo de un profesional externo, vinculado por contrato de prestación de servicios y de dedicación exclusiva al tema, por la carga laboral tan alta en los pocos profesionales de la Oficina Asesora de Planeación, se inició el proceso de actualización de los Manuales de Procesos y Procedimientos de las siguientes áreas:

· Unidad de Recursos Humanos

· Unidad Financiera

· Unidad Administrativa

· Subdirección de Personas Jurídicas

Dicha actualización, se prosiguió durante la presente vigencia y en la actualidad, se encuentran  en proceso de revisión, los  de las siguientes dependencias:

· Subdirección de Contratación

· Subsecretaría de Asuntos Legales: Procedimiento pago de sentencias.

2.- Es fundamental destacar que dentro del nuevo esquema de gestión de la calidad,  aplicable  a  organismos  y entidades del Estado y promulgado por la Ley 872 de  2003 y  el  Acuerdo  122  de 2004,  es  necesario hacer una revisión,  que  conlleve  a  producir  Manuales  de   procesos y  procedimientos,  no únicamente de escritorio, o para cumplir con los requerimientos de los órganos de control, sino por el contrario, además de cumplir con los lineamientos legales que rigen la materia, los manuales, deben constituirse en una herramienta básica de consulta, dinámica, eficaz y que estén orientados a promover la adopción de un enfoque basado en  “PROCESOS”, el cual consiste en identificar y gestionar de manera eficaz numerosas actividades relacionadas entre si..

… Por lo anteriormente planteado y teniendo en cuenta el cambio en la estructura administrativa de la Secretaría General, (Decreto 331/03) desde finales del año 2003, donde aparecen dependencias nuevas y otras reestructuradas, al igual que las directrices  de la nueva Administración, la Oficina Asesora de Planeación, inició el proceso de actualización de manuales, en la pasada anualidad, como se mencionó anteriormente, continuándolo en la actual vigencia.  Adicional a esto, se encuentra diseñando un Proyecto de Mejoramiento de los Manuales de Procesos y  Procedimientos,  adecuándolo  a la nueva estructura administrativa y teniendo en cuenta los esquemas de gestión de la calidad, adaptándolo a nuestra entidad pública,   con  el  fin  de  que  los  productos  que  se obtengan, respondan de una manera  eficiente y eficaz a las necesidades de los usuarios, tanto internos, como externos...."

Análisis Respuesta: Es de anotar, que como lo señala la entidad, es fundamental producir Manuales de procesos y procedimientos, no para cumplir con los requerimientos de los órganos de control, sino porque no puede darse un esquema de organización y el establecimiento de los planes sin contemplar el cómo materializarlos (procedimientos). De igual manera, es importante señalar, que la observación es reiterativa y era una de las actividades pendiente del Plan de mejoramiento suscrito con ocasión a la revisión a la cuenta de la vigencia 2001.

La observación es aceptada por la administración, acciones que deberán incluirse en el Plan de mejoramiento.

Hallazgo 5: Oficina de Control Interno: 

“No se da la relevancia pertinente, que debe tener la labor de la oficina de control interno, ni cuenta con el recurso  humano suficiente para el desempeño de la labor de acompañamiento, evaluación y seguimiento del sistema de Control interno, con el fin de lograr mayor cobertura, en atención a la naturaleza y misión de la Secretaría General.

Lo anterior transgrede lo dispuesto en la Directiva presidencial  01 del 29 de enero de 1997, en lo atinente ala Unidad  y Oficina de Control Interno. “...Competente a esta oficina, al interior de toda la organización y en ejercicio de su función asesora, apoyar a los directivos en el desarrollo del Sistema de Control Interno, revaluar los planes, fomentar la cultura de autocontrol, de tal forma que contribuya al mejoramiento continuo, y a coadyuvar y participar para implantar adecuados instrumentos de  gestión y gerencia”. 

Respuesta Administración 

“Si bien el recurso humano es mínimo, también es cierto que la administración ha hecho manifestaciones inequívocas de la importancia que para la Entidad representa la Oficina de Control Interno en el cumplimiento de sus funciones de acompañamiento, evaluación y seguimiento del Sistema de Control Interno de la Secretaría General, como apoyo a los directivos  en el desarrollo del mismo, a través de la participación activa en los diferentes comités como son:  el directivo,  de adjudicación, de Coordinación de Control Interno, de conciliación, de saneamiento contable, entre  otros,  que a nivel  operativo se realizan y en donde la Oficina participa realizando su labor, sin perjuicio del acompañamiento y asesoría que se presta en la ejecución de las visitas de evaluación y seguimiento, como apoyo al  cumplimiento de la Misión  Institucional.  

Sobre el recurso humano, se realizó un proceso de selección de un profesional para la Oficina de Control Interno; además, se tiene previsto para la vigencia de 2005 la programación de recursos para fortalecer la Oficina con dos profesionales adicionales a los existentes. ..."

Análisis de la respuesta: Como lo señala la entidad en su respuesta, la oficina de control interno participa activamente en los diferentes comités; sin embargo, la cobertura de las evaluaciones y seguimientos no es representativa frente a la naturaleza de la entidad. La administración acepta la observación de tipo administrativo y manifiesta que en la vigencia 2005, se tiene previsto fortalecer la Oficina con dos profesionales adicionales, acciones que se deberán incluir en el Plan de Mejoramiento. 

Hallazgo 6: Sistemas de Información.

“Los sistemas de información aún no generan confiabilidad, toda vez que las áreas de presupuesto, Asuntos Judiciales, Almacén, Contabilidad, Nómina, entre otras, no se encuentran interrelacionadas, utilizando archivos planos. Observación reiterativa de este ente de control, con la cual, transgrede lo normado en la Ley 87 de 1993, artículo 2, literal e) y artículo 4 literal i).”.
Respuesta Administración:

“Los sistemas de información con que cuenta la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá D. C., son soluciones confiables que fortalecen la capacidad de gestión la Entidad en diferentes procesos.

Estamos trabajando para alcanzar el nivel de interrelación deseado entre todos los componentes de los sistemas de información… En el sistema de contabilidad, la interrelación se realiza por medio de archivos planos, pues de momento es la única opción dispuesta en el aplicativo, pero esperamos poder contar con recurso humano suficiente, para mejorar este aspecto.
Para asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información, la Subdirección de Informática y Sistemas de la Secretaría General ha venido adelantando esfuerzos para estandarizar la capa de persistencia de datos a una base de datos ORACLE, que como se ve en la relación anterior, está bastante adelanta. ..."

Análisis de la respuesta: La Entidad reconoce que está trabajando para alcanzar el nivel de interrelación deseado entre todos los componentes de los sistemas de información, señalando para cada caso el avance, por lo tanto las acciones se deben incluir en el Plan de mejoramiento. Es de anotar, que la observación es reiterativa y es una actividad que tiene cumplimiento parcial en el Plan de Mejoramiento suscrito con ocasión de la revisión de la cuenta correspondiente a la vigencia 2001, por lo cual debe retomarse en el Plan a suscribir como resultado de la presente evaluación. 

4.3.  EVALUACIÓN A LA GESTIÓN Y RESULTADOS.

El presente capítulo tiene por objeto conceptuar, en términos de eficiencia, eficacia, economía y efectividad, sobre los resultados obtenidos por la Secretaría General durante la vigencia 2003.

El Presupuesto Orientado a Resultados permite establecer un vínculo entre la asignación de recursos y las prioridades de la administración. La información parte de los objetivos de las entidades, los cuales deben estar definidos de tal manera que sean medibles y reflejen los beneficios a los que las entidades contribuyen, así como las transformaciones que impulsan en la comunidad.

Para dar cumplimiento a sus objetivos, las entidades definen sus estrategias que se concretan en el conjunto de productos (bienes y servicios) que entregan a terceros. Los productos deben ser cuantificables y estar medidos en términos de cantidad, calidad y oportunidad.

Los objetivos de la administración (establecidos en el Plan de Desarrollo) con los objetivos organizacionales definidos por la entidad, permiten definir los productos. 

Que para la Secretaría General, son:

1. Coordinación y gestión Interinstitucional del D.C.

2. Coordinación Tecnológica del D.C.

3. Modelo del Sistema de gestión de la Secretaría General Implementado

4. Coordinación Jurídica de las Actuaciones del D.C.

5. Nuevo modelo de Inspección, Vigilancia y Control sobre enajenación de vivienda y Personas sin Animo de Lucro en el D.C.

6. Modelo de Gestión documental

7. Presencia del alcalde frente a la Ciudadanía

8. Servicios al Ciudadano Presénciales

9. Servicios Virtuales

10. Servicios Telefónicos

11. Racionalización de Trámites

12. Sistemas de Quejas y Soluciones

13. Cualificación de Servidores

Dichos productos e inversión en la Secretaría General se administran y desarrollan en primera instancia por medio de la ejecución presupuestal que es manejada por la misma entidad y de otra por la administración que realiza el PNUD - Crédito BID, en donde confluyen recursos propios y recursos del crédito, situaciones que se detallan en la evaluación efectuada a los proyectos de inversión,  en el acápite correspondiente.

Por lo anteriormente, se presenta de manera global la ejecución presupuestal realizada por la entidad primordialmente, en el objetivo Gestión Pública Admirable; luego se presenta el manejo de recursos BID, por parte del PNUD, para concluir en la ejecución en los proyectos de inversión, en donde confluyen tanto recursos presupuestales, como recursos provenientes de crédito BID.

Respecto de los recursos presupuestales, se determina que el objetivo del Plan de Desarrollo, al cual se le asigna mayor presupuesto, es Gestión Pública Admirable, como se ilustra en el cuadro 5:
CUADRO 5

INVERSION POR OBJETIVOS PLAN DE DESARROLLO

	
	Disponible
	Giros
	Reservas 
	Ejecución 
	Partcip %

	INVERSION
	25.319.6
	9.950.7
	14.450.4
	24.401.1
	

	CULTURA CIUDADANA
	50.0
	38.9
	11.1
	49.9
	0.2

	PRODUCTIVIDAD
	651.4
	495.2
	138.7
	633.9
	2.6

	JUSTICIA SOCIAL
	200.0
	39.3
	59.8
	99.1
	0.4

	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	24.418.2
	9.377.3
	14.240.9
	23.618.2
	96.8


   Fuente: Ejecución Presupuestal 2003

La ejecución del objetivo Gestión Pública Admirable, se presentó en dos programas: Administración a la Medida cuyo disponible ascendió a la suma de $10.600.0 millones de los cuales se giraron $59.965.8 millones y se reservaron $3.993.9 millones para una ejecución del 93.9%.  El otro programa fue Servimos al Ciudadano, que participó con el restante 58%, con una asignación disponible de $13.818.3 millones, con una ejecución real equivalente al 24.6% constituyendo reserva en la suma de $10.246.9 millones.

CUADRO 6

INVERSION GESTION PÚBLICA ADMIRABLE

	GESTIÓN PUBLICA ADMIRABLE
	Disponible
	Giros
	Reservas
	Ejecución
	Partcip. %

	INVERSION 
	24,418.3
	9,377.3
	14,240.9
	23,618.2
	

	Restauración y mantenimiento edificio Liévano
	1,400.0
	28.8
	1,367.1
	1,395.9
	14%

	Dotación y sistematización de las oficinas del despacho del alcalde y la secretaría general y apoyo a la Comisión Distrital
	700.0
	446.7
	233.1
	679.7
	7%

	Construcción y dotación del archivo distrital
	2,000.0
	1,005.4
	379.9
	1,385.3
	14%

	Fortalecimiento de la gestión pública del nuevo milenio
	2,500.0
	2,500.0
	0.0
	2,500.0
	25%

	Fortalecimiento de la defensa judicial distrital
	500.0
	332.1
	166.8
	498.8
	5%

	Transformación de la organización distrital y de sus entidades centrales, descentralizadas y locales
	3,500.0
	1,652.9
	1,847.1
	3,500.0
	35%

	Optimización de la calidad del servicio al ciudadano y fortalecimiento de los CADE
	11,500.0
	2,591.3
	8,854.9
	11,446.2
	84%

	Control gubernamental a entidades sin animo de lucro
	150.0
	80.7
	11.3
	92.1
	1%

	Adecuación tecnológica y logística de la Imprenta Distrital
	806.0
	55.0
	743.2
	798.1
	6%

	Coordinación de las políticas informáticas y de comunicaciones en el D.C. a través de la Comisión Distrital
	362.3
	125.9
	236.4
	362.3
	3%

	Desarrollo e implementación del sistema distrital de administración de archivos
	1,000.0
	558.6
	401.1
	959.7
	7%


 Fuente: Ejecución presupuestal Vigencia 2003

La Gestión Pública Admirable, se ejecutó de una parte, por el programa Administración a la medida, el cual participa en el 42% de la ejecución, donde el proyecto de mayor participación fue "Transformación de la organización distrital y de sus entidades centrales, descentralizadas y locales", el cual representa el 35% de lo asignado a este programa; con una ejecución real equivalente al 47%. De otra parte, en el programa Servimos al Ciudadano, que participa con el restante, 58% asignado a este objetivo; donde se tiene que el proyecto de mayor inversión es "Optimización de la calidad del servicio al ciudadano y fortalecimiento de los CADE" escogido en la muestra de auditoría y que se detalla en el capítulo respectivo.
La inversión de la entidad, se suscribe dentro del  Plan de desarrollo  ”BOGOTÁ PARA VIVIR TODOS DEL MISMO LADO”, que planteó la realización de 15 proyectos de inversión, que por cada uno de los objetivos del Plan de Desarrollo, se tiene:

CUADRO 7

PROYECTOS DE INVERSION POR OBJETIVOS PLAN DE DESARROLLO

	OBJETIVOS
	PRIORIDAD
	PROYECTO DE INVERSION

	CULTURA CIUDADANA


	Apreciar las normas y admirar lo bueno 
	Difusión y compilación de la legislación aplicable al D.C.



	PRODUC-

TIVIDAD
	Bogotá atractiva 
	Apoyo para la creación de la ventanilla única del empresario

	
	Bogotá crece con razón 
	Vigilancia, prevención y control sobre vivienda ilegal



	JUSTICIA SOCIAL


	Mejoremos el barrio y la casa


	Información y concientización sobre vivienda ilegal

	GESTION PUBLICA ADMIRABLE


	Administración a la medida


	Restauración y mantenimiento edificio Liévano

Dotación y sistematización de las oficinas del despacho del alcalde y la secretaría general y apoyo a la Comisión Distrital

Construcción y dotación del archivo distrital

Fortalecimiento de la gestión pública del nuevo milenio

Fortalecimiento de la defensa judicial distrital

Transformación de la organización distrital y de sus entidades centrales, descentralizadas y locales

	
	Servimos al ciudadano


	Optimización de la calidad del servicio al ciudadano y fortalecimiento de los CADE

Control gubernamental a entidades sin animo de lucro

Adecuación tecnológica y logística de la Imprenta Distrital

Coordinación de las políticas informáticas y de comunicaciones en el D.C. a través de la Comisión Distrital

Desarrollo e implementación del sistema distrital de administración de archivos


    Fuente: Plan de acción Secretaría General Junio 30 de 2004

Ahora bien, respecto de los recursos que maneja el PNUD, se consideran los recursos asignados por el Distrito Capital y los recursos provenientes del crédito BID, que son administrados por la Unidad Ejecutora, programa que se detalla a continuación:

4.3.1 Programa de Fortalecimiento Institucional  del Distrito Capital.

De igual manera, el objetivo Gestión Pública Admirable correspondiente al Plan de Desarrollo 2001-2004 “Bogotá para vivir Todos del mismo lado” (Decreto 440 de 2001) que pretende: “Elevar la confianza y el respeto de los habitantes de Bogotá hacia las instituciones y los organismos distritales y el compromiso de los servidores públicos y de todas las personas con una gestión efectiva y transparente.” se enmarca el desarrollo del Programa de Fortalecimiento Institucional de Bogotá, Distrito Capital.

Este objetivo se desarrollará mediante tres estrategias:

· Mejoramiento de la gestión pública y transformación institucional y  organizacional del Distrito.

· Fortalecimiento de las competencias locales.

· Mejoramiento del servicio a todos los habitantes del Distrito Capital y generación de mecanismos de comunicación transparente y efectiva con las entidades distritales.

Para la consecución de lo anterior, la Administración Distrital solicitó al Banco Interamericano de Desarrollo – BID- un préstamo  Contrato No 1385-OC/CO para financiar parcialmente el Programa, su costo total asciende a la suma de US$26.7 millones, de los cuales, US$16 millones aportará el Banco en calidad de préstamo y US$10.7 millones aportará el Distrito Capital. 

El Préstamo será cancelado en un plazo de 20 años mediante cuotas semestrales consecutivas y en lo posible iguales  hasta el 5 de abril de 2.022. Los intereses se pagan semestralmente el 5 de abril y el 5 de octubre comenzando el 5 de octubre de 2002, a una tasa variable

Objetivo General Del Crédito.

Contribuir al fortalecimiento institucional de Bogotá, D.C., al uso más transparente y eficiente de sus recursos y a una sustantiva mejora en la provisión de los servicios distritales. Ello se hará a través del mejoramiento de la gestión de las localidades y la consolidación de la participación ciudadana en los asuntos públicos y del mejoramiento del servicio al ciudadano.

Objetivos Específicos Del Programa.

· Apoyar el proceso de reorganización Macroinstitucional del Distrito Capital, considerando los procesos estratégicos de gestión, con especial énfasis en los de planeación y presupuesto, planeación territorial y ordenamiento catastral, así como en la generación y administración de Información.

· Mejorar la eficiencia y eficacia de la gestión local, fortaleciendo las autoridades locales, las instancias y actores de la participación ciudadana.

· Implantar un modelo de excelencia en el servicio a la ciudadanía que proporcione eficiencia, rapidez, comodidad y calidad en los servicios prestados.

Organización Institucional del Programa

Para el cumplimiento de los objetivos del Programa, se previó que fuera ejecutado por la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, a través de la Unidad Coordinadora del Programa (UCP)
 y por las entidades participantes  (EP) como son: las Secretarías General, de Gobierno y Hacienda Distrital y los Departamentos de Planeación y Catastro Distrital, situación que fue legalizada mediante convenios que tienen por objeto establecer las obligaciones técnicas, financieras, contables, operativas e institucionales de cada una de las EP y de la Secretaría General, respecto de los proyectos de inversión financiados con recursos del empréstito.

Así mismo las cinco EP suscribieron el convenio COL 02/012 con el PNUD, en junio 28 de 2002, para obtener la cooperación y asistencia técnica en el desarrollo del Programa; por la administración de los recursos el PNUD cobra una comisión del 3.5% sobre el total pagado, en el mes de diciembre de 2003 presentó una cuenta de cobro por US$18.555.57 sobre el total de los pagos realizados en el 2003. “En lo referente a los réditos  generados por los saldos de los recursos transferidos, el organismo informó la liquidación  definitiva a diciembre de 2002 por un monto de US$3.019 cifra sobre la cual la Unidad Coordinadora solicitó la correspondiente base de liquidación, obteniendo como respuesta de dicho Organismo en el sentido que no es posible discriminación alguna dado que los recursos se manejan en un fondo común  para todos los países”.

Desde el inicio del Convenio hasta el 31 de diciembre de 2003 las entidades participantes han girado al PNUD un valor total de $30.503.5 millones de los cuales pagó a los consultores y proveedores del Programa $8.992.8 millones, es decir el 29.4% 

El Programa de Fortalecimiento Institucional suma $77.125.5 millones de los que $46.135.4 millones corresponden a recursos del préstamo y $30.990.1 millones a recursos del presupuesto del Distrito o Contrapartida. El plazo de ejecución del crédito es de 3 años, a partir de abril 2002 hasta abril de 2005, los desembolsos van hasta octubre 5 de 2005.

A nivel global, la ejecución acumulada a junio 30 de 2004 del Programa fue de $35.115.4 millones que equivalen al 45.5% de lo asignado al Programa.

Respecto a la Secretaría General, ésta participa en el desarrollo de varios subcomponentes
, que suman un total de $32.502.3
 millones los que representan aproximadamente el 42.1% del Programa para ser ejecutados hasta el 2005. Registra a junio 30  de 2004 una ejecución acumulada de $14.179.0 millones, es decir, el 43.6%, lo que significa que en aproximadamente año y medio debe ejecutar más del 50% de los recursos asignados al Programa.

Se puede concluir que el Programa en general presenta un rezago en su ejecución y por ende en el cumplimiento de sus objetivos y metas que de acuerdo al análisis de las entidades participantes y de la Unidad Coordinadora del Programa se debe a “ factores …organizacionales y contractuales relacionados con la estructura del crédito, multiplicidad de responsables y la complejidad para su articulación técnica, baja capacidad de ejecución directa de las entidades y demoras en entidades participantes, UEP y PNUD..”

Teniendo presente que los resultados e impacto de la contratación con estos recursos, involucran otras entidades distritales y por lo tanto su análisis debe ser transversal, se concluye respecto de la evaluación a la Contratación con cargo de los recursos BID lo siguiente: 

1. Los mecanismos de cooperación que están siendo utilizados con el fin de financiar proyectos de desarrollo para el nivel Distrital a través del PNUD, no  evidencian un verdadero “valor agregado”  para la gestión del Distrito. En la práctica, se están convirtiendo en un mecanismo para evadir y trasladar a  terceros sus funciones, buscando evadir las normas contractuales y presupuéstales, las responsabilidades fiscales y los controles al gasto público, tal como se observa en el rol que tiene el PNUD, frente a la asistencia técnica, ya que en la práctica se convierte en un ente pagador, en razón a que la asesoría y acompañamiento a las entidades Distritales lo realiza la Unidad Coordinadora y a solicitud de las mismas. Es decir, el Distrito no se beneficia con transferencia de tecnología y mucho menos con expertos internacionales. 

De manera análoga, la Secretaría General gira al PNUD los respectivos recursos pero al verificar el avance físico de la inversión, las obras y servicios no han concluido, teniendo en cuenta que este mecanismo no maneja los recursos en vigencias fiscales sino sobre un horizonte que les permite acumularlos de un período a otro, de suerte que los resultados se verán reflejados en el año 2005 fecha en la que se tiene establecido el vencimiento del convenio.

2. Como se señaló, no se evidencian resultados a nivel de “asistencia técnica” recibidos por el Distrito en cuanto a la administración de recursos y apoyo a las contrataciones que se realizaron por la Secretaría General a través de sus diferentes dependencias en aspectos contractuales, de planeación y de ejecución. 
3. Como mecanismos de monitoreo y evaluación del PNUD, se establecen informes tripartitos anuales de seguimiento a los proyectos,  que pocas veces se presentan o se entregan tardíamente, excepto cuando existen exigencias en los  créditos otorgados por el Banco Mundial.

4. En el convenio no se definen indicadores que permitan medir el impacto y resultados del proyecto, a medida que se avanza en el cumplimiento de las metas, a excepción de los financiados con recursos de la Banca Multilateral.

5. Los créditos o rendimientos obtenidos por el PNUD no se están incorporando al presupuesto Distrital  en forma oportuna, lo cual no le permite a la entidad conocer lo que realmente ingresa como beneficio y a su vez realizar un estudio y análisis frente a los costos que generan, que para este caso se cancelan: Intereses del Crédito, Fondo de inspección y Vigilancia y  la Comisión del Compromiso. 

6. La transferencia de recursos al PNUD es mayor a los gastos efectivos del proyecto, manteniéndose dineros en exceso a favor de la agencia que no son ejecutados oportunamente, por cuanto el  organismo responsable no programa los desembolsos acorde con las necesidades del gasto, y se presentan rezagos de vigencias anteriores que continúan ejecutándose como es el caso de los recursos de las vigencias 2002 y 2003.

7. Se observa que se está supliendo o reemplazando la estructura administrativa del Distrito con el hecho de presentar la certificación de personal insuficiente para la funciones designadas y reemplazarla por una unidad ejecutora de proyecto de la entidad de cooperación con las denominadas “nóminas”, particulares de personal permanente contratado durante la vigencia del convenio, para atender actividades propias del convenio o de la entidad ejecutora afectando de por sí el proyecto por los recursos destinados para su funcionamiento.

8. La entidad ejecutora se limita a ser una espectadora y no ejerce un control efectivo en tiempo real, sobre la aplicación de rendimientos, oportunidad en la información aportada por el organismo de cooperación.

9. En la revisión de la contratación de la vigencia 2003, se observó la falta de mecanismos de control en archivo y manejo de documentación. 

Como se observa, las deficiencias denotan en su conjunto precarios mecanismos de planeación y control, que han venido afectando la gestión institucional del Distrito Capital en condiciones de eficacia, eficiencia y economía, circunstancia que, podrían generar daño fiscal, tal como ya se ha determinado en algunas Entidades y Empresas que han venido ejecutando proyectos importantes con cargo al PNUD. Es indispensable analizar esta fuente de consecución de recursos, con mayor detenimiento ya que si bien es cierto, la banca mundial, hace efectivo el Crédito también lo es que el Distrito acepta y se condiciona frente a las exigencias del organismo internacional.
La evaluación realizada por el equipo auditor se suscribió atendiendo el manejo y administración de los recursos, tanto directamente como por intermedio del PNUD, resultados que se describen por proyecto de inversión a continuación:

4.3.2 Evaluación al Plan de Desarrollo

Atendiendo las dos formas de administración de los recursos utilizados por la entidad, es decir directamente o por medio del PNUD, se realizó la evaluación al PLAN DE DESARROLLO BOGOTÁ PARA VIVIR TODOS DEL MISMO LADO 2001-2004, durante la vigencia fiscal 2003 a través de la muestra de cuatro (4) proyectos: 1122 “Optimización de la calidad del servicio del ciudadano y fortalecimiento de los CADES”, 7377 “ Transformación de la organización  Distrital y de sus entidades centrales, descentralizadas y locales” y  7378 “ Coordinación de las políticas informáticas y de comunicaciones en el Distrito Capital a través de la Comisión Distrital” y 7376 Fortalecimiento de la Defensa Judicial.
Para su medición se tuvo en cuenta las directrices dadas en el encargo de auditoria, la metodología del Departamento Administrativo de Planeación Distrital SEGPLAN, aplicación de pruebas de auditoria de aceptación general aplicando diferentes métodos de control, tales como: de gestión, financiero, de legalidad y de control interno.
CUADRO 8

MUESTRA DE AUDITORIA

                                                                                            

                     Millones 

	CODIGO
	OBJETIVOS
	PROGRAMA
	PROYECTO
	PRESUPUESTO

DISPONIBLE

	
	INVERSION
	
	
	

	7376
	Gestión Publica Admirable
	 Administración a la medida
	Fortalecimiento de la Defensa judicial distrital
	500.0

	7377
	
	
	Transformación de la organización Distrital y de sus entidades centrales descentralizadas y locales.
	3.500.0

	1122
	
	Servimos al ciudadano
	Optimizacion de la calidad del servicio al ciudadano y fortalecimiento de las Cades.
	11.500.0

	7378
	
	
	Coordinación de las políticas informáticas y de comunicaciones en el D.C
	362.2

	Total
	
	
	4 proyectos 
	                   15.862.2


Fuente: ejecución presupuestal gastos .dic. 12-03

De un total de quince proyectos se tomó una muestra de cuatro, por un valor de $15.862.2, correspondiendo al 63%, frente al total del presupuesto de inversión (Cuadro 8), también como criterio de selección se tuvo en cuenta el impacto social y la fuente de financiación (crédito) BID.

Los resultados por cada uno de los proyectos de inversión evaluados se presentan a continuación:

4.3.2.1 Proyecto 7377 Transformación de la Organización  Distrital y de sus Entidades  Centrales, Descentralizadas y Locales

El objetivo general de este proyecto es “Actualizar, flexibilizar y adecuar la estructura  de la Administración Distrital, a fin de que se ajuste a las cambiantes necesidades de la ciudadanía y del modelo de desarrollo económico vigente”
.

Para  el desarrollo de este objetivo, inicialmente se le asignó $4.500 millones en el año 2003 que luego de una suspensión y algunas modificaciones resultó con un presupuesto definitivo de $3.500 millones. La fuente de estos recursos corresponde a lo presentado en el cuadro 9:

CUADRO 9

FUENTES DE FINANCIACIÒN PROYECTO 7377

                                                                                                                                       Millones 

	FUENTES
	CREDITO BID
	CONTRAPARTIDA
	TRANSFERENCIAS
	OTROS DISTRITO

	3.500,0
	1.455,3
	890,2
	1.000,0
	154,6


Fuente: Ficha EBI-D versión septiembre 2003

La ejecución de estos recursos de acuerdo a lo reportado en el PREDIS fue del 100%, el total reservado correspondió a $1.847.1 millones, que representa el 52.8% de lo ejecutado, en tanto de lo reservado $1.813.5 millones, estaban destinados para su traslado al PNUD, siendo los giros reales del proyecto el 47.2% de lo ejecutado, es decir $1.652.8 millones.

Los recursos de este proyecto al incorporarse al Programa de Fortalecimiento Institucional, se distribuyen como se observa en el Cuadro 10:

CUADRO  10

DISTRIBUCIÓN DE LOS RECURSOS  DEL PROYECTO 7377

         Millones 

	COMPONENTES Y SUBCOMPONENTES
	RECURSOS VIGENCIA 2003
	PARTICIPACIÒN

	FORTALECIMIENTO DE LA GESTION CENTAL
	1.507.0
	43.1%

	ORGANIZACIÒN MACROINSTITUCIONAL
	1.507.0
	43.1%

	UNIDAD COORDINADORA
	756.6
	21.6%

	Unidad Coordinadora
	756.6
	21.6%

	OTROS GASTOS
	81.8
	2.3%

	Evaluación Intermedia
	33.4
	1.0%

	Evaluación Final
	0.0
	0.0%

	Auditoria Externa
	48.4
	1.4%

	Subtotal Componentes
	2.345.4
	67.0%

	Otros Distrito + Transferencias
	1.154.6
	33.0%

	TOTAL PROYECTO 7377
	3.500.0
	100.0%


     Fuente: Programación Financiera UCP

En resumen, el 67% de los recursos del Proyecto 7377 fueron destinados en la vigencia 2003, al desarrollo de los componentes Fortalecimiento de la Gestión Central (subcomponente Organización Macroinstitucional), Unidad Coordinadora y Otros Gastos, mientras que el 33% fue comprometido para pagar al PNUD la comisión de administración de los recursos trasladados para el desarrollo del Programa de Fortalecimiento Institucional. 

Respecto al subcomponente Organización Macroinstitucional en el año 2003 ejecutó los recursos, como se observa en el cuadro 11:

CUADRO 11

RECURSOS  DEL PROYECTO 7377

                                                                                                                                       Millones 

	SUBCOMPO

NENTE
	RESERVAS 2002
	PRESUPUESTO 2003
	TOTAL 2002 - 2003
	EJECUCIÓN DE RES. 2002 Y PPTO  2003
	SALDO
	%

Ejecución

	Organización Macroinstitucional
	661.9
	1.507.0
	2.169.0
	1.854.5
	314.5
	85.5


 Fuente: Informe de Gestión 2003 UCP

Las reservas 2002 se ejecutaron básicamente por medio de cinco contratos y tres adiciones a contratos de 2002, por un monto de $173.1 millones, representando el 99.7% del total reservado.

Con los recursos de la vigencia 2003, se  realizaron 42 contratos y once (11) adiciones que sumaron $1.119.4 millones, indicando una ejecución del 79.2%, de estos recursos.

En total el subcomponente Organización Macroinstitucional reportó una ejecución del 85.5%, es decir $1.854.5 millones que se puede considerar alta, sin embargo quedaron reservados $314.5 millones, correspondientes al cumplimiento de actividades establecidas en el POA y relacionadas con el curso de Gestión Pública Distrital y el Sistema de Información Disciplinario que se materializan en el 2004.   

Las metas definidas, para el proyecto fueron:

· Adecuar 1 estructura de administración distrital estableciendo sectores y fijando políticas gerenciales en la administración pública que garanticen la sostenibilidad del sector.

Para el cumplimiento de esta meta se efectuaron 12 contratos por un monto aproximado de $479.0 millones, los consultores se distribuyeron por los sectores propuestos en la reforma.

 En el Plan de Acción se registra un cumplimiento del 100%, sin embargo, la propuesta de reforma administrativa distrital no fue aprobada por el Concejo, entonces el Alcalde Mayor optó por reformas internas de cinco entidades (Secretarías General y de Hacienda, los Departamentos Administrativos de Bienestar Social, DAMA, Servicio Civil), con base en las facultades establecidas en el Estatuto Orgánico de Bogotá, mediante los Decretos 330, 331, 332, 333 y 334 del 30 de septiembre de 2003, de esta manera se facilitó el traslado de funciones y dependencias entre estas entidades para ajustarlas a su misión e institucionalizar funciones que venían desarrollando.

Frente al tema, la actual administración tiene el propósito de volver a presentar el proyecto de reforma al Distrito y para ello se encuentra en la revisión correspondiente.

· Diseñar e implementar 1 sistema de coordinación de gestión interinstitucional  en la administración distrital

Esta meta involucra los siguientes aspectos para la Secretaría General, el primero, tiene que ver con el funcionamiento de los Comités Sectoriales
 los que tienen como función definir las políticas sectoriales, coordinar la actividad de las entidades que los conforman y verificar el cumplimiento de las políticas que adopten, además de realizar seguimiento a la ejecución de las políticas de desarrollo administrativo del respectivo sector. La composición de los comités expedida en el Decreto 87 de 2003 se realizó con base en la propuesta de la reforma institucional del Distrito Capital.

En el desarrollo de sus funciones, de los 10 comités sectoriales creados,  los que registraron mayor dinámica fueron los de Movilidad y Espacio Público, el de Hábitat, el General y el de Cultura y Deporte, es decir, han cumplido con el objetivo de su creación.

El segundo, relacionado con la designación de entidades (gerentes de objetivos) que liderarán y efectuarán seguimiento  a los objetivos del Plan de Desarrollo 2001 – 2004, integrándose con las demás entidades en su desarrollo.

El tercero, se refiere a la constitución de los equipos transversales, su objetivo es el desarrollo y fortalecimiento institucional a partir de la formación, capacitación y procesos de mejoramiento de grupos de servidores públicos de una misma área de apoyo en todas las entidades.

En esta actividad se invirtió aproximadamente $722.1 millones, los cuales representan el 52.8% del total de la contratación realizada en la vigencia 2003.

A la fecha se han establecido los siguiente equipos: Asesoría Jurídica, Contratación, Defensa Judicial, Recursos Humanos, Recursos Físicos y Mantenimiento, Planeación (Análisis de Métodos y Procedimientos), Presupuesto, Contabilidad, Comunicaciones, Sistemas, Control Interno, Control Interno Disciplinario, Gestión Documental, Inspección, Vigilancia y Control, Quejas y Soluciones, Participación Ciudadana y en la actual administración se identificaron Hospitales, Localidades y Tema Tributario.  En estos equipos participan servidores públicos que pertenecen a una misma área de apoyo de las diferentes entidades que conforman el Distrito Capital.

La implementación de la estrategia de equipos transversales se desarrolla en dos frentes, de manera simultánea: el Plan de Fortalecimiento de Competencias y el Plan de Implementación de Mejores Prácticas. 

El Plan de Fortalecimiento de Competencias se definió para “cerrar la brecha que existe entre los requerimientos del puesto de trabajo y el perfil del servidor distrital”
 y es producto de identificar las competencias institucionales, generales y específicas por Equipo Transversal, esta actividad se ejecutó en el 2003 por medio de contratos de consultoría por un monto aproximado de $435.8 millones.   

Este Plan se materializó en el 2004 con el desarrollo del curso en Gestión Pública Distrital avalado por la Universidad Distrital, desarrollado por medio de la metodología e-learning
 que consiste en tres CDs que permiten al estudiante capacitarse en las competencias institucionales, generales y específicas. En la actualidad cerca de 2.376 servidores públicos se encuentran estudiándolo y si aprueban el examen recibirán el título de diplomado certificado por la Universidad Distrital
.

Las competencias institucionales incluyen la visión compartida del servicio, el trabajo en equipo, el manejo efectivo del tiempo y las reuniones efectivas. Las competencias de mejoramiento incluyen las técnicas de mejoramiento y los principios generales sobre calidad; y las competencias generales incluyen la gestión de proyectos, los indicadores aplicados y planeación estratégica.

El curso fue contratado con la Unión Temporal Corporación Calidad – Net Com S. A. por un monto de $277.1 millones, al que se le adicionó $90 millones en el 2004 con el fin de crear un aula virtual. La trascendencia de esta actividad sólo se determinará cuando culmine el curso y se efectúe la respectiva medición. Es importante resaltar que esta capacitación se espera brindar de acuerdo a lo planeado a 4.000 servidores del Distrito.

Respecto al Plan de Implementación de  Mejores Prácticas, busca identificar la mejor forma de realizar una tarea en las áreas de apoyo, mejorarla  y luego documentarla para ser transmitida a las demás entidades del Distrito, de tal manera que un procedimiento se aplique igual en todas las entidades, es decir, se enfoca hacia la estandarización de los procedimientos de apoyo. En esta actividad se invirtió aproximadamente $234.3 millones que representan el 17.1% del total de la contratación.

En el desarrollo de esta actividad se han identificado aproximadamente 47 procedimientos clasificados por equipo transversal y se destacan algunos productos como:

· El libro “Los Equipos Transversales en las áreas de apoyo del Distrito Capital”, el cual no ha sido publicado.
· Guía distrital de procesos y procedimientos (analistas de métodos).
· Decreto 411/03 (Noviembre 7) "Por el cual se crea la Comisión Distrital de Apoyo a la Contratación de Bogotá"  con esta comisión se busca unificar criterios, conceptos, posiciones y patrones comunes frente a temas relativos a la contratación pública. (equipo de contratación).
· Guía de Administración de Riesgos  y Seguros Distrital (recursos físicos).
· Se adelantó el desarrollo de dos temas de la guía para este equipo, lo relacionado con centros de cómputo y red de cableado estructurado. (Sistemas).
· Guía distrital de competencias y otra guía sobre inducción (recursos humanos).

· Se elaboró una política para el tema de comunicaciones pero no fue formalizada por el cambio de administración (comunicaciones).
· Sobresale la labor desarrollada por el equipo transversal de Control Interno Disciplinario, el cual es uno de lo más avanzados porque ha estandarizado lineamientos y procesos por medio del Manual de Procesos de Control Interno Disciplinario que fue aprobado mediante Decreto 284 de septiembre 2004 “Por el cual se adoptan las estrategias, metodologías, técnicas y mecanismos de carácter administrativo y organizacional en materia disciplinario para las entidades distritales a las que es aplicable el Código Disciplinario Único” y posee el sistema para su aplicación, que en la actualidad se está implementando. 

De acuerdo al informe de gestión a diciembre de 2003 presentado sobre los equipos transversales, se resaltan  los siguientes temas  pendientes de trabajar: “Articular  el  proceso  de  Fortalecimiento (Curso  de Gestión Pública Distrital) a los planes de Mejoramiento, Efectuar  medición de impacto  de  los   procesos de fortalecimiento de competencias ex-ante, durante, expost y prospectiva, diseñar
 e implementar los procesos de todos los Equipos Transversales, desarrollo de 14 Guías una por Equipo Transversal, estandarizar los procesos de las áreas de apoyo, crear un Sistema Distrital de Indicadores de Gestión para las Áreas de Apoyo, estructurar los sistemas de gestión de calidad de los procesos de mayor impacto (uno por cada Equipo Transversal)”.
En síntesis, los productos de los equipos transversales representan un aporte positivo para la gestión y coordinación de las entidades distritales porque de una parte pretende homogeneizar procesos de apoyo para todas las entidades y que la capacitación  definida en el curso e-learning  esté relacionada con el desempeño laboral. No obstante, en todos los equipos identificados no se puede lograr el objetivo de su creación, por la falta de interés de sus integrantes o porque los temas que se proponen estandarizar, como por ejemplo, control interno tiene que ver con las competencias de entidades como la Veeduría.

Por último, en desarrollo de la estrategia de equipos transversales se celebró el “mes de la transversalidad” que consiste en propiciar un espacio de encuentro para cada equipo transversal por medio de conferencias  sobre temas que les interesan para el desarrollo de sus funciones, en el 2003 aproximadamente se invirtieron $34.6 millones en esta actividad, de estos recursos $29.6 millones se destinaron al Seminario Internacional sobre Gestión Jurídica Pública, realizado el año anterior.

En resumen, esta meta registra un cumplimiento del 100% en el Plan de Acción del 2003; sin embargo, del análisis de los Comités Sectoriales y de los Equipos Transversales se concluye que si bien estos mecanismos de coordinación existen formalmente, no funcionan en su totalidad porque algunas entidades y sus integrantes consideran que su participación en los mismos es discrecional y no un compromiso real, situación que incide en el cumplimiento de los objetivos y por ende en el logro real de la meta.
La otra meta del proyecto es la siguiente:

Estructurar y mantener 1 unidad ejecutora para administrar los recursos provenientes  del crédito BID para la transformación institucional del Distrito

Como requisito para el primer desembolso del crédito BID se creó la Unidad Ejecutora del Programa (UEP) mediante el Decreto No. 058 del 18 de Febrero de 2002 y le planteó como objetivo “ gerenciar, coordinar, supervisar y garantizar la ejecución de los proyectos y la debida utilización de los recursos de financiamiento provenientes del Banco Interamericano de Desarrollo BID y de contrapartida local”
. Sin embargo, luego de la visita realizada por el Banco Interamericano de Desarrollo -BID- se decidió modificar aspectos de la Unidad Ejecutora por medio del Decreto187 de 2003; entre los que se destaca el cambio de identificación como Unidad Coordinadora “La UCP será la instancia encargada de la coordinación, interlocución y enlace entre las diferentes entidades e instancias que participan en el Programa y de adelantar el seguimiento y monitoreo integral del Crédito”

De esta modificación se determinó que las Entidades Participantes “son responsables de la planeación integral, de la ejecución de cada componente y subcomponente del crédito, de garantizar el diseño del Programa Operativo Anual - POA - y del Plan Contractual cumpliendo los lineamientos del crédito, de adelantar el monitoreo, seguimiento y control permanente del desarrollo que les corresponde dentro del Programa, así como de evaluar el impacto y establecer las acciones institucionales requeridas para garantizar la correcta y oportuna ejecución del mismo”. En conclusión el cumplimiento o incumplimiento de los objetivos del crédito son responsabilidad de cada entidad participante. 

La Unidad Coordinadora ejecutó los siguientes recursos en el 2003

CUADRO 12

EJECUCION DE LOS RECURSOS  DE LA UE DEL PROYECTO 7377

                                                                                                                                             Millones 

	SUBCOMPONENTE
	RESERVAS 2002
	PRESUPUESTO 2003
	TOTAL 2002 Y 2003
	EJECUCIÓN DE RES. 2002 Y PPTO  2003
	SALDO
	%

	Unidad Coordinadora
	345.1
	756.6
	1.101.7
	722.9
	378.8
	65.6


 Fuente: Informe de Gestión 2003 UCP
Las reservas 2002 se ejecutaron en un 95% y del presupuesto asignado en la vigencia 2003 se ejecutó el 52.1%, para el desarrollo de sus actividades cuenta con 14 consultores quienes asesoran a las entidades participantes para el desarrollo del Programa de Fortalecimiento Institucional.

Entre otras actividades la Unidad Coordinadora realiza las siguientes: presenta al BID el POA consolidado elaborado por las entidades participantes, elabora informes de gestión semestrales para enviárselos sobre el avance del Programa, verifica el cumplimiento de las cláusulas contractuales, brinda asistencia técnica en los procesos contractuales, efectúa revisión mensual de la ejecución financiera, el estado del Fondo Rotatorio y lleva la contabilidad del Programa. Además para cumplir con sus actividades la UCP está desarrollando el sistema integrado de información S.I.F.I.

La UCP cumple su función de seguimiento y monitoreo por medio de reuniones con los integrantes del PNUD, para determinar la ejecución del Convenio Col 02/012, de estas reuniones se derivan Actas de Compromiso.

Igualmente, efectúa reuniones de coordinación financiera con cada entidad participante para monitorear el cumplimiento del POA, Plan Contractual, revisiones del Convenio Col 02/012, información financiera enviada, entre otros temas.

Por último, realiza los Comités de Dirección del Crédito con los Directivos o representantes legales de cada entidad participante para realizar el seguimiento financiero del crédito  reuniones que se plasman en ayudas de memoria, para tratar entre otros temas la ejecución financiera, el cumplimiento de metas, desarrollo del Convenio Col 02/012, evaluación de los procesos en trámite de contratación. 

En el Plan de Acción esta meta registra un cumplimiento del 100%, además es un requisito del contrato de préstamo BID-1385/OC-CO para el desarrollo del Programa.
De otra parte, se suscribieron 4 contratos de consultoría por una suma de $131.4 millones para ejecutar el Plan de Comunicaciones del Programa de Fortalecimiento Institucional y elaborar las piezas comunicacionales generadas especialmente estas actividades se dirigieron hacia el área de servicio al ciudadano.

Finalmente, como resultado de la evaluación realizada por el equipo auditor, se comunicó el siguiente hallazgo:

4.3.2.2. Proyecto 7378 Coordinación de las Políticas Informáticas y de Comunicaciones en el Distrito Capital a través de la Comisión Distrital de Sistemas

Este proyecto se enmarca en el plan de desarrollo 2002-2004 “Bogotá para vivir todos del mismo lado dentro del objetivo GESTION PÚBLICA ADMIRABLE programa SERVIMOS AL CIUDADANO, cuyo fin es que las personas de la comunidad accedan a información de tramites, pagos, servicios,  de las diferentes entidades del distrito capital lo que implica la interacción de las entidades para un mejor servicio en cumplimiento de sus funciones.

Además hace parte de la estrategia de mejoramiento de la gestión pública y transformación institucional dentro del proyecto FORTALECIMIENTO DE LA GESTION DISTRITAL CENTRAL y se identifica como el Subcomponente Coordinación de Sistemas de Información dentro del plan de inversiones del  préstamo BID 1385/OC/CO. 

Como parte primordial para desarrollar este proyecto se encuentra la participación de la Comisión Distrital de Sistemas establecida según el acuerdo 57/02 en lo referente al diseño y la implementación de un Sistema Integral de Información como una “herramienta fundamental para facilitar a la Administración Distrital el ejercicio de su función de manera efectiva y ágil en la consecución de un  gobierno electrónico”. Esta comisión es el eje del proyecto hacia el cual van dirigida los recursos y la contratación de consultores que le permitan cumplir con los objetivos propuestos así como las estrategias determinadas dentro del plan de acción 2002-2004.

El objetivo general del proyecto a través de la Comisión Distrital de Sistemas es “Brindar a las entidades distritales de herramientas y mecanismos de coordinación y orientación en la integración de sistemas de información y tecnología para brindar a los habitantes de Bogotá información oportuna, efectiva y confiable por medio de la CDS, mecanismo por el cual se pueden obtener los resultados esperados de una integración informática, para lo cual será dotada de los elementos logísticos técnicos y operativos que se requiera".

Como objetivos específicos se establecieron los siguientes:

· Apoyar a la CDS en establecer, divulgar e implementar políticas y estándares para lograr el desarrollo informático armónico y coordinado en las entidades distritales. 

· Apoyar a la CDS en establecer, actualizar y difundir metodológias en la planeación ejecución y seguimiento de proyectos informáticos de impacto interinstitucional. Distrito Capital desarrollando estrategias de integración de información y tecnológicas.

· Apoyar el desarrollo armónico en las entidades distritales en los aspectos tecnológicos, informáticos y de comunicaciones.

A partir de las premisas anteriormente mencionadas, se determinaron dos estrategias inicialmente para desarrollar a través de ellas el proyecto como son: 

1- Consolidar el Sistema Distrital de Información como el marco de actuación para el desarrollo informático de la Administración Pública.

2- Coordinar el desarrollo articulado y coherente de los componentes del Sistema Distrital de Información. 

Para lo cual desarrollaron una serie de proyectos que al término de la vigencia se encontraban en proceso como el de "evaluación técnica, conveniencia y pertinencia de ejecución de proyectos informáticos de impacto interinsitucional o de mayor costo"; otros estaban pendientes, como por ejemplo: "hacer seguimiento y evaluar el impacto del desarrollo del SDI sobre la gestión distrital y de prestación de servicios a la ciudadanía y al sector privado.", estos proyectos están dentro del ámbito de la primera estrategia, en cuanto a la segunda estrategia los proyectos determinados se encuentran en desarrollo.  

La Comisión Distrital de Sistemas con respecto  al  diseño e implementación del SDI, desarrolló otras estrategias adicionales a las anteriormente nombradas como son:

1- Impulsar el ofrecimiento de servicios en línea a la Ciudadanía y el sector privado.

2- Promover la formación de recursos humanos en tecnologías de información.

3- Propender por el uso racional de los recursos informáticos y la austeridad en el gasto.

Para el cumplimiento de los objetivos y cada una de las metas se estableció una serie de actividades para el periodo inicial del 2002-2004 con base en las estrategias determinadas para cumplir con el objetivo principal mediante una serie de grupos de trabajo que abarca varias áreas y entidades con las cuales participa en este proyecto.

A nivel de las metas físicas se escogieron, durante el tiempo del proyecto y del plan de desarrollo: (1)  adelantar consultorías, (2) dotar a la CDS de elementos técnico - logístico, (3) realizar foros y capacitaciones para dar a conocer las políticas a nivel de informática para el distrito, unificando la adquisición de equipos, las aplicaciones que le permitan mejorar la prestación e información de los servicios que prestan, (4) desarrollar el Sistema Distrital de Información, como se observa en el cuadro No. 13 en el cual se detalla las metas y actividades establecidas durante la vigencia 2003.

En el periodo 2002-2003 se han realizado tareas para su cumplimiento la primera meta hasta el año de 2004, se cumplió con la parte de compra de equipos ya que la licitación publica internacional se llevó a cabo durante el año 2003, para lo cual se destinaron recursos por valor de $ 50.3 millones, a pesar que se supone que el manejo a través del PNUD agilizaba todos los procesos. Priman las reglas internacionales, en algunos aspectos falla la planeación y cumplimiento de metas como se  cita en la dotación logística de la Comisión Distrital de Sistemas. 

Con respecto a las demás metas se ha cumplido una serie de actividades que se reflejan como un resultado final en el Sistema Distrital de Información, que en el caso del diseño de las políticas, herramientas de comunicaciones e informáticas para el Distrito Capital, el rector y coordinador de éstas es la Comisión Distrital de Sistemas. En la que participan los jefes de sistemas de (8) entidades, un representante de la empresa de servicios públicos, un representante de las entidades descentralizadas y la participación de los entes de control como la Veeduría Distrital. 

Lo que se buscaba con esta comisión y dentro de la meta era solucionar los problemas que se encontraron, como son: - ausencia de políticas, - conectividad parcial debido a la multiplicidad de plataformas de comunicaciones, - sistemas de misión incompletos que no tienen integralidad con las de otras entidades que prestan servicios que necesariamente depende de otra entidad como es el caso de Secretaría de Hacienda, Catastro, - Bancos de datos con problemas de información, - La interacción con la ciudadanía desde la óptica de cada entidad, - información espacial del Distrito, desintegrada además de la desactualización del mapa digital de Catastro, información gráfica y textual se encuentra en base de datos diferentes.  

CUADRO 13

METAS Y ACTIVIDADES PROYECTO 7378

	METAS
	ACTIVIDADES
	CUMPLIMIENTO

	1- Dotar  a la CDS de elementos técnicos, logísticos y operativos requeridos para el normal funcionamiento. 
	Adquirir elementos, maquinaria y equipos para el funcionamiento de la CDS.
	NO



	2- Adelantar consultoría de apoyo al diseño de políticas, herramientas, metodologías y estrategias de informática y comunicaciones  en el Distrito capital.
	Coordinar la gestión informática y de comunicaciones de las entidades distritales.
	SI

	
	Definir políticas y estrategias para la gestión informática de la Administración Distrital.
	SI

	3- Desarrollo de un Sistema Distrital de Información aplicable al Distrito Capital.
	Diseñar las metodologias informáticas y de comunicaciones para la gestión de las entidades distritales.
	SI

	
	Divulgar las metodológias y lineamientos de estándares de imagen institucional.
	SI

	4- Realizar cursos foros y/o seminarios para sensibilización y apoyo a las políticas de informática
	Cualificar funcionarios para ejecutar las políticas y estándares aprobadas por la CDS.
	SI


  Fuente: Ficha EBI - Febrero 2004

Para la vigencia de 2003  las actividades previstas eran  las siguientes:

· Definición del alcance  y diseño global del  Sistema Distrital de Información.

· Definición de políticas y estándares de informática y de comunicaciones.

· Evaluación Técnica, conveniencia y pertinencia de ejecución de proyectos informáticos.

· Seguimiento y evaluación del impacto del Sistema Distrital de Información.

· Promover acciones para mejorar la calidad de la información.

· Actuar como facilitador de la estrategia de ampliación de los canales de interacción.

Se cumplieron actividades relacionadas con la gerencia tecnológica, desarrollo de la etapa de diseño del Sistema Distrital de Información, desarrollo de la etapa de diseño de la red de conectividad, la integración tecnológica de las entidades que conforman el Distrito Capital que se puede reflejar de mejor manera en el Sistema Distrital de Información (SDI).

Se han alcanzado entre otros resultados los siguientes:  las guías de seguridad y control del sistema de información, la guía de planeación estratégica de informática, entre otros logros; pero como lo especifica en el informe de gestión uno de los inconvenientes que se presenta es " la mayoría de avances en cada entidad, a nivel de tecnología se ha hecho en forma independiente de manera que implica unos mayores costos  y que cada entidad implante soluciones informáticas según sus necesidades", siendo esto un obstáculo en la consecución de la integración entre las entidades distritales, ya que cada una de acuerdo a sus necesidades y por ser independientes, buscan aplicaciones informáticas que le solucionen sus problemas.

El nivel de cumplimiento va de acuerdo a lo programado en las actividades que tienen relación con el Sistema Distrital de Información, a partir de la reorganización de la Comisión Distrital.

Como parte del diseño y conformación del Sistema Distrital de Información se establecieron unos puntos de impacto para su desarrollo como:

· Estimular programas de formación del recurso humano.

· Incentivar la agenda Distrital de conectividad y de las del gobierno en línea.

· Actuar como facilitador de la estrategia de ampliación de los canales de interacción de la administración distrital con la ciudadanía y las empresas.

· Hacer seguimiento y evaluar el impacto del desarrollo del SDI sobre la gestión Distrital y la prestación de los servicios a la ciudadanía.

· Definir conjuntamente con las entidades y localidades las acciones para complementar la conectividad interna e interinsitucional y apoyar su desarrollo.

· Focalizar los esfuerzos de construcción del SDI al desarrollo e integración de los sistemas de apoyo a la misión y la toma de decisiones.

· Propender por la racionalización de los recursos y servicios informáticos y la austeridad en el gasto.

Como resultados de estos puntos para el periodo 2001-2003 se pueden enumerar los siguientes:

1- Reorganización del CDS como organismo rector.

2- La participación pemanente de las entidades en la conformación de grupos de trabajo para áreas como Sistemas de Información, Grupo de racionalización del gasto en informática, Gobierno electrónico grupo de información geográfica.

3- La difusión de las políticas y lineamientos generales de informática a todas las entidades.

4- Definición de estrategias y proyectos en cumplimiento  de la misión de la comisión.

5- Lanzamiento del SDI.

Como parte de los  proyectos definidos en el plan de acción 2002-2004 se tiene la racionalización del gasto en tecnología informática, para lo cual se logró realizar el primer ejercicio de coordinación  entre entidades de la adquisición de equipos de computo, servidores, impresoras escáner, para bajar los costos de compra en búsqueda de la austeridad y buen uso de los recursos. Como se refleja en la licitación Internacional 03/037 de 2003, Además la CDS ha revisado una serie de proyectos que tienen las entidades relacionados con el área de informática. 

Para el cumplimiento de metas se llevaron a cabo  (12) contratos de consultoría celebrados mediante contratación directa después de un proceso de selección técnica y jurídica de expertos individuales, con experiencia laboral, destinados a asesorar, apoyar en temas de tecnología y producir documentos, destinados a la Comisión Distrital de Sistemas (CDS).

La ejecución de estos contratos se iniciaron en el año 2003 con diferentes fechas de vencimiento, con recursos de la vigencia 2002 por un valor de $225.0 millones, se contrataron (6) y los restantes por un monto de $173.0 millones con dineros del año 2003, para un monto total de $398.0 millones, como se observa en el cuadro No. 14 para la vigencia 2004, se renovaron cinco de los contratos para continuar con el diseño de red de conectividad, el desarrollo del proyecto sistemas de misión para el Distrito Capital, la formulación de políticas para la infraestructura de datos espaciales, desarrollo y la articulación con la agenda de conectividad a nivel nacional. 

CUADRO 14

CONTRATOS PROYECTO 7378







Millones 

	Fecha INICIO:
	Consultoría
	Vigencia
	Valor
	Recursos

2002
	Recursos

2003
	Recursos

	Agos/05/03
	201230147
	2003
	35.0
	
	35.0
	Local

	Sept/03/03
	201230164
	2002
	30.0
	30.0
	
	BID

	Sept/05/03
	201230166
	2003
	36.0
	
	36.0
	BID

	Sept/10/03
	201230169
	2003
	36.0
	
	36.0
	BID

	Sept/12/03
	201230170
	2003
	15.0
	
	15.0
	BID

	Sept/16/03
	201230171
	2003
	15.0
	
	15.0
	Local

	Agos/15/03
	201230154
	2002
	46.8
	46.8
	
	Local

	Julio/24/03
	201230135
	2002
	48.7
	48.7
	
	BID y Local

	Junio/03/03
	201230083
	2002
	60.0
	60.0
	
	BID

	Oct/16/03
	201230197
	2003
	36.0
	
	36.0
	Local

	Dic/01/03
	201230221
	2002
	36.0
	36.0
	
	Local

	Dic/17/03
	201230003
	2002
	3.5*
	3.5
	
	Local

	
	
	
	398.0
	225.0
	173.0
	


    Fuente: Contratación Unidad coordinadora del Proyecto.  Información 01/09/04 

El presupuesto asignado a este proyecto para los años 2002-2004, alcanza un monto final de $1.004.3 millones y su distribución fue determinada así: el primer año con una asignación de recursos por valor de $273.8 millones, para la vigencia 2003 el valor fue de $362.2 millones y para el año 2004 un monto de $368.1 millones.  Los cuales están  discriminados en el cuadro No. 15  así:

CUADRO 15

FLUJO FINANCIERO PROYECTO 7378

Millones 

	Año
	Crédito
	Contrapartida
	Total

	2002
	$136.9
	136.9
	273.8

	2003
	$116.8
	245.4
	362.2

	2004
	$176.6
	191.5
	368.1

	Total
	$430.4
	573.8
	1.004.3


Fuente: Datos  ficha EBI 2003

Para la vigencia 2003, al comparar con el año 2002 se presentó un aumento del 32.29% y su participación dentro del total del componente de fortalecimiento de la Gestión Publica Distrital Central es del 2.5% según lo presupuestado para el proyecto, recursos que para la vigencia 2003, se habían girado al PNUD y que según el anexo 2B presupuesto 2003 del informe de gestión de la unidad ejecutora no presentaba porcentaje de avance y no se habían ejecutado durante el primer semestre del año sujeto de análisis.

Recursos que contemplaban durante el periodo del proyecto una serie de costos estimados como los de asistencia técnica, capacitación, sistematización, gastos de operación, los cuales podrían variar de vigencia a vigencia.  

Los recursos destinados para el proyecto denominado Coordinación de Sistemas de información (7378) para la vigencia 2002 si bien se ejecutaron al pasar al PNUD quedaron como reservas al finalizar el año y totalizaron un valor de $273.8 millones de pesos los cuales pasaron al año siguiente, recursos que sumados con los asignados con la vigencia 2003 ascendieron a un total de $636.1 millones. De los recursos por  valor de $273.8 millones a junio 30 de 2003 se habían ejecutado el 9.4% equivalentes a $60.6, lo que es un nivel bajo si se tiene en cuenta el cumplimiento de metas como se observo en los datos de la ejecución presupuestal 2002-2003 informe de Gestión del UEP. 

La ejecución acumulada a 2003 representa un valor de $385.0 millones qu equivale al 30.4% estableciendo una ejecución por $212.0 millones de recursos del 2002 y de $173.0 millones de los recursos correspondientes a la vigencia 2003, el saldo por ejecutar del total de estos recursos a diciembre 31 de 2003 es de $251.1 millones.

Como reservas del año 2002 quedaron un total de $273.8 millones que es la totalidad de recursos que se habían destinado para esta vigencia los cuales no se utilizaron, el traslado de estos recursos al PNUD se toma como ejecutados, con una distribución equitativa entre recursos BID y locales de $136.9 millones de los cuales, con corte a junio de 2003 se habían ejecutado $60.0 millones recursos provenientes del BID sin aporte local que representan un 21.9%  de ejecución del total programado. Para la vigencia objeto de revisión presentaban como saldo reservas presupuéstales a 31 de diciembre de 2003 por valor de $236.4 millones, que corresponden al 65.25% del monto total del compromiso, mientras que las metas de los POA se cumplen en vigencias posteriores. 

Es así como se observa de las reservas que provenían del 2002 se ejecutaron al final del 2003 $212.0 millones quedando un saldo de $61 millones como se expresó inicialmente. Que de acuerdo al corte realizado a 31 de marzo de 2004 estas reservas  presentaban ejecución del 25.7% equivalente a $15.8 millones quedando un saldo de $45.8 millones. Esto indica que no hay planeación en el manejo de los recursos, que en su totalidad no se ejecutan y van acumulando rezagos presupuéstales hasta que el proyecto termine en su totalidad.   

De los recursos destinados para la vigencia 2003 quedaron como reservas por un valor de $189.2 millones según informe de gestión del UEP. De estos presentaban una ejecución a esta fecha de casi el 50% quedando un saldo por ejecutar de $98.6 millones, lo que se espera que el transcurso de periodo utilizadas en su totalidad. Con corte a marzo de 2004 la ejecución del proyecto acumulado con fechas 31 de diciembre de 2003 era de $385.0 millones. Y que teniendo en cuanta la asignación de recursos para el año 204 quedaba un saldo por ejecutar del proyecto de $416.7 millones. (informe de gestión UEP) marzo 31 de 2004.

En cuanto a los planes operativos, al analizar los POA radicados por la unidad ejecutora para el periodo objeto de revisión del proyecto se observó que en el transcurso de la vigencia se fueron ajustando y distribuyendo los recursos asignados, en otras actividades como divulgar las metodologías  y lineamientos  estándares de la imagen institucional, que se dividió en dos asesorías, realización de foros seminarios de una actividad pasaron a ser tres con el mismo objetivo, giran alrededor de la consultoría dirigidas al apoyo de la CDS cuyo monto de contratación asciende a $398.0 millones.  

Es así como el POA para el año 2003 tuvo varios ajustes en los meses de abril, junio, diciembre con la redistribución de recursos para cubrir estas actividades pero sin que se sobrepasara el monto total destinado para la vigencia. 

Respecto a los indicadores, a nivel de la Comisión Distrital  de Sistemas se cuenta con cinco (5)  indicadores para medir el grado de avance de cumplimiento que a 31 de diciembre presentaban la siguiente situación:

- Numero de políticas diseñadas / Numero total de políticas diseñadas = (10/18= 55%) lo que indica que hasta ahora no se han diseñado el 100% de estas y que se esta todavía en proceso de diseño y la implementación de mas normas para la parte tecnológica 

- Numero de entidades del distrito que aplican las políticas, normas / numero de entidades del distrito que deben implementar las políticas = (42/42=100%),  indica que hasta la fecha de revisión era el numero de entidades que aplicaron las normas.

· Numero de proyecto de impacto interinsitucional implementados para sostenibilidad tecnológica / numero de proyecto de impacto interinsitucional identificados para la sostenibilidad tecnológica = (2.5/5 =50%) de lo presupuesto hasta ahora se avanzó en el 50% del proyecto.  

A nivel, de Control Interno en la revisión de los contratos se observó que se encuentran inconsistencias de falta de control en la revisión de documentos, archivo de los contratos, fecha de cumplimiento de contratos que se prestan a confusión, en el caso  de la prórroga del contrato CONO201230154 a nombre de CLARA CORTES CLOPATOFSKY que tuvo una adición en dinero por valor de $8.7 millones como parece en el OTROSI No.1 y no de $8.750 como se registra en el memorando del 01 de diciembre de 2003. Que no cumplen con los mecanismos de control implementados por la UCP según el análisis de observaciones realizadas por la Auditoria Externa, según acta de reunión del mes de febrero de 2004. 

La gestión realizada dentro del proyecto, si bien es cierto muestra resultados y alcanzó logros en algunas metas, otras le faltan por cumplir, o presentan rezagos, ya que como se menciono antes la meta numero uno hasta la vigencia 2004 se le dio ejecución. La administración por parte del PNUD les permite el manejo tanto de metas como de recursos, sin tener en cuenta las vigencias. 

4.3.2.3.  Proyecto 1122 "Optimización de la Calidad del Servicio al Ciudadano y Fortalecimiento de los CADES" 

Este proyecto tiene como objetivo general “Optimizar el servicio de atención al ciudadano en los puntos de servicio del nivel Distrital, así como reducir el número de trámites en entidades Distritales para facilitar la atención al ciudadano”.

Para lograr el mejoramiento en la calidad del servicio, se propusieron los siguientes objetivos específicos:

1- Ampliar la cobertura del servicio CADE

2- Aplicar herramientas tecnológicas para agilizar la prestación del servicio de la Red Capital.

3- Construir otros Centros de Atención y  habilitar puntos de atención ciudadana. 

4- Adecuar la infraestructura física de los CADE acorde con las necesidades del servicio.

5- Mantener actualizada la base de datos de la red de información de servicios de Red Capital.

6- Promover las bondades del servicio CADE

7- Generar hábitos de atención que contribuyan a introducir la cultura de servicio al ciudadano en el Distrito Capital.

8- Implementar nuevos canales de comunicación para desarrollar los sistemas de atención virtual en el Distrito. 

9- Diseñar la metodología para el levantamiento de los procesos y trámites de las entidades Distritales.

10- Revisar y mejorar los cinco principales tramites de cada entidad Distrital. 

11- Cualificar funcionarios Distritales en  re ingeniería de procesos y mejoramiento continuo.

Evaluación Presupuestal y Financiera- Fuentes de Financiación. 

CUADRO 16

FLUJO FINANCIERO DEL PROYECTO 1122

                                                 






Millones 

	HORIZONTE REAL DEL PROYECTO (AÑOS)
	TOTAL PROYECTO ($)

	2001
	2002 
	2003
	2004
	

	27.619.8
	6.571.5
	11.446.2
	7.253.7
	52891.2


  Fuente ficha EBI.A OCT.10.03

El Proyecto es financiado con recursos del Banco Interamericano de Desarrollo. Durante el año 2.002, se fusionó con  el proyecto 7380 " Racionalización de trámites en entidades del Distrito Capital ¨ cuyos recursos asignados de $83.4 millones se mantuvieron suspendidos en la vigencia. No obstante, a través del proyecto 1122, se  adelantó  la ejecución de la meta de mejorar y revisar  los principales trámites de algunas entidades Distritales.

Si bien se comprometió el 99.9% tan solo se giró $2.591.3 millones, que corresponde al 22.6,% frente al total del presupuesto del proyecto para el período fiscal 2003 (en reservas quedó $8.854.9 millones), de manera que la ejecución  física  se realizará en los  próximos periodos (04-05). Lo anterior indica que la entidad no cumple con sus objetivos y metas en forma oportuna. 

CUADRO 17

CUMPLIMIENTO  DEL PLAN DE ACCION.- (METAS, ACTIVIDADES)  - AVANCE FÍSICO.

	
Meta
	Proceso
	Magnitud
	Unidad de Medida
	Descripción de Meta
	Avance-

	
	
	2001
	2002
	2003
	2004
	TOTAL
	
	
	

	1.
	Red Capital
	1
	1
	1
	1
	1
	Red Capital
	mantenerla actualizada con la información de las entidades vinculadas, para garantizar su operación  
	100 %

	2
	Adecuar
	
	
	1


	2
	3
	Puntos de Atención al ciudadano
	acorde a las necesidades del servicio 
	33.%

	3
	Construir y poner en funcionamiento
	
	
	0,8
	2,2
	3
	CADE
	con una alta gama de servicios en el Distrito Capital
	34.7 %

	4
	Habilitar
	
	15
	5
	4
	24
	Puntos de Atención
	que constituyen nuevos CADE en la ciudad (*)
	100%

	5


	Diseñar e implementar
	
	
	0.60
	1
	1
	Modelo de Ventanilla Única
	en el Distrito Capital para integrarla tecnológicamente a la Red Capital.
	0

	6
	Diseñar e implementar
	
	0.13
	
	0.87
	1
	Sistema de información para servicios en línea
	del Distrito Capital
	0

	7
	Optimizar
	
	0.50
	0.30
	0.20
	1
	Base de datos
	de la Red capital y garantizar su funcionamiento  
	100

	8
	Mantener
	
	1
	1
	1
	1
	Call Center
	que centralice la información, gestión y beneficios de las entidades distritales.
	100

	9
	Cualificar  
	176
	1.500
	1.416
	2.690
	5.782
	Funcionarios del Distrito
	en asuntos del servicio público 
	68.9 %

	10
	Realizar
	1
	1
	1
	1
	1
	Campaña de divulgación
	anual promoviendo los servicios del CADE y Red Capital 
	100 %

	11
	Mejorar
	
	74
	164
	20
	250
	Trámites
	de entidades que prestan servicio al ciudadano
	105.5

	12
	Diseñar y poner en funcionamiento
	
	0.5
	1
	
	1
	Sistema SQS
	de quejas y soluciones a nivel Distrital
	100 %


Fuente ficha EBI- 0CT-03

Se observa que de 12 metas, programadas se cumplieron 8, dos de ellas no tuvieron ningún avance la No. 5 Diseñar e implementar un  modelo de ventanilla única y No. 6 Diseñar e implementar un sistema de información. 

Meta No. 3 Construir y poner en funcionamiento tres CADES con una alta gama de servicios en el distrito Capital.

Esta meta se cumplió al poner en funcionamiento el SUPERCADE–CAD, dotarlo, para su funcionamiento, lo cual se llevó a cabo en el mes de febrero de 2004; a la fecha de elaboración del presente informe, (22-11-04) no se había puesto en funcionamiento los CADE del Tintal y de Suba. Lo cual significa que la meta al concluir el plan de desarrollo tiene cumplimiento parcial.

Contratos Suscritos y su relación con los objetivos del Proyecto: Con el fin de cumplir los objetivos del proyecto se firmaron los siguientes contratos los cuales fueron clasificados de  la siguiente manera:

CUADRO 18

CONTRATOS SUSCRITOS – VIGENCIA 2003

	CLASE
	ORIGEN  OTROS DISTRITO
	
	
	TOTAL
	T. PTO- VIGENTE

Millones $

	Ps-
	04
	
	
	
	

	Op s
	07
	
	
	
	

	Const
	02
	
	
	
	

	Adición  prorrogas
	02
	
	
	
	

	Sub- total
	15
	
	
	247.6
	

	0s
	
	
	13
	
	

	0c
	
	
	01
	
	

	Cons
	
	
	26
	
	

	Sub
	
	03
	02
	
	

	Saa
	
	
	02
	
	

	Sub total
	
	03
	03
	
	

	Conv Int
	
	01
	01
	
	

	 SUB TOTAL
	44
	
	
	4.620.8
	

	TOTAL
	60


	
	
	4.868.5
	11.106.1


     Fuente RELACION  CONTRATOS 2003 –BID- SG

Es importante señalar que el proyecto en su mayoría se ejecuto con contratos del periodo anterior, y que los contratos celebrados para  la vigencia 2003, se constituyeron en reserva ; por otra parte se observa que el valor contratado fue de $11.106.1 millones, para el año 2003.

El valor presupuestado para el año 2003 ascendíó a la suma de $11.500 millones que contaba para esta vigencia con $301.4 millones que correspondían a recursos adicionales de “Otros Distrito”  que no hicieron parte de los recursos de la contrapartida del Crédito BID 1385 OC/CO, así mismo, ejecutó $92.3 millones a través de un contrato financiado con recursos de contrapartida del crédito que no se adicionaron a los recursos del PNUD por haberse celebrado directamente por la Secretaria General
.
Meta No. 12  Diseñar y poner en Funcionamiento 1 Sistema de Quejas y soluciones a nivel Distrital.

Se proponía  el ingreso de 42 entidades al sistema pero a la fecha de elaboración del presente informe (noviembre de 2004), tan solo lo habían efectuado 17 entidades y no se había  alojado el Hosting  para permitir el ingreso de más entidades. El sistema que se estaba utilizando era piloto sin la capacidad para cubrir ese número de entidades.

Resultado de la evaluación realizada, se presentaron los siguientes hallazgos:

Hallazgo 7.- BIENES NO INGRESADOS AL ALMACEN

La entidad adquirió bienes muebles para el funcionamiento y dotación del SUPER CADE ubicado en la carrera 30, mediante el contrato SUB 0201230011, liquidado el 15 de febrero de 2004, y otros sin que a la fecha hayan ingresado los elementos al Almacén, ni se asigne funcionario responsable; sin embargo en la visita practicada por el equipo auditor se observó que los bienes cuentan con placa de inventario, los cuales se relacionan en el siguiente cuadro:

CUADRO 19
ELEMENTOS SIN INGRESO A ALMACEN EN EL SUPER CADE

	CANTIDAD
	DESCRIPCIÓN

	210
	Sillas puestos de trabajo operativos

	234
	Sillas interlocutoras

	691
	sillas sala de espera 

	15
	Butaco alto 

	201
	papeleras

	60
	Sillas interlocutoras de juntas

	16
	Sillas de cafetería

	04
	Mesas de cafetería

	172
	Tableros

	04
	Tableros semi generales de 6 líneas

	04
	Tableros semi generales de 4 líneas

	10
	Equipos( monitor, cpu, teclado ,mouse, impresora)

	02
	Servidores

	04
	Tableros  generales de 4 líneas de información

	01
	Monitor LCD T ouch Scteen

	08
	Pc tipo 1( equipo de computo personales)

	01
	 PC tipo 2

	09
	Impresoras térmicas Zebra 

	03
	Loker 

	16
	Planotecas

	01 
	modulo de madera

	54
	Silla giratoria con brazos color negro

	103
	Silla fija sin brazos blanca

	86
	 Silla Naranja fija SB

	10
	Mesa rectangular con luz propia

	20
	Mesa  Rectangular

	01
	Mesa de trabajo rec con agujero derecho

	03
	Silla Tandem Azul 4p

	99
	Silla Tandem  blanca  3 p


Fuente: Resultado Visita de control Fiscal realizada al Supercade – Noviembre 2 de 2004.

La no elaboración del comprobante de ingreso o documento oficial que acredite el ingreso material y real del bien, no permite legalizar los registros respectivos en el almacén, ni registrar el valor del mismo, ni efectuar los asientos en contabilidad; además el riesgo es alto por perdida o daño de los bienes, evidenciando desorganización y falta de eficiencia en el manejo de los recursos físicos, los cuales son indispensables para que la entidad cumpla con sus objetivos. Situación que transgrede lo normado en la Resolución 001 de 2001 y el artículo 2 literal a) de la Ley 87 de 1983. 

Respuesta de la entidad.

“... Al momento de realizarse la visita de auditoría, la Secretaría General adelantaba una nueva verificación de todos y cada uno de los elementos, para realizar el correspondiente ingreso de almacén, actividad por lo demás dispendiosa, por las razones relacionadas anteriormente.

Es importante precisar, que si bien no se han incorporado a la base de datos; la administración verificó la existencia real y material de los elementos objeto de los contratos y el estado en que fueron entregados, por lo que no puede concluirse desorganización y falta de eficiencia en el manejo de los recursos físicos de la entidad.

Así mismo, en relación con los bienes adquiridos por la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, D.C., en desarrollo del Contrato No. SUB0201230011 suscrito entre el PNUD y la UNION TEMPORAL FAMOC DEPANEL S.A.; SERTICOL S.A., la Entidad cuenta con el detalle de los ítems de mobiliario adquiridos, su cantidad y su precio. Esta información se refiere a 23 ítems del contrato que se encuentran incluidos en la relación del Anexo de la Liquidación Final, cuyo resumen se presenta en el memorando 3-2004-21534 del 20 de octubre pasado, enviado por la Dirección Distrital de Servicio al Ciudadano a la Unidad Administrativa (ver anexo 1).

En desarrollo de los procesos, la Dirección Distrital de Servicio al Ciudadano y la Subdirección de Informática y Sistemas, mediante memorandos anexos, remitió las facturas respectivas para proceder a iniciar el respectivo ingreso al Almacén e incorporar los datos al Sistema de Información.  (ver anexo 2).

Finalmente, al tenor de lo dispuesto en cada uno de los contratos, los pagos finales fueron tramitados durante los meses de septiembre, octubre y noviembre, y sólo hasta esa fecha se pudieron remitir las facturas definitivas a la Unidad Administrativa de la Secretaría General, como puede colegirse de cada una de ellas.

Se espera que durante el mes de noviembre la Entidad concluya las labores de inventario físico e ingrese en el sistema la información contable correspondiente” .

Análisis de la respuesta: Se configura el hallazgo administrativo y como lo manifiesta la entidad en la respuesta al informe preliminar a partir del 17 de noviembre de 2003, se inició el trámite respectivo para efectúar el ingreso, actividades correctivas que serán incluidas en el plan de mejoramiento.

Meta No. 9.Cualificación de 5.782 funcionarios del Distrito en asuntos del servicio publico.

Hallazgo 8. Capacitación servicio al ciudadano

La Secretaría General con el fin de dar cumplimiento a la meta relacionada con cualificación de 5.782 funcionarios del Distrito en asuntos del servicio público, brindó dicha capacitación a través de la suscripción de tres contratos, cuyo objeto era la capacitación de 4.500 servidores públicos, sin obtener beneficio por la no utilización de los cupos por parte de 1.120 funcionarios, debido a que la entidad no ejerció un control preventivo y adecuado con el fin de asegurar la utilización de la totalidad de los cupos contratados, como se ilustra en el siguiente cuadro  20:

CUADRO 20

FUNCIONARIOS CAPACITADOS CERTIFICADOS

Millones

	 CONTRATO

No.
	OBJETO
	VALOR
	FUNCIONARIOS CAPACITADOS
	NO CAPACITADOS

	Sub- 0201230008
	Cualificar 1500 servidores  a través del seminario Servicio al ciudadano 
	$290.0
	1.040
	460

	Sub- 0201240001 
	Cualificar 1500 servidores a través del seminario 

Resolución de Conflicto 
	$210.0
	1.225
	275

	Sub- 0201240004
	Cualificar 1500 servidores a través del seminario Cátedra Bogotá
	$ 160.0
	1115
	385

	Total
	 4.500
	
	3.380
	1120


Fuente: Respuesta a la Contraloría de Bogotá, Suscrita por la Dirección Distrital de Servicio Ciudadano de fecha Octubre 6 de 2004. 

Al no contar la entidad con un plan de contingencia que le permitiera, al momento de detectar la ausencia de los funcionarios, suplirla de manera inmediata, transgrede lo normado en literal d) artículo 12 de la Ley 87 de 1993. 

Respuesta de la entidad:

"... No se comparte la afirmación de que la entidad no ejerció un control preventivo y adecuado con el fin de asegurar la utilización de la totalidad de los cupos contratados;, si se tiene en cuenta que la entidad cursó invitación indicando que la asistencia era obligatoria y así mismo, designó a una persona de tiempo completo que asistiera a cada uno de los cursos e informara la asistencia diaria de cada servidor invitado, con el fin de tomar acciones correctivas en el proceso para asegurar la participación de los servidores.

En desarrollo de dichas acciones, desde la Dirección Distrital de Servicio al Ciudadano se realizaron llamadas telefónicas a cada una de las Entidades invitadas confirmando así la asistencia de sus servidores a la cualificación, se iban ampliando los cupos para las entidades más interesadas en participar, se remitieron comunicaciones a las Entidades Distritales para que justificaran la baja asistencia de sus servidores y se está solicitando a cada una de ellas adelantar las investigaciones que correspondan a los servidores que no justifiquen su inasistencia.

Es importante precisar, que en desarrollo de las cualificaciones, no se podía enviar a servidores que no cumplieran con la función de ;Servir Ciudadanos;, teniendo en cuenta el grupo poblacional a la que iban dirigidas, con el fin de lograr el impacto ciudadano. Grupo poblacional que fue identificado inicialmente en 2.053 servidores y servidoras de puntos de contacto y que actualmente es de poco más de 2.200 servidores.

Todo lo anterior es prueba de que la entidad contó con un plan de contingencia que garantizó la asistencia del mayor número de servidores y, en cada caso concreto, las entidades adelantarán las acciones a que haya lugar. ..."

Análisis de la respuesta: No se desconocen las acciones adelantadas por la entidad sin embargo se dejaron de utilizar 1.120 cupos por lo tanto se deben establecer planes de contingencia para las capacitaciones que se adelanten, es decir, mecanismos de control, por lo tanto la observación será incluida en el plan de mejoramiento.

Hallazgo 9. Sistema Distrital de Quejas y Soluciones. 

La entidad suscribió el contrato número 170 de fecha 28 de julio de 2003,  con la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá - ETB, cuyo objeto era “prestar el servicio de alojamiento (hosting) para el sistema distrital de quejas y soluciones”, por un valor de $ 92.3 millones. Realizada la labor de auditoría se pudo establecer que la ejecución del contrato no fue posible debido que las condiciones tecnológicas, evidenciando carencia de planeación en la etapa precontractual y gestión contractual deficiente, transgrediendo lo normado en artículo 60,  de la Ley 80 de 1993.

Respuesta de la administración: 

“En primer lugar, no se comparte la afirmación de que la ejecución del contrato no fue posible debido a que las condiciones tecnológicas no fueron las requeridas por la ETB para cumplir con el objeto contractual, en consideración a que las condiciones técnicas las dispuso la Secretaría General en el momento de elaborar los términos de referencia para la contratación y en ningún caso existieron requerimientos tecnológicos por parte de la ETB. Así mismo, era muy poco probable que un aplicativo que reside en un ambiente determinado, como lo era el de la Secretaría General, no lo hiciera en uno de idénticas características como fue el dispuesto en la ETB con el acompañamiento técnico de la Secretaría General. De hecho, bajo un ambiente similar en la Secretaría General, viene ejecutándose el piloto de aplicativo de Quejas y Soluciones durante los últimos dos años, y su paso a un esquema de hosting obedece a requerimientos funcionales que tienen que ver específicamente con niveles de disponibilidad de servicio en la plataforma tecnológica ( 24 horas al día, 7 días a la semana ) y con tiempos mínimos de respuesta del aplicativo; estos dos factores bajo la infraestructura tecnológica actual de la Secretaría General no son posibles de garantizar. Para el acompañamiento en la preparación del ambiente en el que se hospedaría el aplicativo de Quejas y Soluciones ( plataforma Oracle tanto en base de datos como en el servidor de aplicaciones ) la Secretaría General siguió de manera rigurosa todos los procedimientos técnicos que se deben contemplar para tal fin, validando la ejecución de los mismos por medio de consultas realizadas directamente a la empresa Oracle a través de los convenios de soporte vigente. Este proceso en su conjunto permitía garantizar técnicamente el hospedaje del aplicativo en el ambiente provisto. Sin embargo, y ante una circunstancia incierta, impredecible, de comportamiento aleatorio y que no se presentó en ningún momento en el ambiente tecnológico de la Secretaría General en el que se encuentra en operación el aplicativo actualmente, no fue posible ejecutar este sistema en el ambiente del proveedor. Por otra parte, tampoco se comparte la afirmación de que hubo carencia de la planeación en la etapa precontractual, si tenemos en cuenta las siguientes consideraciones: La Secretaría General cuenta con un aplicativo diseñado para la recepción y direccionamiento de quejas, reclamos, sugerencias y solicitudes de información, el cual se encuentra en operación con 17 entidades vinculadas y, al cual deben incorporarse las 25 entidades faltantes (para un total de 42 entidades participantes en el sistema). La decisión de residir en hosting un software de alta transaccionalidad como es el de SQS era apenas obvia para garantizar el crecimiento y la fortaleza del servidor y de las comunicaciones que garantizaran su correcto funcionamiento. El proceso precontractual se surtió en la debida forma, contando con todo el soporte requerido en un proceso de dicha naturaleza, con el respectivo aval del BID, con participación de tres firmas que en ningún momento manifestaron inconformidad o deficiencia respecto a las especificaciones técnicas descritas en los términos de referencia. Finalmente, tampoco se comparte la afirmación de que hubo gestión contractual deficiente, si se tiene en cuenta que se surtieron todos los pasos correspondientes de firma del contrato, firma del acta de iniciación, se delegó a un servidor de la Secretaría General, que sostuvo reuniones periódicas con la ETB y se adelantaron todas las acciones necesarias para lograr residir el aplicativo SQS en hosting. A este respecto es importante precisar, adicionalmente, que las obligaciones del contratante incluían únicamente entregar a un tercero un aplicativo para que residiera en hosting y la Secretaría General fue más que diligente porque desplegó todos sus recursos para garantizar que se cumpliera el objeto contractual. Se anexa copia de los siguientes documentos del contrato: No Objeción del BID (cumplimiento de los procedimientos), Acta de Evaluación de las propuestas técnicas, Acta de Iniciación, Informe de seguimiento de la ejecución del contrato (ver anexo 4).” 

Análisis de la respuesta de la entidad: Teniendo en cuenta que las condiciones técnicas de contrato las estableció la Secretaría General en la elaboración de los términos de referencia para la contratación y que en ningún caso existió requerimiento tecnológico por parte de la ETB, según lo manifestado por la entidad auditada en la respuesta a la observación formulada, y que a la fecha de terminación de esta Auditoría, no se ha efectuado pago alguno por concepto de los servicios que ha realizado la ETB para la prestación del servicio de alojamiento (hosting) para el sistema distrital de quejas y soluciones; será  este contrato objeto de posterior análisis, de acuerdo con las condiciones presentadas en la etapa pre-contractual, contractual, de ejecución y de liquidación del contrato.

Por lo tanto la decisión que tome la entidad respecto del contrato, deben incluirse en el plan de mejoramiento.

4.3 .2 .4.  Proyecto 7376  Fortalecimiento de la Defensa Judicial

La defensa judicial en los diferentes procesos que se iniciaban a las entidades del Distrito Capital estaba a cargo de la Personería de Bogotá, pero a partir del año 1994, esta responsabilidad paso al sector central en cabeza de la Alcaldía Mayor; función misional que hasta el momento no se había evaluado, en aspectos como impacto, efectos, recurso humano para la defensa, ni se contaba con un sistema de información que facilitara el control del estado de los diferentes procesos. Igualmente no se tenía un esquema de defensa judicial ágil y seguro que le permitiera cumplir la función y responsabilidad que le fue transferida.  

Con el Decreto 854 de 2001 se delegó en las entidades del nivel central del Distrito, la representación judicial, conservando la Secretaría General, la función de apoyo y coordinación a los organismos que conforman la estructura central de la capital.

La solución a esta situación, se plantea en atención al proyecto de inversión, enmarcado dentro del plan de desarrollo y que forma parte del programa Administración a la medida, que busca fortalecer el esquema de defensa judicial, establecido en el Distrito. Para cumplir este objetivo principal, inicialmente se determina la necesidad de depurar la base de datos de la información de procesos para actualizarla con el objeto de permitir su consulta y el seguimiento y control del estado, de cada uno. 

Considerando para el logro del objetivo primordial, los siguientes objetivos específicos:

· Depurar la información relacionada con los procesos judiciales activos y mantenerla actualizada.

· Implementar el sistema de información de procesos judiciales, de tal manera que permita conocer la información relevante en cada proceso.

· Diseñar e implementar un mecanismo de seguimiento, control y evaluación efectivo para la defensa del Distrito Capital.

· Convertir a la Secretaría General en un observatorio legal en materia de defensa judicial.

· Fortalecer con recurso humano la Subdirección de Gestión Judicial con el propósito de realizar una defensa más efectiva y eficiente para el Distrito Capital.

· Unificar los criterios para la defensa judicial en el Distrito Capital.

· Organizar, clasificar y sistematizar el archivo físico de los expediente de la Subdirección de Gestión Judicial.

· Realizar estudios para el apoyo de la defensa judicial, diseño de políticas, prevención del daño antijurídico y fortalecimiento del marco legal.

A su vez, para el desarrollo y cumplimiento de los objetivos, se establecieron cuatro metas a realizar durante el periodo 2002-2004, además en cada una se determinaron una serie de actividades, distribuidas en los tres años, a partir del año 2002 con una proyección aproximada de  9.146 procesos, por periodo.

CUADRO 21

METAS Y ACTIVIDADES PERIODO 2002-2004

PROYECTO 7376

	METAS


	ACTIVIDADES

	1- Diseñar e implementar (1) observatorio legal en materia de defensa Legal en la Secretaría general.
	Elaborar estudios jurídicos para el diseño e implementación del observatorio legal.

	
	Realizar análisis y evaluaciones de sentencias para el fortalecimiento de la defensa judicial del distrito

	
	Adquirir libros técnicos, muebles y equipos para la implementación del observatorio legal.

	
	Producir publicaciones sobre estudios jurídicos

	2- Diseñar e implementar (1) mecanismo de seguimiento, control y evaluación efectivo para la Defensa del Distrito Capital.

3- Implementar un sistema de información único de defensa judicial del Distrito Capital
	Actualizar, depurar y efectuar seguimiento de procesos judiciales registrados en el sistema  SIPROJ.

	
	Organizar archivo físico de procesos y sentencias judiciales de la oficina. 

	
	Efectuar monitoreo y control de los procesos judiciales que sirven de insumo para el SIPROJ.

	
	Implementar el sistema de información único de defensa a través de pagina WEB.

	4- Realizar (9) capacitaciones a los funcionarios y contratistas de la Secretaría general y entidades del nivel central en materia de defensa judicial y aspectos jurídicos.
	Capacitar funcionarios y contratistas de la entidad en el manejo del sistema de información.


      Fuente: Programación y ejecución de metas y actividades  - Ficha EBI a 31 de Diciembre 2003

En el cumplimiento de la primera meta, las actividades se orientaron a la implementación de un observatorio legal, análisis y evaluación de las sentencias que contribuyan al fortalecimiento de la defensa del Distrito, realizando una contratación por valor de $152.9 millones. Logrando la creación del observatorio jurídico a partir del centro de estudios en materia legal en la entidad, así como la institucionalización de los proyectos del observatorio, estudios del impacto de la reestructuración en las entidades.

En desarrolló, de las metas 2 y 3 se efectuó contratación por $62.3 millones, recursos destinados principalmente a la consolidación del sistema de defensa judicial, a la administración y depuración de la información.   

Es de anotar, respecto al sistema de información de la Secretaría General que maneja la Subdirección de Gestión Judicial, que la información suministrada por la entidad, relacionada con el estado de los procesos, en lo referente a los terminados, con fallos favorables y desfavorables, no está depurada, ya que se encontró procesos con el mismo número, en un mismo despacho, que habían ya cumplido con alguna de las etapas de tramite, en primera y segunda instancia o con un fallo definitivo, situación que para el caso de la demandante Zapata Nahir Lucía,  se ilustra en el cuadro No. 22:

CUADRO 22

PROCESOS INICIADOS

	Proceso


	Tipo
	Despacho
	Abogado
	Cuantía
	Estado
	

	2003-00147
	Acción de repetición
	Tribunal administrativo sec. 3ª
	Pardo Hasche Hilda Maria
	11.780.0
	Despacho
	01/09/04

	2003-00147
	Acción de repetición
	Tribunal administrativo sec. 3ª
	Pardo Hasche Hilda Maria
	
	Terminado
	22/07/04


    Fuente: Información suministrada a la Contraloría con fecha Septiembre de 2004.

En la información solicitada y suministrada por la entidad en fechas diferentes de entrega, una vez comparadas las dos vigencias 2002-2003, se evidencia que faltaban procesos, lo cual altera el numero de procesos relacionados en cada una en las diferentes situaciones. Además, el total de procesos terminados no coincide con los fallos favorables y desfavorables, faltando 72 procesos que no están dentro de la información enviada en  la vigencia 2003.

Si bien es cierto, que se han hecho esfuerzos por depurar la información, aún el sistema no se ha podido poner en funcionamiento, ni se ha logrado contar con información veraz de todos los procesos. 

El cuadro No. 23, ilustra sobre el número de procesos por vigencia:

CUADRO 23

NÚMERO DE PROCESOS POR VIGENCIA

	Tipo proceso
	2002
	2003
	Aumento
	Disminución

	Procesos Iniciados
	20
	24
	4
	

	Procesos terminados
	416
	1276
	860
	

	Procesos activos en contra
	245
	183
	
	62

	Fallos desfavorables
	28
	318
	155
	

	Fallos favorables
	361
	886
	525
	


     Fuente: Información suministra a  la Contraloría mediante oficio de fecha  Septiembre/04

De los 318 fallos desfavorables de la vigencia 2003 más del 90%, corresponden a fallos de tutela lo que implica que no se ha presentado desembolso de recursos. Es de anotar, que los procesos señalados, contienen la información de la Secretaría General, sin tener en cuenta los que están a cargo de otras entidades. Es de anotar que los fallos desfavorables más los favorables no concuerdan con el total de los procesos terminados  por lo que la información no es consistente.

Los procesos activos en contra del distrito a 31/12/03, alcanzan un monto de $680.448.4 millones, que corresponden a procesos iniciados por actuaciones de otras entidades, como: IDU, Lotería de Bogotá, entre otros.

Es así como ante la necesidad de establecer con certeza la situación judicial del Distrito y el estado real de todos los procesos en que la Administración, es parte como demandante o demandado, se realizó la licitación pública que permitiera escoger la empresa que con experiencia en el sector judicial, llevara a cabo un levantamiento e inventario de los procesos en las entidades centralizadas, descentralizadas distritales. Para lo cual se contrató a la firma LITIGAR PUNTO COM, proceso que a la fecha del presente informe aún se encuentra en etapa de depuración y validación de la información, registrada en el SIPROJ.

De otra parte, respecto de la meta No. 4, establecida para el 2003, se llevaron a cabo cuatro contratos relacionados con capacitación en funciones propias de la dependencia, aspectos netamente jurídicos, con la participación de Universidades como: La Nacional, Externado y El Rosario. Las acciones de la actividad No.9, relacionadas con el aspecto informático, fueron desarrolladas hacia el interior de la dependencia en jornadas que se llevaron a cabo en el transcurso de la vigencia 2003. 

Con cargo a este proyecto y para el cumplimiento de las metas, se suscribieron 44 contratos, así: por convenios interadministrativos se realizaron (2) contratos, compra venta (1), OPS se ejecutaron (21) y por prestación de servicios (20) por un valor total de $463.5 millones. Este equipo auditor, evaluó muestra de 17 contratos, cuyo valor asciende a $327.2 millones, representando como porcentaje de participación el 71% sobre el total de los contratos y el 93% del total del presupuesto destinado para la vigencia 2003, es decir, la suma de $500.0 millones. 

En relación con el Sistema de Información para el SIPROJ se ejecutaron contratos por valor de $23.4 millones, que corresponden a cuatro con objetivos similares, en cuanto hace referencia a la consolidación del sistema del información. Frente a la depuración del sistema, como se enuncio, se contrató a la firma LITIGAR PUNTO COM., contrato que ha tenido varias prorrogas y cuya información entregada en la vigencia 2004, aún se encuentra en la etapa de revisión, por parte de la subdirección de Gestión Judicial.

En cuanto al aspecto financiero, al proyecto se le asignaron recursos por valor de $1.312.6 millones, para el periodo proyectado 2002-2004, que para la vigencia 2003, recursos ascendieron a $500.0 millones, con una ejecución del  99.76%, con disponibilidades aprobadas y utilizadas por valor de $498.8 millones,  quedando un saldo disponible por ejecutar de $1.21 millones. En relación con las reservas presupuéstales ascendieron a 31 de diciembre de 2003, a $329.9 millones, quedando un saldo de $166.7 millones según cifras de la cuenta anual de presupuesto para desembolsadas en el año 2004, que corresponden a los contratos que realizaron con cargo de este proyecto. De otra parte, las Cuentas por pagar ascendieron a $13.1 millones. 

El cuadro siguiente muestra el total de los recursos estimados para el proyecto, así como lo correspondiente para cada vigencia. 

CUADRO 24

FLUJO FINANCIERO PROYECTO 7376

Millones de pesos

	Años
	2002
	2003
	2004
	Valor total del proyecto

	Valores
	297.7
	500.0
	515.0
	1.312.7


 Fuente: Ficha EBI  con corte a Diciembre de 2003

Resultado de la evaluación a este proyecto, se comunicaron los siguientes hallazgos:

Hallazgo 10. Contrato de Prestación de Servicios 1-9-264-2003

El 2 de octubre de 2003, la Secretaría General suscribió con la firma LITIGAR PUNTO COM S.A., el contrato de prestación de servicios por valor de $76.000.000,00, para que en un plazo de 3 meses cumpliera con el siguiente objeto: "... prestar los servicios de inventario, validación y depuración de los procesos judiciales, conciliaciones, arbitramentos (Cámara de Comercio) y concursales (reestructuración de créditos, liquidación y concordatos), en que el Distrito tenga interés o sea parte en calidad de demandante o demandado. El inventario deberá realizarse sobre los procesos en los cuales sean parte las siguientes 104 entidades del Nivel Central: ..."

El proceso de selección determinó la idoneidad del contratista. Se establecieron como obligaciones de la entidad: ejercer la supervisión y seguimiento permanente de la ejecución del contrato, exigir el cumplimiento de los términos de referencia y las obligaciones del contratista, así como la expedición de los certificados de cumplimiento del objeto contractual.

En relación con las obligaciones del contratista, están establecidas en la cláusula sexta literal B), del contrato, entre otras están las siguientes: - Cumplir el objeto contractual dentro de las especificaciones técnicas y condiciones requeridas, - realizar el levantamiento de la información de los procesos en que es parte las entidades distritales, estableciendo en promedio la verificación de aproximadamente 16.000 procesos y se señaló los ítems específicos en los que debería presentarse la información. De otra parte obtener el levantamiento de fallos de primera y segunda instancia de los años 2001 a 2003 en los cuales el distrito fue parte demandada o demandante del sector central y descentralizado, información que deberá ser cargada a la base de datos SIPROJ.

Es importante señalar, que en el Anexo 1 del 11 de agosto de 2003. "Carta de Presentación de la Propuesta", firmada por el Gerente de la firma Litigar deja constancia "B) Que manifiesto expresamente haber leído y conocer los términos de referencia y en consecuencia me someto a ellos" 

El Acta de iniciación se suscribió el 31 de octubre de 2003, con fecha de terminación el 30 de enero de 2004, pero se suspende con acta el 17 de diciembre de 2003, debido a la vacancia judicial hasta el 12 de enero de 2004, reiniciando con acta el 13 de enero de 2004, teniendo como nueva fecha de terminación del contrato el 26 de febrero de 2004.

Sin embargo el 16 de febrero, mediante oficio radicado 1-2004-08264, el contratista solicita a la Secretaría General una prórroga de 20 días hábiles, aduciendo "... situaciones ajenas a nuestra voluntad", entre otras resistencia de los despachos judiciales a entregar información, incluida la Procuraduría General de la Nación e inconvenientes en el cargue de la información.

A lo cual la entidad responde mediante oficio radicado con el número 2-2004 08504, que respecto de la resistencia de los despachos judiciales "... es una situación que ustedes como firma con experiencia y permanencia en el medio debieron preveer a su debido tiempo...", "... Por otro lado los procesos disciplinarios que cursan en la Procuraduría, no son exigibles en el contrato de prestación de servicios..." (Subraya fuera de texto).
En relación con los inconvenientes de cargue de la información, se precisa haber establecido claramente las condiciones, codificaciones y parámetros de la información, en la cláusula sexta del contrato, literal B.2 y B.3 e incluso  manifiesta que "... antes de la firma del acta de inicio fue enviado vía correo electrónico al e-mail "josemendez@litigando.com, el 28 de octubre de 2003, la estructura de las tablas que conforman un proceso judicial para el sistema SIPROJ, junto con la información de cada campo y las reglas de carga de éstos..."

"Adicionalmente, creo que si este hecho fuera una causa para el represamiento de trabajo en la digitación, la proporción entre la totalidad de los procesos depurados que ustedes denominan procesos que tienen hojas de vida y los ya subidos en el sistema SIPROJ debería ser mayor y no como la que se muestra en el informe del 13 de febrero en el cual registran que hojas de vida sin digitar tienen 340 y según los procesos de cargue de datos efectuados hasta ese mismo día en el sistema SIPROJ existen 3886, teniendo una relación de tan solo el 8%." (Subraya fuera de texto).

Sin embargo, la Secretaría General, consciente del incumplimiento parcial o mora, no justificado por parte del contratista, optó por conceder la prórroga de los 20 días hábiles y no por aplicar la cláusula décima primera del contrato. 

Igualmente, llama la atención de este ente de control, que el contrato en la cláusula sexta "OBLIGACIONES, B) DEL CONTRATISTA: puntos 3), 4) y 5)", señala la obligación del contratista de entregar cada quince (15) días un listado de procesos inventariados, cruzar con la información del SIPROJ, coordinada con los ingenieros de sistemas de la Oficina Asesora de Informática y Sistema de la entidad. Sin embargo, los interventores Director de la Oficina de Asuntos Judiciales y el Jefe de la Oficina Asesora de Informática y Sistemas, incumplieron el numeral 1 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993, al no cumplir con la supervisión y colaborar para que el objeto contractual se desarrolle de manera eficiente y adecuada y exigir el cumplimiento de las obligaciones a satisfacción.

El día 24 de marzo de 2004, se firma la prórroga No. 2 por un plazo de seis (6) meses y la adición No.1 por valor de $15.000.000. Se agrega a las obligaciones del contratista, el seguimiento y control diario de la información de los procesos y además la información levantada deberá ser actualizada y alimentada en la base de datos SIPROJ-WEB. 

Es importante anotar, que son los interventores del contrato los que solicitan dicha prorroga mediante comunicación radicada con el número 3-2004-05183 IM, Modificación que pretende establecer como obligación del contratista una actividad que es función inherente de la Subdirección de Gestión Judicial y además adiciona el valor del contrato, a pesar de no haberse cumplido en su totalidad el objeto contractual inicial, que pretendía el inventario aproximado de 16.000 procesos, mientras que en la justificación los interventores señalan textualmente, "... para lo cual se desarrollo un contrato con la Firma Litigando.com que permitió un inventario total de aproximadamente 13.000 procesos."
A pesar de los hechos descritos, la administración procede a conceder una tercera prórroga hasta el día 2 de noviembre de 2004, a fin de requerir al contratista la entrega adecuada de la información. A pesar de que la Secretaría advierte en su escrito de fecha 24 de septiembre "... Obligación que aún no se encuentra cumplida a cabalidad y conforme a lo establecido en los términos de referencia..." De igual manera en el mismo escrito se tiene. "... La reunión del 21 de septiembre de 2004 se celebro para precisar puntos sobre el cumplimiento del contrato y para determinar la fecha final del cumplimiento total del mismo por parte de la contratista, de acuerdo a las condiciones pactadas en el contrato... Fue tan claro para las partes en la etapa precontractual que la propuesta económica se diseñó teniendo en cuenta la migración al sistema." (Subraya fuera de texto).

No es claro, para la Contraloría de Bogotá, que a pesar del incumplimiento del objeto del contrato, claramente definido en los términos de referencia, se concedan tres prórrogas más y que después de pasados once meses, aún se realicen reuniones para determinar la fecha final en que se cumpla la totalidad de la contratación suscrita, así como adicionar una obligación que es una función que desarrollan los abogados que integran la Subdirección de Gestión Judicial. Igualmente, no se entiende como se cancelan las ordenes de pago Nos.1594 de diciembre 17 de 2003, 42115 de febrero 20 de 2004, 2668 de marzo 18 de 2004, 2887 de abril 22 de 2004 y 670 de agosto 5 de 2004; para las cuales era requisito presentar la certificación de cumplimiento expedida por los interventores, sin que se evidencie el cumplimiento del mismo.

Las situaciones descritas, transgreden la ley 80 de 1993, artículo 26 - Principio de Responsabilidad, literales 1, 2 y 8.

Respuesta de la administración:

"Dentro de las facultades de la administración pública se encuentra la dirección de la actividad contractual, encontrándose en ella la capacidad de imprimirle dinámica a las relaciones contractuales con miras a que se cumpla lo pactado y para que los recursos públicos cumplan la finalidad prevista  al momento de su compromiso.

Es así que toda relación contractual implica una dinámica en donde entran a jugar elementos ajenos a la voluntad de las partes cuando se debe contar para la ejecución del mismo con la intervención de terceros ajenos a la relación contractual, tal como ha ocurrido con el contrato suscrito con la firma Litigar.com, que si bien es cierto ha acreditado experiencia en el manejo de información de procesos, necesariamente debe contar con la intervención de un tercero: la jurisdicción.

Es una realidad palpante que hasta ahora algunos despachos judiciales cuentan con mecanismos o herramientas para suministrar información actual de los movimientos de procesos, aspecto este que no debe ser desconocido por el ente investigador, habida cuenta que los flujos de información existentes en la rama judicial se constituyen en  elementos aleatorios que entrabaron en algunas oportunidades la precisa ejecución del contrato. ....

.... En este orden de ideas se tiene que carecería de todo sentido que la administración ante cualquier inconveniente presentado en la ejecución de toda relación contractual opte por la declaratoria de incumplimiento, pues de proceder en tal sentido haría nugatorios los eventos contemplados por la ley para la adición, prórroga o suspensión de relaciones contractuales, facultades estas que la misma ley le ha otorgado a las entidades contratantes y que no se pueden tener como inaplicables a las relaciones contractuales estatales.

Es así que el pretendido incumplimiento que se indica en el oficio suscrito por la Contraloría de Bogotá, no existe como tal, toda vez que si se han reconocido los inconvenientes reales de acceder a la información de manera completa, no posee justificación alguna que se pretenda equiparar a las dificultades en la ejecución de un contrato con un incumplimiento.

En este sentido deberá en consecuencia el tema del incumplimiento ser analizado dentro de cada contexto, en donde queda proscrita toda valoración en abstracto en la que se aleje de la realidad, en donde se deberá analizar el contenido de las obligaciones contractuales con respecto al escenario y factores que influyen sobre las mismas.

El incumplimiento, deberá analizarse no de manera apriorística ni alejada de la realidad partiendo de valoraciones genéricas no fundamentadas, toda vez que ante cualquier dificultad en la ejecución contractual el adoptar estas como sinónimo de incumplimiento,  convertiría en conflicto lo que en ejercicio de las facultades de la administración se puede solucionar por vía de un ajuste en el contrato.

Si bien es cierto el referido contrato ha sido prorrogado en tiempo, dichos plazos son razonables y se relacionan con términos bien sea de vacancia judicial como de inconvenientes de acceso a la información, razón por la cual no se puede pretender dar por establecido que lo pertinente haya sido la declaratoria de incumplimiento del contrato, por que estimarlo así sería en la práctica convertir cualquier diferencia contractual en un escenario de discusiones que irían en contra del correcto desempeño de la administración y  el bienestar de las finanzas públicas.

Ahora bien, la administración distrital por las prórrogas realizadas no ha desmejorado ni ha renunciado a las facultades legales que se le han atribuido para proteger los recursos inherentes al contrato, ya que existe la etapa de la liquidación, la cual según reiterada jurisprudencia del Consejo de Estado
, la liquidación es una operación administrativa que sobreviene a la finalización normal o anormal del contrato, con el propósito de establecer de modo definitivo entre las partes contratantes cuál de ellas es deudora, cuál acreedora y en qué suma exacta; si tal cosa no se logra obviamente el acto de liquidación  es solamente de nombre sin que materialmente se esté liquidando la relación contractual, por cuanto serán necesarias liquidaciones posteriores.

Igualmente el Consejo de Estado en esta providencia considera que nuestro ordenamiento jurídico prevé  que cuando no sea posible el acuerdo de las partes, la administración queda dictada de una prerrogativa de poder público para hacerlo de modo unilateral.

Ahora bien, el Consejo de Estado
 también ha determinado que vencido el plazo para hacer la liquidación del contrato por mutuo acuerdo o unilateralmente por la administración, esta queda despojada de sus potestades sancionatorias y cualquier diferencia entre las partes o más precisamente cualquier incumplimiento del contratista deberá ser constatado y fallado por el juez del contrato, circunstancia que no ha ocurrido, toda vez que el plazo del contrato venció el pasado 2 de noviembre de 2004, razón por la cual no se puede hablar aún de incumplimiento ni mucho menos que la administración carezca de medios para proteger sus intereses.

Precisamente en cumplimiento de los postulados contenidos en el  Artículo 26º de la Ley 80 de 1993, Del Principio de Responsabilidad, se ha buscado  el cumplimiento de los fines de la contratación, al punto que se ha efectuado a la fecha una migración de información correspondiente a más de 18000 procesos, resultado al cual se ha llegado en desarrollo de la vigilancia de la correcta ejecución del objeto contratado, en protección los derechos de la entidad, del contratista y de los terceros que puedan verse afectados por la ejecución del contrato. ...

... Por otra parte, las últimas actuaciones reiteran la exigencia la contratista y la respuesta de éste a la misma,  y la gestión de control respecto de la buena calidad del objeto contratado. ... "

Análisis de la respuesta de la entidad:  A 26 de octubre de 2004 de acuerdo con  el Acta de Visita Fiscal practicada al Administrador del SIPROJ se evidenció que el SIPROJ WEB es responsabilidad de la firma contratante; los registros que hasta el  momento han sido migrados, es decir que cuentan con todos los datos al momento de radicarlo junto con su histórico son: PROCESOS EN CONTRA DEL DISTRITO 5.641 procesos; PROCESOS INICIADOS POR EL DISTRITO 1.235 procesos; CONSURSALES  245 procesos y se está a la espera de la revisión y recibo a satisfacción de la entidad de la entrega formal de la firma el 02 de noviembre de 2004 para determinar el total de los procesos que conforman el inventario, verificando la información y las inconsistencias encontradas y comunicadas para el ajuste pertinente para la firma respectiva del Acta de Terminación.

La demora en la entrega del objeto contractual, se explica en la falta de control y el incumplimiento de las funciones de interventoría, además se cuestiona el proceso de selección toda vez que si esta firma era idónea y acreditaba experiencia en el manejo de este tipo de información, no se justificarían las prórrogas en atención a la vacancia judicial.

En consecuencia, se dará traslado a la Personería Distrital para que adelante la investigación disciplinaria a que haya lugar.

Este órgano de control, no comparte la entrega de un sistema de información que no reúna los requerimientos mínimos y no permita el cumplimiento del objetivo inicial, el cual es el suministro a las entidades distritales, de una herramienta necesaria para centralizar la información, la cual de ningún modo puede ser “….independiente de la confiabilidad y completitud de la información…” (respuesta entidad al informe preliminar), fin último que se debe garantizar con la interventoría del contrato.
Igualmente, deben considerarse acciones correctivas en el Plan de Mejoramiento.

4.3.2.5.  EVALUACION  GESTION JUDICIAL

Para la vigencia 2003, se pago por concepto de Sentencias Judiciales un total de $1.237,3 millones, de los cuales una vez evaluados cada uno de los expedientes relacionados con pagos, este equipo de auditoría estableció que $880,0 millones se constituyen en detrimento al patrimonio del Distrito Capital.

De igual manera se evidenció para la vigencia 2004, con corte a 31 de octubre que se han cancelado $847,9 millones considerados como detrimento patrimonial.

El resultado de la Auditoría realizada se concreta en 19 hallazgos de tipo fiscal, para los que no se transcribe la respuesta de la administración, debido a que una vez analizada y comunicada a  la Entidad, debe entenderse que la responsabilidad de la Secretaría General en la representación y defensa judicial de los intereses del Distrito, conlleva implícitamente la gestión mancomunada con la entidad generadora del daño en la respectiva liquidación y pago oportuno del fallo y las normas que rigen la materia, por la posterior causación de intereses moratorios de conformidad con los términos previstos en el artículo 176 del C.C.A., acciones que deben ser incluidas en el plan de mejoramiento, 

Respecto de la responsabilidad del detrimento patrimonial determinado en las sentencias desfavorables que condenan al Distrito, recae en los funcionarios de cada una de las entidades demandadas que generaron el daño,  que conllevó al pago de estas condenas y no así de la entidad que en cumplimiento del fallo ordena y pago respectivo dentro de los términos que igualmente le ha señalado la sentencia y la ley.

En consecuencia, los hallazgos fiscales que a continuación se enuncian se ratifican por las razones argumentadas por el ente de control y no desvirtuadas por la entidad. 

Se evidencia, en el examen realizado al pago de las sentencias contra el Distrito Capital, la inobservancia entre ellas, a las leyes en materia laboral y contractual por parte de las entidades de la administración central, hecho que hace de imperiosa necesidad a corto, mediano y largo plazo, que la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., establezca una política de carácter preventivo a través de la capacitación constante de sus funcionarios tanto del nivel directivo y asesor como del ejecutor, para evitar que se ocasione daño al erario público.

Hallazgo 11. Proceso 0544/99: Ludy Patricia Bossio de Manzano contra Bogotá Distrito Capital – DAMA (Fuero Sindical). 

Una vez revisado y analizado el proceso 0544/99 se evidenció la causación de intereses moratorios correspondientes a lo liquidado en el período comprendido entre el 16 de mayo de 2001 al 7 de noviembre de 2002.

Los intereses moratorios fueron cancelados mediante la orden de pago No. 1163 del 10 de noviembre de 2003, por valor de $51.692.420, con cargo al rubro presupuestal “Sentencias Judiciales”, con base en la liquidación enviada por la Subdirectora Administrativa y Financiera del DAMA.

Por lo anterior, se concluye que se incumplió con el término establecido en el artículo 176 del Código Contencioso Administrativo, situación que evidencia ausencia de controles en la realización del trámite y pago correspondientes.

Situación que conlleva a la aplicación del artículo 177 del Código Contencioso Administrativo, para el pago de intereses moratorios, lo que incrementa el daño patrimonial de las sentencias judiciales con fallo en contra del Distrito.”

Respuesta de la Administración: ".... El trámite seguido para el cumplimiento de la sentencia condenatoria, fue el siguiente:

La sentencia quedó ejecutoriada el 15 de mayo de 2001, y remitida a la actual Subdirección de Gestión Judicial, antes Oficina de Asuntos Judiciales, por el apoderado de la actora, en septiembre 18 de 2001 según Rad. Int. N° 1-2001-41270.

Por ser competencia del Departamento Administrativo del Medio Ambiente – DAMA el reintegro y la liquidación de los salarios dejados de percibir, se remitió el original del fallo junto con el poder y la solicitud del apoderado, doctor Héctor Alfonso Carvajal, a la Directora doctora Julia Miranda Londoño para que se adelantaran los trámites respectivos según oficio con Rad. Int. N° 2-2001-40633 de octubre 17 de 2001.

La Subdirectora Administrativa y Financiera del DAMA, doctora Mireya Benavides Tafur comunicó a la Actora Ludy Patricia Bossio de Manzano, que mediante Resolución N° 005 del 10 de enero de 2002 la Directora, doctora JULIA MIRANDA LONDOÑO, ordenó su reintegro en el cargo de Profesional Universitario, del cual tomó posesión según Acta de Posesión N° 0001 del 16 de enero de 2002, dando cumplimiento así a lo ordenado por el fallo del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Laboral.

En septiembre 19 de 2002 se recibe la liquidación de los salarios y demás emolumentos.

En octubre 2 de 2002 se devuelve la liquidación con Rad. Int. N° 2-2002-37381, para que se efectúen varias  aclaraciones.

El  Departamento Administrativo del Medio Ambiente – DAMA - remite a esta Subdirección nuevamente la liquidación con los ajustes respectivos junto con los formularios de Auto Liquidación de Pensión a favor de Porvenir y los formularios de Auto liquidación de Salud a favor de FAMISANAR.

En octubre 21 de 2002 con Rad. Int. N° 3-2002-14982 se remite a la Unidad Financiera de la Secretaría General la Solicitud de Disponibilidad para el trámite de pago respectivo por valor de $105.452.053.25

Con Orden de Pago N° 1075 de noviembre 8 de 2002 la Unidad Financiera la remite a la Tesorería para el desembolso respectivo.

Quiero hacer énfasis en que la Subdirección de Gestión Judicial no tiene a su cargo la liquidación de condenas de las otras entidades del sector central, toda vez que este trámite le corresponde a la entidad donde se haya generado la obligación. La Subdirección de Gestión Judicial sólo gestiona la documentación como es el fallo de primera y segunda instancia junto con el poder para recibir, la liquidación remitida por la entidad y esta a su vez se remite a la Unidad Financiera de la Secretaría General para el trámite de pago ante la Tesorería Distrital.

La Subdirección se limita a ejercer la representación judicial, pero la liquidación le corresponde efectuarla a cada una de las entidades respectivas.

Por consiguiente, la oportunidad en el cumplimiento del término previsto en el artículo 176 del C.C.A. debe revisarse a la luz de las entidades y dependencias intervinientes en el trámite, a efecto de establecer las circunstancias que se presentaron en la liquidación. 

No obstante lo anterior, cabe mencionar que la Secretaría General ha expedido las Circulares 08 y 036 de 2004, mediante las cuales se ha insistido a las entidades en la oportunidad y repercusiones de no dar cumplimiento oportuno a las sentencias judiciales. Así mismo, se avanza en la definición de un procedimiento interno más expedito para la realización de los citados trámites al interior de la Secretaría General."

Análisis de la Respuesta: Es de aclarar, de manera general para los hallazgos observados respecto de los fallos proferidos contra el Distrito Capital, que si bien es cierto la Subdirección de Gestión Judicial tiene asignada la representación judicial en la defensa judicial, no es menos cierto que igualmente tiene a cargo la gestión de la documentación del mismo para el pago respectivo, realizando el trámite ante la entidad generadora del daño, de los fallos de primera y segunda instancia; el poder para recibir la liquidación remitida por ésta y la correspondiente revisión de la misma que, una vez aceptada, se remite a la Unidad Financiera de la Secretaría General para el  trámite del pago ante la Tesorería Distrital. Por tanto, no puede alegar que no tenga a su cargo la liquidación de condenas de las otras entidades del sector central,  limitando su gestión solamente a  ejercer la representación judicial. 

Con relación a la liquidación y pago de las condenas contra el Distrito Capital, en la Auditoría Regular Modalidad Especial, realizada a la anterior Oficina de Asuntos Judiciales durante la 2ª fase del año 2002 a los pagos efectuados durante el año de 2001 a Junio 30 de 2002 en el Informe final,  se observó lo siguiente:


“4.3.  LA LIQUIDACIÓN DE LOS FALLOS CONTRA EL DISTRITO CAPITAL

En relación con la obligación de la liquidación de los fallos contra el Distrito Capital, si bien es cierto no esta establecida taxativamente, debe entenderse que esta función, se deriva de la responsabilidad de la representación judicial y extrajudicial asignada en la defensa de la actuación de la Administración.

Por consiguiente, proferido el fallo contra el Distrito y expedida la copia auténtica por parte Jurisdicción Ordinaria y/o Contencioso Administrativa, una vez comunicadas a la entidad, está implícitamente establecido en su función, efectuar la liquidación de las sumas a pagar de acuerdo a lo ordenado en la sentencia y en la forma establecida en la ley, para no hacer más gravosa la situación al erario público, por el pago de intereses corrientes e intereses moratorios, con la dilación de la responsabilidad que se viene dando entre la entidad que causó el daño y la oficina de Asuntos Judiciales, que se respalda en su discurso de no estar asignada en su función, la liquidación de las sentencias y consecuentemente bajo su responsabilidad  su actuación. 

El argumento de la Oficina de Asuntos Judiciales, para no realizar las liquidaciones, es que esta labor se basa fundamentalmente, en que los actos administrativos y documentos antecedentes de su actuación, omisión, hecho u operación, se encuentran en la Entidad generadora del daño. Lo que a la postre afianza lo afirmado por este ente de control, en el sentido que es esa Oficina quien desde la notificación de la demanda contra el Distrito y la asignación del abogado en su defensa, debe solicitar a la entidad afectada, todos los actos administrativos y documentos antecedentes, para su debida defensa técnica e igualmente realizar la liquidación para el respectivo pago oportuno, máxime si consideramos, que es a través de la Secretaría General – Subsecretaría General -  que se cancelan tales fallos a través del  rubro Gastos Generales Sentencias Judiciales.”

En consecuencia, está implícita dentro de sus funciones la gestión de la liquidación y pago de las condenas que en su gestión de defensa judicial ha realizado.

Igualmente, no se aceptan los argumentos de la entidad en la respuesta al Informe preliminar en lo relacionado con el reconocimiento y pago de la indexación y de los intereses moratorios, de los pagos en cumplimiento de los fallos, toda vez que estas situaciones hicieron más gravoso el daño que ocasiona el detrimento patrimonial por el mayor pago efectuado al que para la época debió reconocer y pagar la entidad o por haber incurrido en el hecho generador de la demanda; pues no está en discusión la definición y pronunciamiento del Consejo de Estado, como tampoco el alcance jurídico de dichos conceptos a través de los que se han venido reconociendo como indemnización a la pérdida del poder adquisitivo como justo a lo debido de acuerdo con el índice de precios al consumidor y a contrario sensu, como enriquecimiento injusto del Estado, en el primer caso y el respecto de los intereses moratorios, como consecuencia del incumplimiento en el plazo del pago, que podría asemejarse como la sanción impuesta a la entidad y en favor del afectado en el segundo caso, en cumplimiento del art. 177 del C.C.A.

De igual forma, en cuanto hace relación a los Decretos 768 de 1993 y 818 de  1994  “Quien fuere beneficiario de una obligación dineraria en una sentencia condenatoria, su  apoderado para el efecto, elevará la respectiva solicitud de pago ante la Oficina de Asuntos Judiciales mediante comunicación escrita, donde conste la presentación personal ante un juez o notario y en la cual deberá afirmar bajo la gravedad de juramento que no se ha presentado ninguna otra solicitud de pago, adjuntando las sentencias debidamente ejecutoriadas”, para argumentar que no existe daño fiscal en razón a la obligación de la entidad de cumplir con los fallos y a  lo establecido en los  artículos 33, 34 y 35 de la Ley 734 de 2002, como en lo que respecta a la actualización monetaria, Sentencia del 30 de septiembre de 1984, de la Corte Suprema de Justicia, en la cual se  establece que el deudor debe cancelar la corrección monetaria para que el pago sea completo, justo y equitativo, en cumplimiento del fallo, es de aclarar, que la responsabilidad en la mora del trámite tanto para la expedición de la Resolución de cumplimiento de la misma como en el respectivo pago que ocasionan intereses moratorios o indexación, la responsabilidad está en la entidad generadora del daño y de los funcionarios presuntamente responsables y no así, de los funcionarios de la  Administración que dieron cumplimiento a la decisión judicial, en cumplimiento de un deber legal - Decreto 714 de 1996 -.

Ahora bien, en lo que respecta propiamente a este hallazgo, no se acepta la respuesta de la entidad, toda vez que se evidencia la mora en el trámite de liquidación y pago por parte de la Subdirección de Gestión Judicial antigua Oficina de Asuntos Judiciales, cuyo cumplimiento de la sentencia judicial no fue oportuno, de conformidad con lo establecido en los artículos 176 y 177 del C.C.A., como se observa en la MORA en el TRÁMITE y PAGO de 1 año, 1 mes y 20 días (del 18 de septiembre de 2001 al 8 de noviembre de 2002), que originó detrimento al patrimonio distrital, desde la fecha de presentación de los documentos por el apoderado del accionante hasta el día del pago realizado.

En presunta responsabilidad compartida para la época de los hechos entre la citada dependencia, Director y Subdirector de Personal y por el daño ocasionado respecto de la desvinculación del 15 de octubre de 1997, sin que mediara justa causa y sin haber obtenido el permiso del Juez Laboral para con ocasión del reintegro Fuero Sindical del fallo ordenado.

Conforme a lo observado, y a la no aceptación de la respuesta, se ratifica el hallazgo fiscal en cuantía de $187.604.311.25, incluidos intereses moratorios por valor de $51´692.420.00 por la falta de diligencia y oportunidad en el trámite del pago dando lugar al pago de intereses de mora, por lo cual se trasladará a la Dirección de Responsabilidad y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría e igualmente se tipifica como hallazgo de tipo disciplinario por la falta de diligencia y observancia de  lo normado respecto de funcionarios amparados por el Fuero Sindical, debiendo trasladarse a la Personería de Bogotá, D.C. 

En el Comité de Conciliación del 11 de agosto de 2003, según Acta N° 15 señala que no se iniciará la Acción de Repetición. 

HALLAZGO 12. Proceso 1998-5601: Henry Hernández Beltrán contra Bogotá Distrito Capital – Concejo de Bogotá (Nulidad y Restablecimiento del Derecho).

Una vez revisado y analizado el proceso 1998-5601, se evidenciaron tres pagos: Dos por pago de salarios de acuerdo a lo ordenado por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 2ª. Subsección B y el otro por causación de intereses moratorios.

La cancelación de salarios se realizó mediante las ordenes de pago Nos. 474 y 475 del 17 de julio de 2003 por valor de $52.272.739.60 y $14.781.218.40, respectivamente, y los intereses moratorios con la orden de pago No. 1067 del 27 de octubre de 2003 por valor de $7.024.044.00; todos con cargo al rubro presupuestal de “Sentencias Judiciales”.

Se incumple con el término establecido en el artículo 176 del Código Contencioso Administrativo, relacionado con el pago de las sentencias, evidenciando ausencia de controles para el trámite de liquidación y pago oportuno de las sentencias.

Esta situación lleva a la aplicación del artículo 177 del Código Contencioso Administrativo, para el pago de los intereses moratorios, sumados al daño patrimonial de la sentencia judicial en contra del Distrito.

Respuesta de la Administración: "... La sentencia quedó debidamente ejecutoriada el 23 de abril de 2002, y se expiden las copias auténticas el 12 de julio 2002. La Oficial Mayor del Tribunal Administrativo de Cundinamarca remite a la Alcaldía Mayor la copia auténtica con constancia ejecutoria y se recibe en la actual Subdirección de Gestión Judicial el día julio 23 de 2002.

El 5 de agosto de 2002 con Rad. Int. N° 2-2002 28902 se remite la providencia auténtica del Tribunal Administrativo de Cundinamarca al Presidente del Concejo, doctor SAMUEL ARRIETA BUELVAS, para que ordene a quien corresponda el cumplimiento de dicho fallo, es decir, el reintegro y la liquidación de los salarios dejados de percibir desde el momento del despido hasta cuando se haga efectivo el reintegro. 

El 5 de agosto de 2002 con Rad. Int. N° 3-2002 10358 se remite el proyecto de resolución para la firma del señor Alcalde Mayor.

El 23  de agosto de 2002 se recibe copia de la Resolución N° 302 del 16 de agosto de 2002 firmada por el Alcalde Mayor, dando cumplimiento a lo consagrado por el Art. 176 del CCA.

El 23 de agosto de 2002 se remite copia de la Resolución N° 302 al Contralor de Bogotá, al Personero y al Presidente del Concejo de Bogotá para su conocimiento y los trámites respectivos.

El 10 de septiembre de 2002 se recibe del Director Administrativo y Financiero del Concejo de Bogotá, doctor Darcio Antonio Serna Córdoba, copia auténtica de la Resolución N° 000434 de fecha 9 de septiembre del mismo año, emanada de la Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, mediante la cual en su Artículo Primero resolvió Reintegrar  al señor Henry Hernández Beltrán. 

Con Resolución N° 00522 del 29 de octubre del mismo año, se revoca la Resolución N° 000434 del 9 de septiembre de 2002 en todas sus partes.

Con radicación interna N° 1-2003-02959 de enero 27 de 2003 se recibe la sentencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, y el poder legalmente conferido por el actor al apoderado doctor Abelardo Barrera Martínez, con facultad para recibir.

Con radicación interna N° 1-2003-27670 de junio 11 de 2003 se recibe la liquidación remitida por la Directora Administrativa y Financiera del Concejo.

Una vez revisada dicha liquidación se hace la devolución según radicación N° 2-2003-24465 para que se efectúen varias aclaraciones.

Con radicaciones N° 1-2003-28587 de junio 17 de 2003 y N° 1-2003-29486 del 25 de junio de 2003  se recibe la liquidación con las correcciones respectivas.

Con Radicación Interna N° 3-2003-09649 de junio 26 de 2003 se remite a la Unidad Financiera de la Secretaría General la solicitud de Disponibilidad por valor de $67.053.958.oo, según la liquidación de los salarios del período comprendido desde el 16 de julio de 1998 hasta el 7 de octubre de 2002, fecha en la que el actor fue notificado personalmente y no aceptó reintegrarse al cargo que le fue asignado.

Se recibe comunicación del actor según Rad. Int. N° 1-2003-31182 de julio 8 de 2003 en la que solicita se le consigne el valor correspondiente equivalente al 70% en su cuenta personal y el 30% al apoderado.

Con Rad. Int. N° 3-2003-10435 de julio 10 se comunica a la Oficina Administrativa y Financiera para que sea modificada la Resolución de Pago 292 según la solicitud de disponibilidad remitida en junio 26.

De acuerdo con la solicitud del actor, la Unidad Financiera acatando lo solicitado, expide las Ordenes de Pago N° 474 de julio 17 de 2003 por $34.489.509.80, más el valor de las prestaciones o deducibles correspondiente a $17.783.230 para un total de $52.272.739.80; y con la Orden de Pago N° 475 se le consigna al apoderado la suma de $14.781.218.40 correspondiente al 30% del neto a pagar. Dando así cumplimiento a la Solicitud de Disponibilidad remitida por esta Subdirección a la Unidad Financiera por valor de $67.053.958.oo. 

Con Rad. Int. 2-2003-40723 de septiembre 3 de 2003 se remite copia de la orden de pago N° 474 y se le solicita se liquiden los intereses moratorios.

Con Rad. Int. N° 1-2003-52015 de octubre 2 de 2003 se recibe la liquidación de los intereses.

Con Rad. Int. N° 3-2003-15683 de octubre 7 de 2003 se remite a la Unidad Financiera la Solicitud de Disponibilidad  Presupuestal por valor de $7.024.044 correspondiente a los intereses moratorios del período comprendido entre el 27 de enero de 2003 fecha en que se recibió la solicitud del apoderado junto con el fallo y el poder para recibir hasta julio 7 de 2003 fecha en la que se expidió la orden de pago respectiva.

Con orden de Pago N° 1067 de octubre 27 de 2003 se remite a la Tesorería Distrital para el desembolso respectivo dando así cumplimiento a lo establecido en el fallo respectivo.

De conformidad con los Decretos 768 de 1993 y 818 de 1994 “Quien fuere beneficiario de una obligación dineraria en una sentencia condenatoria, su apoderado para el efecto, elevará la respectiva solicitud de pago ante la Oficina de Asuntos Judiciales mediante comunicación escrita, donde conste la presentación personal ante un juez o notario y en la cual deberá afirmar bajo la gravedad de juramento que no se ha presentado ninguna otra solicitud de pago, adjuntando las sentencias debidamente ejecutoriadas”, para el caso que nos ocupa el representante judicial no allegó la documentación requerida de acuerdo a la normatividad antes mencionada.

De igual manera, la norma antes mencionada reza: “Cuando por cualquier motivo el organismo condenado retarde o incumpla la actuación administrativa requerida para hacer efectivo un reintegro, sin perjuicio de la responsabilidad Disciplinaria en que este incurre, podrá efectuar pagos parciales por los valores debidos desde la ejecutoria de la sentencia hasta la fecha en que se presente la respectiva solicitud, y desde esa fecha hasta que se produzca la actuación administrativa correspondiente”.

De lo precedentemente expuesto se concluye fácilmente que de la fecha del envió de la sentencia ejecutoriada a esta oficina, las actuaciones fueron en todo momento diligentes; 

Se reitera lo expuesto sobre el particular en respuesta al hallazgo anterior, en el sentido que la Subdirección de Gestión Judicial no  tiene como función principal liquidar los fallos condenatorios; dicha situación corresponde a la entidad donde haya se generado la obligación. Subdirección se limita a solicitar la liquidación a la entidad respectiva."

Análisis de la Respuesta: No se acepta la respuesta de la entidad, teniendo en cuenta no solamente el reconocimiento y pago al actor por el reintegro ordenado en el fallo, sino por la causación de los intereses moratorios originado en el no pago oportuno de la sentencia, evidenciado en la mora en el trámite de 10 meses 10 días, ocurrido desde la fecha de radicación de los documentos por parte del apoderado de la parte actora, del 27 de enero de 2003 al 27 de octubre de 2003, día de pago de la misma, como se observa en las fechas del trámite para la solicitud de la liquidación.

Hechos que originaron el detrimento al patrimonio Distrital en cuantía de $74´078.002.00 incluidos los intereses moratorios de $7´024.044.00, en presunta responsabilidad compartida entre la Subdirección de Gestión Judicial y el Concejo de Bogotá, cuyo cumplimiento de la sentencia judicial no fue oportuno en el pago, lo que ocasionó el reconocimiento y pago de los mismos de conformidad  con lo establecido en el artículo 177 del C.C.A.

Igualmente, en presunta responsabilidad del Concejo de Bogotá D.C., por el daño ocasionado respecto del despido del actor, mediante la Resolución No 000932 de julio 16 de 1998 que lo declaró insubsistente en el cargo de Auxiliar de servicios generales VI A - Escolta, lo que ocasionó el reintegro con  el fallo ordenado y en igual forma, del Subdirector Administrativo y Financiero para la época de los hechos de dicha entidad, demostrado en el proceso como desviación de poder de la autoridad nominadora y probados los motivos personales y políticos en cabeza del Concejal  Flavio Maya.

Conforme a lo observado, y a la no aceptación de la respuesta, se ratifica el hallazgo fiscal en cuantía de $74´078.359.25 incluidos intereses moratorios por valor de $7´024.044.00 por lo cual se trasladará a la Dirección de Responsabilidad y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría e igualmente se tipifica como hallazgo de tipo disciplinario por la falta de diligencia y oportunidad en el trámite del pago dando lugar al pago de intereses de mora, debiendo trasladarse a la Personería de Bogotá, D.C. 

En el Comité de Conciliación, según Acta No. 21 del 22 de diciembre de 2003, se decidió iniciar la Acción de Repetición.

Hallazgo 13. Acción Popular 2001-064: Residentes del Barrio Hipódromo contra Bogotá Distrito Capital – Secretaría de Gobierno y los establecimientos de comercio de la zona.

Una vez revisado y analizado el proceso A.P. 2001-064, se observa que el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 4ª. Subsección B y confirmado por el Consejo Administrativo, (sic) Sección 1ª. ordena el pago de 10 slmv en partes iguales entre el Distrito Capital y los establecimientos de Comercio. Mediante la orden de pago No. 397 del 8 de julio de 2003, se cancela la suma de $3.090.000,00, de la cual se deduce el valor fallado en contra del Distrito y además el valor a que fueron condenados los establecimientos de comercio, lo que incrementa el daño patrimonial.

Lo que constituye en una presunta transgresión del artículo 6 de la Ley 610 de 2000.

Respuesta de la Administración: "... De acuerdo con el oficio con Rad. Int. N° 1-2002-47053 de noviembre 6 de 2002, dirigido al doctor Fernando Augusto Medina Gutiérrez, por la Asesora jurídica de la Secretaría de Gobierno, doctora Diana Cecilia Pérez Clavijo, se remite oficio de la Personería y solicita se le de cumplimiento al fallo del Consejo de Estado del 27 de junio de 2002.

Por tal motivo y al no obtener ninguna comunicación de los Residentes del barrio Hipódromo se procedió a dar cumplimiento mediante un Depósito judicial según orden de pago N° 397 de julio 8 de 2003."

Análisis de la Respuesta: No se acepta la respuesta de la entidad, teniendo en cuenta no solamente el reconocimiento y pago del incentivo a los actores por la vulneración de derechos colectivos y calidad de vida, que conllevó a acceder a la pretensión del sellamiento definitivo de los establecimientos, para la protección de los mismos y del goce de un ambiente sano, la seguridad y salubridad, ordenando a la Alcaldía de Kennedy a cerrar de manera definitiva e inmediata los establecimientos en mención; toda vez que se está haciendo uso indebido de la zona o área de actividad residencial, sino igualmente a la falta de gestión en el cumplimiento de las funciones del Alcalde Local, para la época de los hechos en presunta responsabilidad. 

Hecho que originó el detrimento al patrimonio distrital en cuantía de $3´090.000.00 valor del incentivo de ley reconocido y pagado según orden de pago No. 397 del 8 de julio de 2003,  que si su actuar se hubiera ajustado a la ley, no habría dado lugar a que se incoara la acción y al fallo de la sentencia judicial que determinó acceder a las pretensiones de los accionantes y le fijó seis meses para el cumplimiento de la orden judicial, conminándolo a no permitir nuevas instalaciones de este tipo de negocios, fijando como incentivo para la parte accionante, la suma de 10 salarios mínimos legales mensuales vigentes a cargo de la Alcaldía Mayor de Bogotá y de cada uno de los propietarios de los establecimientos de comercio, en partes iguales; en presunta responsabilidad del Alcalde Mayor de Bogotá D.C., por el daño ocasionado respecto del pago del incentivo. 

En consecuencia, se ratifica el hallazgo fiscal en cuantía de $3´090.000.oo por lo cual se trasladará a la Dirección de Responsabilidad y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría e igualmente se tipifica como hallazgo de tipo disciplinario por la falta de diligencia en sus funciones conminándolo a no permitir nuevas instalaciones de este tipo de negocios, lo que conllevó al pago del incentivo, debiendo trasladarse a la Personería de Bogotá, D.C. 

En el Comité de Conciliación, según Acta No. 15 del 11 de agosto de 2003, se decidió no iniciar la Acción de Repetición.

Hallazgo 14. Acción Popular 2001-0495: Junta Comunal Barrio Los Campos contra Bogotá Distrito Capital – Alcaldía de Negativa (Mayor cesión de áreas comunales).

Una vez revisado y analizado el proceso A.P. 20001(SIC)-0495, se observa que se condenó al pago de $3.090.000,00, ordenado en la sentencia emitida por el Consejo de Estado, sección 1ª. Del 8 de noviembre de 2002. Pago que se realizó mediante la orden de pago No. 150 del 25 de abril de 2003, lo que se constituye en daño patrimonial por sentencia judicial con fallo adverso al Distrito Capital, en una presunta transgresión del artículo 6 de la Ley 610 de 2000.

Respuesta de la Administración: "... Una vez ejecutoriado el fallo del Consejo de Estado la actual Subdirección de Gestión Judicial debía adelantar los trámites para el cumplimiento del mismo, toda vez que ordena a la Alcaldía Mayor a dar cumplimiento al numeral 7 en el que concede a la Junta de Acción Comunal de la Urbanización los Campos a título de indemnización el incentivo de 10 salarios mínimos y mediante orden de pago N° 150 de abril 25 la unidad financiera la remite a la Tesorería Distrital para que esta realice el desembolso respectivo.

Con relación a este hallazgo cabe anotar, que los funcionarios de la  Administración que dieron cumplimiento a la decisión judicial, simplemente actuaron en cumplimiento de un deber legal, cuya inobservancia constituye una prohibición y da lugar a sanción disciplinaria, al tenor de lo establecido en los  artículos 34 y 35 de la Ley 734 de 2002, del siguiente tenor:

“Artículo 34. Deberes. Son deberes de todo servidor público: 

Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución....

Artículo 35. Prohibiciones. A todo servidor público le está prohibido: 

Incumplir los deberes o abusar de los derechos o extralimitar las funciones contenidas en la Constitución... 

24. Incumplir cualquier decisión judicial, fiscal, administrativa, o disciplinaria en razón o con ocasión del cargo o funciones, u obstaculizar su ejecución. 

Por su parte el Decreto 714 de 1996, preceptúa:

“Artículo 33º.- De las Sentencias Judiciales...

Será responsabilidad de cada Órgano y Entidad defender los intereses del Distrito Capital, debiendo realizar todas las actuaciones necesarias en los procesos y cumplir las decisiones judiciales, para lo cual el jefe de cada Órgano o Entidad tomará las medidas conducentes. (…)”

En consecuencia, no puede considerarse hallazgo, el hecho de dar cumplimiento a la decisión judicial."
Análisis de la Respuesta: No se acepta la respuesta de la Entidad, al considerarse que si bien es cierto este  hallazgo fiscal, obedeció al hecho de dar cumplimiento a la decisión judicial, no es menos cierto que por la negligencia de la Alcaldía Local de Engativá, la Defensoría del Espacio Público y el Departamento de Planeación Distrital para la época de los hechos, como entidades generadoras del daño, dieron lugar al reconocimiento del incentivo reconocido y pagado de 10 salarios mínimos mediante orden de pago No. 150 de abril 25 de 2003 por valor de $3´090.000.00, que si su actuar se hubiera ajustado a la ley, no habría dado lugar a que se incoara la acción.

Toda vez que se presentó demanda contra el Distrito Capital, para obtener la protección de los derechos e intereses colectivos en la defensa del Patrimonio Público, el goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público, porque la Sociedad Urbanización Los Campos Ltda., incumplió con sus obligaciones y cometió serias irregularidades en desarrollo de la licencia de urbanismo, razón que obligó a la intervención y toma de la posesión por parte de la Superintendencia Bancaria mediante Resolución 0613 de 1974, entregando la administración de la urbanización al INSCREDIAL, hoy INURBE, el que a su vez ejecutó las labores de urbanismo e hizo cesión gratuita al Distrito Capital de las áreas de cesión obligatoria, como son las zonas verdes de uso público y vías públicas.

Mediante Resolución 2093 del 15 de junio de 1988 la Superintendencia devolvió los negocios a la urbanizadora, la que loteó las zonas verdes de uso público y los vendió a particulares, siendo la mayoría miembros de la Junta de Acción Comunal.

En consecuencia, la responsabilidad fiscal por el daño causado del incentivo de $3´090.000.00, reconocido y pagado está a cargo de la Alcaldía Local de Engativá, la Defensoría del Espacio Público y el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, representantes legales y funcionarios para la época de los hechos. 

Igualmente se dará traslado a la Personería Distrital para que adelante la investigación disciplinaria a que haya lugar por incumplimiento de lo normado respecto de las zonas verdes las que son bienes de uso público de acuerdo con el artículo 6º de la Ley 9ª de 1989, como tales son inalienables, imprescriptibles e inembargables, y no así, de los funcionarios de la Administración que dieron cumplimiento  a  la decisión judicial,  en cumplimiento de un deber legal Decreto No. 714 de 1996.

Se sometió el caso al Comité de Conciliación, según Acta No. 21 del 22 de diciembre de 2003, en el que se decidió NO iniciar la Acción de Repetición

.

Hallazgo 15. Acción de Grupo 99-004: Oswaldo Obregón Alvarez y otros contra Bogotá Distrito Capital – Caja Promotora de Vivienda Militar (Urbanización San Luis).
Una vez revisado y analizado el proceso A.G.99-04, se evidenciaron cuatro pagos; dos por pago de honorarios fijados por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección 1ª. Subsección B, otro por el 40% de las costas en fallo de primera instancia del mismo tribunal, confirmado en fallo de segunda instancia por el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo sección 1ª. del 14 de febrero de 2002.

El pago de los honorarios se canceló mediante las órdenes de pago N°s. 41 y 42 del 5 de marzo de 2003 por valor de $200.000,oo cada una, las costas con la orden de pago N° 440 del 9 de julio de 2003 por la suma de $2.000.000.oo y la sentencia condenatoria con la orden de pago N° 1371 del 25 de noviembre de 2003 por $20.907.006.32; todos con cargo al rubro presupuestal de “Sentencias Judiciales”.

Lo que se constituye en una presunta transgresión del artículo 6 de la Ley 610 de 2000.

Respuesta de la Administración: "... El Consejo de Estado, Sección primera, mediante sentencia del 14 febrero de 2002, modificó el numeral tercero y confirmó en los demás numerales la providencia del Tribunal Administrativo de Cundinamarca del 19 de julio de 2001, en la que solidariamente condenan al Distrito Capital a cancelar el 40% de la indemnización, el 40% a Transequipos Ltda. y el 20% a la Caja Promotora de Vivienda Militar.

Según el fallo del Tribunal en el numeral segundo y confirmado por el Consejo de Estado condena a pagar a los siguientes demandantes JOSE RAFAEL GORDILLO, RAMIRO CACERES DURAN, CARLOS ALBERTO VARGAS Y JUA DE JESUS QUINTERO.

Del numeral anterior quiero hacer claridad que tres de los demandantes están incluidos en el fallo de Marcos Yesid García y Otros  A.G. 99-001, formando parte de esta Acción de Grupo sólo el señor Ramiro Cáceres Durán.

Con Auto del Tribunal Administrativo de Cundinamarca del 15 de octubre de 2002 el apoderado de la contraparte solicita se tenga en cuenta como accionante en este proceso a la señora Alicia Rojas Rojas.

Mediante comunicación noviembre 15 de 2002 con Rad. Int. N° 2-2002-44088 dirigida a la Defensora Delegada para los Derechos Colectivos doctora Yamile Salinas Abdala, con la finalidad de que la dependencia a su cargo adopte las gestiones necesarias para realizar el cumplimiento del fallo, toda vez que a la fecha ninguno de los accionantes ni su apoderado ha acreditado ni aportado a esta entidad los documentos necesarios para proceder al cumplimiento del fallo proferido por el Consejo de Estado dentro de la acción de Grupo de acuerdo con los requisitos previstos por los Decretos 768 de 1993 y 818 de 1994.

Se dirige comunicación de noviembre 15 de 2002, con Rad. Int. N° 2-2002-44086 al señor Vicealmirante Gilberto Roncancio Sarmiento, Gerente de la Caja de Vivienda Militar, con la finalidad de que la dependencia a su cargo adopte las gestiones necesarias para realizar el cumplimiento del fallo, toda vez que a la fecha ninguno de los accionantes ni su apoderado ha acreditado ni aportado a esta entidad los documentos necesarios para proceder al cumplimiento del fallo proferido por el Consejo de Estado dentro de la Acción de Grupo de acuerdo con los requisitos previstos por los Decretos 768 de 1993 y 818 de 1994.

Mediante comunicación de noviembre 15 de 2002 con Rad. Int. N° 2-2002-44092 dirigida al doctor Orlando Fernández Berbeo, apoderado de los actores, se le informa que mediante Resolución N° 108 de 2002 firmada por el señor Alcalde Mayor ordenó dar cumplimiento  a la sentencia del Consejo de Estado, por lo tanto en calidad de apoderado de los accionantes se le solicita presentar la correspondiente solicitud de pago acreditando mediante prueba idónea las sumas canceladas a título de cuota inicial y en especial las sumas abonadas a capital de los créditos hipotecarios de vivienda.

En mayo 14 de 2003 con Rad. Int. N° 1-2003-21266 el doctor Orlando Fernández Berbeo, apoderado de los actores de la Acción de Grupo, le solicita al doctor José Fernando Suárez, Subdirector de Gestión Judicial, que sean ubicados los dineros de la indemnización a la Defensoría del Pueblo conforme a la cuenta presentada por la Caja Promotora de Vivienda Militar, correspondiéndole a la Alcaldía Mayor pagar el 40% de acuerdo a lo ordenado por el fallo, al igual que consignar en la cuenta personal lo correspondiente a los honorarios en cuantía del 40% y equivalente a dos millones de pesos ($2.000.000.oo)

Con Rad. Int. N° 2-2003-26135 de junio 25 de 2003 se le da respuesta al doctor Orlando Fernández Berbeo de las solicitudes anteriores y se deja como precedente que la documentación allegada por él, no es suficiente toda vez que no remite los documentos soportes como son las certificaciones idóneas por parte de la entidad financiera de los abonos a capital y la certificación de Transequipos de las cuotas iniciales, por lo que se le solicita allegar la documentación para continuar con el trámite de pago lo antes posible.

La Defensoría del Pueblo con Rad. Int|. N° 1-2003-50340 remite al Director de la Oficina de Asuntos Judiciales la liquidación allegada por el apoderado del actor en la que le solicita la revisión de la liquidación de los accionantes.

Con Rad. Int, N° 1-2003-45998 de septiembre de 2003 se da respuesta al doctor Fernando Fuquen Jiménez, Subdirector Financiero de la Defensoría del Pueblo, informándole que en la documentación presentada por el apoderado de los actores no reposan las certificaciones de lo pagado como cuota inicial a la constructora y los abonos a capital realizados por los demandantes a las entidades financieras de créditos hipotecarios.

En noviembre 18 de 2003 se remite la liquidación a la Unidad Financiera de la Secretaría General de las cuotas iniciales para el desembolso respectivo a la Defensoría del Pueblo de los dos accionantes de la acción de Grupo 99-004 por valor de $22.863.819.72 correspondiente al 40% del valor total, y con orden de Pago N° 1371 de noviembre 25 del mismo año se remite a la Tesorería Distrital para el desembolso y pago a los mismos.

La Subdirección de Gestión Judicial solicitó a la entidad financiera Davivienda, allegar las certificaciones de los abonos a capital de los créditos hipotecarios de los accionantes Ramiro Cáceres Durán y Alicia Rojas Rojas con copia a la Superintendencia Bancaria - Oficina de Quejas, para que por intermedio de esta entidad se surta lo solicitado a Davivienda.

Con Rad. Int. N° 3-2004-05864 se remite a la Unidad Financiera para el trámite de pago respectivo la liquidación de los abonos a capital junto con las certificaciones allegadas por la entidad financiera de los créditos hipotecarios para la elaboración de la Orden de pago y remisión a la Tesorería Distrital para que esta efectué el desembolso a la Defensoría del Pueblo y así dar cumplimiento a lo establecido en el fallo del Consejo de Estado.

Con Orden de Pago N° 496 de julio 6 de 2004 por valor de $15.524.080.73 se da cumplimiento al mismo.

Mediante comunicación dirigida al doctor Fernando Fuquen Jiménez, Subdirector Financiero de la Defensoría del Pueblo, según rad. Int. N° 2-2004-40794 se le informa del desembolso efectuado por la Tesorería Distrital a la Defensoría del Pueblo mediante orden de pago N° 496 por valor de $15.521.395.73 junto con las liquidaciones.

No se comparte este señalamiento como hallazgo de una presunta transgresión del artículo 6 de la Ley 610 de 2000, como quiera que, como se anotó en respuesta anterior, es deber legal de los funcionarios el pago de las sentencias ordenadas por un ente judicial, no existiendo por este sólo hecho  daño patrimonial por acción u omisión, menos aún se puede atribuir como conducta dolosa el hecho de dar cumplimiento a la orden de autoridad competente; por lo tanto no es de recibo dar aplicación al artículo 6 de la norma en comento cuando se trata de dar cumplimiento a las sentencia, como en el presente caso fue la conducta asumida por los funcionarios de la Secretaría que intervinieron en el trámite.

Sin perjuicio de lo expuesto, cabe anotar que está previsto someter este caso al próximo Comité de Conciliación que se reunirá en el mes de noviembre del año en curso."

Análisis de la Respuesta: No se acepta la respuesta de la Entidad, al considerarse como se anotó en respuesta anterior, que si bien es cierto este  hallazgo fiscal, obedeció al hecho de dar cumplimiento a la decisión judicial, no es menos cierto que la CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA POPULAR, DISTRITO CAPITAL- PLANEACION DISTRITAL, como entidades generadoras del daño, originaron el reconocimiento de lo pagado mediante órdenes de pago así: orden de pago No. 41 y 42 del 05 de marzo de2003 por valor de $200.000.00 cada una, por concepto de peritaje; orden de pago No. 440 del 9 de julio de 2003 por valor de $2´000.000.00 por costas del proceso; orden de pago No. 1371 del 25 de noviembre de 2003 por valor de $20´907.006,32 correspondiente al pago de la sentencia de uno de los cuatro accionantes y la orden de pago No. 496 por valor de $15.621.395.73 del pago de la sentencia de otro de los cuatro accionantes, para un total del daño fiscal de $38´928.402,05 como daño patrimonial, que si el actuar de las citadas entidades se hubiera ajustado conforme a la ley , no habría dado lugar a que se incoara la acción, por lo que se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría.

En consecuencia, la responsabilidad está a cargo de la CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA POPULAR en un 20%, DISTRITO CAPITAL- PLANEACION DISTRITAL en un 40%, y la firma TRANSEQUIPOS Y CONSTRUCCIONES LTDA., en un 40%, de los funcionarios para la época de los hechos. 
Igualmente se dará traslado a la Personería Distrital para que adelante la investigación disciplinaria a que haya lugar por incumplimiento del Decreto 714 de 1996, igualmente por no someter dentro del término legal, el caso al Comité de Conciliación (numeral 9º), y no así, de los funcionarios de la  Administración que dieron cumplimiento a la decisión judicial, en cumplimiento de un deber legal, Decreto 714 de 1996. 

Hallazgo 16. Proceso 2602: Ricardo Afanador Soto contra Bogotá Distrito Capital - Consejo del Registro Unico de Proponentes de Santa Fe de Bogotá (Nulidad y Restablecimiento del Derecho).

Una vez revisado y analizado el proceso 2602, se evidenció el pago de $48.240.623.oo ordenado en fallo de la Jurisdicción Contencioso Administrativo, según Resolución 213 del 28 de mayo de 2003 de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor.

Este pago se realizó mediante la orden de pago N° 380 del 20 de junio de 2003, lo que se constituye en daño patrimonial por sentencias judiciales con fallo adverso al distrito Capital, en una presunta transgresión del artículo 6 de la Ley 610 de 2000.

Respuesta de la Administración: "... Este proceso quedó ejecutoriado el 17 de enero de 2003, y remitida la cuenta de cobro, el poder para recibir y lo fallos de primera y segunda instancia por el apoderado del actor según Rad. Int. N° 1-2003-21310 en mayo 15 de 2003. 

Una vez recibida la solicitud del apoderado la Subdirección de Gestión Judicial proyectó el acto administrativo para la firma del Señor Alcalde Mayor, el cual es firmado el 28 de mayo del mismo año e identificado como Resolución N° 213, la cual es remitida junto con la Solicitud de Disponibilidad Presupuestal a la Unidad Financiera para adelantar el trámite de pago por el valor de los perjuicios materiales causados por pérdida de oportunidad, los cuales se estiman en $48.240.623.oo; la citada Unidad remite Orden de Pago N° 380 de junio 20 de 2003 a la Tesorería Distrital para el desembolso respectivo.

Se encuentra en el Consejo de Estado Sala Plena de lo Contencioso Administrativo el recurso extraordinario de súplica interpuesto por el apoderado del actor.

No comparto el señalamiento, que endilga su despacho como quiera que es deber legal el pago de las sentencias ordenadas por un ente Judicial, no existe en este evento daño patrimonial por acción u omisión, el hecho de dar cumplimiento a la orden de autoridad competente, menos aún se le puede atribuir como conducta dolosa; por lo tanto no es de recibo dar aplicación al artículo 6 de la norma en comento cuando se trata de dar cumplimiento a las sentencia, como en el presente caso fue la conducta asumida por la Subdirección de Gestión Judicial, en caso contrario, estaríamos subsumiendo conductas disciplinariamente sancionadas como el detrimento patrimonial al pago de intereses moratorios." 

Análisis de la Respuesta: No se aceptan los argumentos de la Entidad, al considerar igualmente lo anotado en las dos respuestas anteriores, en lo relacionado con el cumplimiento a la decisión judicial y el trámite de la liquidación y pago de la condena, al declarar la nulidad de las Resoluciones Nos. 066 del 3 de diciembre de 1991 y 74 del 25 de marzo de 1992, proferidas por el Consejo del Registro Unico de Proponentes de Santa Fe de Bogotá, que canceló la inscripción del señor Ricardo Afanador, en consecuencia, se condenó al Distrito Capital a reconocer y pagar el valor de los perjuicios materiales causados por concepto de la pérdida de oportunidad, estimados en $48.240.623,00  actualizados de acuerdo con el índice de precios al consumidor a partir del 10 de abril de 1994 y hasta la fecha de ejecutoria de la sentencia, cuya suma actualizada resultante, ganará intereses comerciales corrientes dentro de los seis meses siguientes a la ejecutoria de la sentencia y comerciales moratorios en caso de no-pago desde el vencimiento de este término hasta su cancelación.

El daño fiscal de $48.240.623,00 está en la responsabilidad del Consejo del Registro Unico de Proponentes de Santa Fe de Bogotá D.C. y de los funcionarios de las mismas para la época de los hechos, por lo que se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva. Igualmente se hará a la Personería Distrital para que adelante la investigación disciplinaria a que haya lugar por incumplimiento y no así, de los funcionarios de la  Administración que dieron cumplimiento a la decisión judicial, en cumplimiento de un deber legal - Decreto 714 de 1996 -, como se anotó en respuesta anterior.

Se sometió a consideración del Comité de Conciliación según Acta No.15 del 11 de agosto de 2003, en el que decidió NO iniciar la Acción de Repetición.


Hallazgo No. 17 ACTA N° 9: Luis Fernando González Paez contra Bogotá Distrito Capital – Fondo Local Barrios Unidos (Conciliación Prejudicial - Laudo Arbitral).

Una vez revisada y analizada el Acta N° 9, mediante la cual se resolvió un laudo arbitral por actualización del capital de marzo de 2001 a junio de 2002, se evidenció el pago de $2.985.425.oo, en cumplimiento de la Resolución N° 086 de 2002 proferida por el Alcalde Mayor.

Este pago se realizó mediante la Orden de Pago N° 436 del 9 de junio de 2003, lo que se constituye en daño patrimonial por sentencias judiciales con fallo adverso al Distrito Capital y presunta Transgresión del artículo 6 de la Ley 610 de 2000.

Respuesta de la Administración: "... Mediante Orden de Pago N° 320 de junio 6 de 2002 por valor de $84.727.967.15 se da cumplimiento a lo establecido en el laudo Arbitral.

De acuerdo al fallo, el laudo Arbitral autoriza actualizar el capital, a lo cual se dio cumplimiento con la orden que se menciona en su comunicación. Cabe anotar que es un deber legal el pago de las sentencias, no existiendo en este evento daño patrimonial por acción u omisión por el hecho de dar cumplimiento a la orden de autoridad competente, menos aún se le puede atribuir como conducta dolosa; por lo tanto no es de recibo dar aplicación al artículo 6 de la norma en comento cuando se trata de dar cumplimiento a las sentencia, como en el presente caso fue la conducta asumida por esta Subdirección en caso contrario estaríamos subsumiendo conductas disciplinariamente sancionadas como el detrimento patrimonial al pago de intereses moratorios. 

Sobre el tema específico de la actualización monetaria, es pertinente mencionar Sentencia del 30 de septiembre de 1984, de la Corte Suprema de Justicia, en la cual se establece que el deudor debe cancelar la corrección monetaria para que el pago sea completo, justo y equitativo....

Del anterior pronunciamiento, y de muchos otros tanto del Consejo de Estado como de la Corte Constitucional, se puede concluir que la indexación tiene las siguientes características: 

a) Es un proceso objetivo al que se le aplican índices de público conocimiento, como el IPC. 

b) Es un proceso que garantiza la efectividad del derecho sustantivo. 

c) Permite que el pago de una obligación sea total y no parcial por la pérdida del poder adquisitivo de la moneda en el tiempo. 

d) Desarrolla la justicia y la equidad. 

e) Cuando se indexa una suma de dinero pasada no se condena en el presente a un mayor valor, sino exactamente al mismo valor pasado pero en términos presentes. 

En consideración a lo anterior, no puede deducirse detrimento por la naturaleza de la condena, toda vez que sólo corresponde al reconocimiento de un derecho, y no puede afirmarse que todo pago que se efectúe por este concepto, constituye detrimento patrimonial." 

Análisis de la Respuesta: No se acepta la respuesta de la Entidad, al considerar que si el Fondo de Desarrollo Local de Barrios Unidos como entidad generadora de daño, hubiere actuado en su deber legal de reconocer, pagar y liquidar el contrato de obra pública No. 142 del 31 de diciembre de 1994, no se hubiera ocasionado el daño, toda vez que el accionante consideró el desequilibrio económico, incluyendo las revisiones de precios pactadas en el contrato con reconocimiento y pago de los valores correspondientes a intereses moratorios máximos legales, desde el momento en que se causaron los reajustes de precios y hasta el momento del pago efectivo.

Es necesario tener en cuenta que, dicha indexación, da lugar a un mayor valor del que en el pasado se hubiera reconocido, que es lo que constituye el daño del artículo 6º de la Ley 610 de 2000 que de ninguna forma en aplicación de los postulados de la justicia y la equidad, dejan de constituirse en detrimento del erario público.

Consecuentemente se generó un mayor valor por el reconocimiento y pago de intereses moratorios al de la época de los hechos, situación resuelta con  el Laudo Arbitral del Acta No. 9 del 6 de junio de2001, entre Luis Fernando González Paez contra Bogotá Distrito Capital - Fondo Local Barrios Unidos, por la actualización de capital (indexación) de marzo de 2001 a junio de 2002, aplicando los índices del IPC, por la pérdida del poder adquisitivo de la moneda en el tiempo correspondiente a $2.985.425,00  de la  orden de pago No. 436 del 9 de junio de 2002 y de la orden de pago No. 320 del 6 de junio de 2003 por $84´727.967,15 en cumplimiento de la Resolución No. 086 de 2002 proferida por el Alcalde Mayor, para un $87´713.92,15 incluidos los intereses moratorios de $31´684.497.oo y las costas de 1ª instancia de $6´057.500.oo y las de la 2ª instancia de $3´384.07,15.

En consecuencia, la responsabilidad está a cargo de la ALCALDIA MAYOR – FONDO DE DESARROLLO LOCAL BARRIOS UNIDOS, funcionarios para la época de los hechos. Por lo anterior, se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría y a la Personería Distrital para que adelante la investigación disciplinaria a que haya lugar igualmente por no someter dentro del término legal, el caso al Comité de Conciliación (numeral 9º), y no así, de los funcionarios de la  Administración que dieron cumplimiento a la decisión judicial, en cumplimiento de un deber legal, -  Decreto 714 de 1996 -, como se anotó en respuesta anterior.

Hallazgo 18. Proceso 98-0607: Etelvina Ruiz García contra Bogotá Distrito Capital – Secretaría General (Nulidad del Decreto 1045 del 31 de octubre de 1997 de Insubsistencia y Restablecimiento del Derecho).

Una vez revisado y analizado el proceso 98-0607, se evidenciaron tres pagos por valor de $414.308.770.70 correspondientes al fallo emitido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección B.

Este fallo se canceló mediante las ordenes de pago Nos. 42147, 42148 y 14 del 25 de febrero de 2004 por valor de $228.625.916.00, $66.639.014.oo y $119.043.840.70, respectivamente; todos con cargo al rubro presupuestal de “Sentencias Judiciales”. Del valor total cancelado, $43.953.815.70 corresponde a la liquidación de intereses moratorios.

Por lo anterior se concluye que se incumplió con el término establecido en el artículo 176 del Código Contencioso Administrativo, evidenciando ausencia de controles para el trámite de liquidación y pago oportuno de las sentencias.

Esta situación lleva a la aplicación del artículo 177 del Código Contencioso Administrativo, para el pago de intereses moratorios, lo que incrementa el daño patrimonial de las sentencias judiciales con fallo en contra del Distrito.

Respuesta de la Administración: "... El fallo quedó ejecutoriado el 27 de junio de 2003.

Con Resolución N° 415 de septiembre 2 de 2003, el señor Alcalde Mayor ordena dar cumplimiento a la sentencia.

Mediante Resolución N° 463 del 24 de septiembre de 2003 se ordenó el Reintegro.

Mediante comunicación según Rad. Int. N° 1-2003-65558 de diciembre 12 de 2003, la apoderada de la actora Etelvina Ruiz allegó a la Subdirección de Gestión Judicial los siguientes documentos:

1.- Fallo en original, auténtico y con constancia de ejecutoria en 30 folios.

2.- Certificados de trabajo, salarios, prestaciones, descuentos y retenciones correspondiente a los servicios prestados por la doctora Etelvina Ruiz García, como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Corporación La Candelaria, del Hospital Vista Hermosa, del Departamento Administrativo de Seguridad –DAS-, de la Procuraduría General de la Nación. 

3.- Poder especial para recibir, conferido para realizar postrámites de cobro.

Por lo anteriormente mencionado se puede demostrar que no hubo ausencia de controles para el trámite respectivo, toda vez que la apoderada allegó la documentación el 12 de diciembre de 2003 y el 31 de diciembre con Resolución N° 735 de diciembre 31 de 2003 se autoriza la reserva para el pago parcial del fallo por valor de $295.264.930 y con Resolución N° 101 del 25 de febrero de 2004 se ordena el desembolso del saldo, del cual se realizó el pago el 26 de febrero según comunicación de la Tesorería Distrital.  

Y CON RESPECTO A LOS INTERESES MORATORIOS

De conformidad con los Decretos 768 de 1993 y 818 de 1994 “Quien fuere beneficiario de una obligación dineraria en una sentencia condenatoria, su  apoderado para el efecto, elevará la respectiva solicitud de pago ante la Oficina de Asuntos Judiciales mediante comunicación escrita, donde conste la presentación personal ante un juez o notario y en la cual deberá afirmar bajo la gravedad de juramento que no se ha presentado ninguna otra solicitud de pago, adjuntando las sentencias debidamente ejecutoriadas”.

De igual manera, la norma antes mencionada reza: “Cuando por cualquier motivo el organismo condenado retarde o incumpla la actuación administrativa requerida para hacer efectivo un reintegro, sin perjuicio de la responsabilidad Disciplinaria en que este incurre, podrá efectuar pagos parciales por los valores debidos desde la ejecutoria de la sentencia hasta la fecha en que se presente la respectiva solicitud, y desde esa fecha hasta que se produzca la actuación administrativa correspondiente."
Análisis de la Respuesta: No se acepta la respuesta de la Entidad, toda vez que en el Sub-lite se debatió la legalidad del Acto Administrativo 1045 del 31 de octubre de 1997, que declaró insubsistente el nombramiento de la actora, quién ocupaba el cargo del Director Grado 25 de la Oficina de Contratación de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Santa fe de Bogotá, que una vez valorada en su conjunto la prueba documental y testimonial, la Sala de Decisión llegó a la convicción que el nominador no actúo conforme a derecho, ya que retiró del servicio a una persona con una trayectoria de 17 años al servicio del Distrito, movido por intereses ajenos a la mejor prestación del servicio.

Quedó demostrada la molestia que le causaba a la Secretaria y al Subsecretario General, la acuciosa gestión administrativa de la actora, su celo en la defensa del patrimonio y su afán de revisar todo minuciosamente para evitar inconvenientes, lo que generó el memorando del 30 de octubre de 1007 de la Secretaría General, en el que se hacen serias acusaciones sobre el desempeño laboral de la actora y sobre la pérdida de unos documentos que en ningún momento fueron su responsabilidad, prueba de ello es que nunca se inició proceso disciplinario.

Encontró probado que la Secretaria General, Dra. Silvia Forero de Guerrero, al provocar con su memorando que el Alcalde Mayor, Paul Bromberg Zilberstein, expidiera el acto de Insubsistencia, no persiguió razones del buen servicio, sino que lo hizo movida por fines o intereses personales. Se estructura la desviación de poder, que impone la anulación del acto acusado con el consiguiente restablecimiento del derecho, declarando la nulidad del Decreto de Insubsistencia del Alcalde Mayor No. 1045 del 31 de octubre de 1997, consecuentemente reintegrarla al mismo cargo, o a uno de igual o superior categoría y al pago de todos los salarios y prestaciones sociales dejados de devengar desde la fecha de su retiro hasta el día en que efectivamente sea reintegrada e indexada. Igualmente  declaró la no solución de continuidad para todos los efectos legales y prestacionales, descontando las sumas recibidas por concepto de desempeño en otro empleo de carácter público y dar aplicación al artículo 176 del C.C.A., para lo relacionado con el cumplimiento de la sentencia.

Y por considerar que si bien es cierto, la administración cumplió con la gestión de los trámites realizada después de presentados los documentos por el apoderado de la parte actora, no es menos cierto, que la reserva y el pago realizado a 31 de diciembre de 2003 por la suma de $295´264.930.00 fue parcial, toda vez que el fallo se canceló totalmente mediante las órdenes de pago Nos. 42147 y 42148 del 25 de febrero de 2004 por valor de $228´625.916.00 y $66´639.014.00 respectivamente, y a la orden No. 14 del 25 de febrero de 2004 por valor de $119.043.840.70 dentro del cual se encuentra la suma de $43´953.815.70 que corresponde a la liquidación de intereses moratorios, que hizo aún más gravosa la situación para el erario del distrito, lo que constituye el detrimento al patrimonio en cuantía de $414´308.770.70.

Respecto de los intereses moratorios reconocidos y pagados constituyen el daño del artículo 6º de la Ley 610 de 2000 como detrimento del erario público, por las mismas razones expuestas en los casos pertinentes que preceden a este hallazgo.

En consecuencia, la responsabilidad está a cargo del DISTRITO CAPITAL - SECRETARIA GENERAL DE LA ALCALDIA MAYOR DE BOGOTA D.C., funcionaria para la época de los hechos, la Subdirección de Gestión Judicial por la mora en el pago de la sentencia lo que conllevó al reconocimiento y pago de los intereses moratorios en cuantía  $43´953.815.70.

Se dará traslado la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría y a la Personería Distrital para que adelante la investigación disciplinaria a que haya lugar, por los considerandos de la sentencia respecto de la insubsistencia que la generó el memorando del 30 de octubre de 1997 de la Secretaría General, en el que se hacen serias acusaciones sobre el desempeño laboral de la actora y sobre la pérdida de unos documentos que en ningún momento fueron su responsabilidad, prueba de ello es que nunca se inició proceso disciplinario, como lo afirmó la sentencia, y no así, por la responsabilidad de los funcionarios de la  Administración que dieron cumplimiento a la decisión judicial, en cumplimiento de un deber legal - Decreto 714 de 1996 -, como se anotó en respuesta anterior.

En el Comité de Conciliación, según Acta No. 5 del 2 de junio de 2004, se decidió iniciar la Acción de Repetición.

Hallazgo 19. Expediente 3714: Elvia Escobar vda. De Castañeda contra Bogotá Distrito Capital – Secretaría de Educación Distrital y Departamento de la Defensoría del espacio Público (Proceso Ordinario Reivindicatorio).

Una vez revisado y analizado el proceso sin número de la señora Elvia Escobar vda de Castañeda contra Bogotá Distrito capital, se evidenció el pago de $74.154.672,45 correspondiente al pago de frutos naturales o civiles desde mayo de 1979 a la fecha, además de la restitución del inmueble, en cumplimiento de la sentencia impuesta por el Juzgado 14 Civil del Circuito de Bogotá, mediante Resolución 179 del 25 de julio de 2003.

El pago de esta sentencia se realizó mediante la orden de pago No. 1669 del 31 de diciembre de 2003, con cargo al rubro presupuestal de “Sentencias Judiciales”. Se transgrede lo normado en el artículo 6 de la ley 610 de 2000.

Respuesta de la Administración: "... Existe una Orden de Pago N° 1669 de diciembre 31 de 2003 por valor de $74.154.672.45 en la que se da cumplimiento a lo establecido por el Juez 14 Civil del Circuito y que de acuerdo a la información suministrada por la Tesorería Distrital el desembolso se realizó el 29 de enero de 2004. fecha esta que se debe tener en cuenta para someterlo al comité de conciliación, los seis meses estarían venciendo en julio 29 de 2004.

Que mediante Acta N° 2 de abril 4 de 2004 el comité de conciliación no encontró mérito para inicial la acción de repetición.   

Si bien es cierto la ejecutoria del fallo de segunda instancia es de Agosto 2 de 1996  y dentro de la sentencia que fuera confirmada en su segunda instancia se resuelve en el numeral 5 de la parte resolutiva: Declarar que el señor HERNANDO ANTONIO ESCOBAR GOMEZ como sucesor sustancial y procesal de Elvia Escobar viuda de Castañeda está obligado a suscribir la correspondiente escritura Pública al Distrito Capital dentro de los seis días siguientes a la ejecutoria de la sentencia en la Notaría Segunda de esta ciudad.

Situación que no se hizo efectiva debido a lo dispendioso que fue el proceso de desenglobe total del predio (Catastro, Registro, Beneficencia, IDU, Notarias, etc.) para así poder cumplir con todos los requerimientos de la sentencia y  sumando un trámite mas, falleció el señor Hernando Antonio Escobar Gómez y luego la enfermedad terminal de su heredera universal que también falleció. 

Por todos estos acontecimientos se inicia un proceso de sucesión y sólo hasta agosto de 2002 se protocolizó la sucesión, todas estas razones condujeron a la demora justificada del trámite de la escrituración de los lotes 11 y 12 y del pago del mismo."

Análisis de la Respuesta: La respuesta es aceptada parcialmente teniendo en cuenta que se presentó fuerza mayor según los eventos anotados por la entidad, para dar cumplimiento a la sentencia y no se acepta, en cuanto  que la sentencia al denegar la pretensión de declaración de dominio pleno a favor de la demandante, en relación con los lotes identificados dentro de la urbanización La Península con los números 11 y 12  que el Distrito Capital está obligado a pagar e indemnizar por el valor comercial y el valor de los frutos civiles, con la actualización respectiva de acuerdo con el IPC., por haber tomado posesión la Secretaría de Educación en predios ajenos que arrojó un valor de $74.154.672.45, situación que ocasionó daño patrimonial con incidencias disciplinarias, por lo que se dará traslado la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría y a la Personería Distrital.

El caso fue sometido a consideración del Comité de Conciliación el 29 de marzo de 2004, de acuerdo con la orden pago No. 1669 del 31 de diciembre de 2003, dentro del término, en el que se decidió NO iniciar la Acción de Repetición.   

Hallazgo 20. Proceso 97-4424: Jaime Hernándo Cortés Casas contra Bogotá Distrito Capital – Secretaría de Hacienda (Nulidad y Restablecimiento del Derecho).

Una vez revisado y analizado el proceso 97-4424, se evidenció el pago de $74.894.101.00, por salarios y demás emolumentos dejados de recibir, en cumplimiento del fallo proferido por el Tribunal Contenciosos Administrativo de Cundinamarca Sección 2ª Subsección B, del 27 de agosto de 1999.

El pago se realizó mediante la orden de pago No. 1667 del 31 de diciembre de 2003, con cargo al rubro presupuestal de “Sentencias Judiciales”. Transgrede el artículo 6 de la ley 610 de 2000.

Respuesta de la Administración: "... De acuerdo a la información dada por la Tesorería Distrital de la Secretaría de Hacienda el depósito Judicial se realizó en el mes de enero de 2004. desde esta fecha se tienen 6 meses para someterlo al comité de conciliación.

El comité de conciliación se reunió el 19 de marzo de 2004 y este SI encontró mérito para iniciar la acción de repetición.

Que de acuerdo al decreto de delegación 854 de 2001 quien debería inicial la acción era la Secretaría de Hacienda por tal motivo se remitió a dicha entidad para que se iniciara la acción de repetición. 

No comparto el señalamiento, como quiera que es nuestro deber legal el pago de las sentencias ordenadas por un ente Judicial, no existe en este evento daño patrimonial por acción u omisión del patrimonio Distrital el hecho de dar cumplimiento a la orden de autoridad competente, menos aun se le puede atribuir como conducta dolosa; por lo tanto no es de recibo dar aplicación al artículo 6 de la norma en comento cuando se trata de dar cumplimiento a las sentencia, como en el presente caso fue la conducta asumida por esta Subdirección en caso contrario estaríamos subsumiendo conductas disciplinariamente sancionadas como el detrimento patrimonial al pago de intereses moratorios."

Análisis de la Respuesta: No se acepta la respuesta, teniendo en cuenta que se declaró la nulidad del Decreto No. 034 del 17 de enero de 1997 expedido por el Alcalde Mayor de Bogotá, por cuanto dejó de incorporar en la nueva planta de personal de la Secretaría de Hacienda al accionante, en el cargo de Profesional Especializado 16, con el argumento de haber sido suprimido el cargo; se constató que en la nueva planta se incorporaron a dos funcionarios en ese cargo, que no estaban protegidos por el régimen de carrera administrativa, como si lo estaba el demandante. Demostrándose la vulneración de los derechos del accionante e incurrir en desviación de poder.

Ordenó al Distrito Capital - Secretaría de Hacienda a reintegrarlo en el mismo cargo o en condiciones similares y se les condenó a pagarle todos los salarios, prestaciones sociales y demás emolumentos dejados de pagar desde la fecha de la desvinculación hasta el día que sea efectivamente reintegrado, confirmando la sentencia de primera instancia y adicionó el numeral 3º para expresar que de las sumas resultantes a favor del accionante se le descuente lo pagado por concepto de indemnización por supresión del cargo, debidamente indexado.

En cumplimiento de dicho fallo, se canceló mediante la orden de pago No. 1667 de fecha 31 de diciembre de 2003, $74.894.101,00 por concepto de indemnización, que constituye el daño patrimonial. En consecuencia, la responsabilidad fiscal está a cargo del Alcalde Mayor de Bogotá, el Secretario de Hacienda de Bogotá D.C., del Director Administrativo o de personal y funcionarios para la época de los hechos.

Por los hechos anteriormente descritos, se dará traslado la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría y a la Personería Distrital.

Según Acta del Comité de Conciliación 19 de marzo de 2004, se decidió iniciar la Acción de Repetición.
Hallazgo 21. Proceso 1998-2413: Olegario Hernández Díaz contra Bogotá Distrito Capital – Secretaría de Obras Públicas (Nulidad y Restablecimiento del Derecho).

Una vez revisado y analizado el proceso 1998-2413, se evidenció el pago de $128.448.45, como devolución de la multa impuesta por la Personería en el proceso disciplinario UIE0027 de 1996, en cumplimiento del fallo proferido por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, del 28 de septiembre de 2001.

El pago se realizó mediante la orden de pago No. 19 del 11 de febrero de 2003, con cargo al rubro presupuestal de “Sentencias Judiciales”. Constituyendo daño patrimonial el valor indexado de la multa, esto es la suma de $128.448.45. De acuerdo con lo normado en el artículo 6 de la ley 610 de 2000.

Respuesta de la Administración: "... Revisado el expediente se evidenció que no se encontró ningún pago de 128.448.45 como devolución de la multa impuesta por la Personería de Bogotá, pero si existe un recibo de la Tesorería Distrital, No. 361706 por valor de $285.441.oo, valor cancelado por el señor OLEGARIO HERNANDEZ DIAZ en febrero 11 de 1998 dando cumplimiento a la multa  de 10 días de salario impuesta por la Personería según resolución No. 957 del 7 de noviembre de 1997. 

Según el fallo proferido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sala de Descongestión del 28 de septiembre de 2001 y con constancia de ejecutoria del 12 de febrero de 2002  se le da cumplimiento al artículo 4 “CONDENASE a la Alcaldía Mayor de Bogotá a pagarle al actor los valores correspondientes a los 10 días de salario actualizados de acuerdo al índice de inflación certificado por el DANE…”, mediante la resolución de cumplimiento No. 006 del 3 de enero de 2003 y la resolución No. 035 de 2003 y orden de pago No. 19 de febrero 11 de 2003  por $413.889.45.

El Comité de Conciliación se reunió el 11 de agosto de 2003 no encontró mérito para iniciar acción de repetición. 

No comparto el señalamiento, como quiera que, no existe en este evento daño patrimonial por acción u omisión del patrimonio Distrital el hecho de dar cumplimiento a la orden de autoridad competente, menos aun se le puede atribuir como conducta dolosa; por lo tanto no es de recibo dar aplicación al artículo 6 de la norma en comento cuando se trata de dar cumplimiento a la sentencia, como en el presente caso fue la conducta asumida por esta Subdirección en caso contrario estaríamos subsumiendo conductas disciplinariamente sancionadas como el detrimento patrimonial al pago de intereses moratorios."

Análisis de la Respuesta: No se acepta la respuesta, teniendo en cuenta que se declaró la nulidad del artículo 3º de la Resolución No. 04 del 3 de febrero de 1997 proferida por el Jefe de la Unidad de Investigaciones Especiales y de Apoyo Técnico de la Personería de Santafé de Bogotá por la que se solicitó al Alcalde Mayor de Bogotá, sancionar disciplinariamente al actor con suspensión en el ejercicio del cargo sin derecho a remuneración por 15 días en su condición de Jefe de Servicios Generales de la Secretaría de Obras Públicas de Bogotá - SOP, interventor del contrato 1-338/95.

Igualmente declaró la nulidad del artículo 3º de la Resolución No. 645 del 15 de agosto de 1997 proferida por el Personero de Bogotá, mediante la cual modificó la sanción impuesta, para imponer como correctivo disciplinario una multa equivalente a 10 salarios mínimos devengados para la época de los hechos y en igual forma la nulidad del artículo 3º de la Resolución No. 0957 del 7 de noviembre de 1997, expedida por el Alcalde Mayor, en la que se dispuso sancionar al demandante con la multa impuesta.

Consecuentemente ordenó al Alcalde Mayor Distrito a pagarle al actor los valores correspondientes a lo pagado por el actor como multa actualizado de acuerdo a los índices de inflación certificados por el DANE.
En cumplimiento de dicho fallo, mediante la orden de pago No. 1669 del 31 de diciembre de 2003 se canceló la suma de $413.889,45. En consecuencia, la responsabilidad fiscal está a cargo del Alcalde Mayor de Bogotá, Personero y del Director Administrativo o de Personal, funcionarios para la época de los hechos.

Según Acta del Comité de Conciliación del 15 de agosto de 2003, se decidió NO iniciar la Acción de Repetición.

Por lo descrito, se ocasionó daño patrimonial con incidencias disciplinarias, por lo que se dará traslado la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría y a la Personería Distrital.

HALLAZGO 22. Botero Duque Ospina y Cía Ltda., contra Bogotá Distrito Capital –SEDC (Ejecutivo Contractual).

Una vez revisado y analizado el proceso 2000-1232, se evidenció el pago por valor de $7.207.637.41 según lo ordenado en la providencia judicial proferida por la Sección 3 Subsección B del Tribunal Administrativo de Cundinamarca mediante las ordenes de pago N° 1650 del 30 de diciembre de 2003 y 43 del 26 de febrero 2003, con cargo al rubro presupuestal de sentencias judiciales. Transgrede el artículo 6 de la Ley 610 de 2000.

Igualmente a la fecha no se ha considerado, en el comité de conciliación, la iniciación de acciones tendientes a recuperar dicho valor; transgrediendo lo establecido en el artículo 8 de la Ley  678 del 4 de agosto de 2001”.

Respuesta de la Administración: "... Revisada la carpeta que contiene la documentación relativa al proceso 2000-1232, me permito hacer la  siguiente aclaración con respecto a la Orden de Pago 1650 del 30 de diciembre de 2003, en el sentido de que no existe pago de sentencia con el número y  fecha indicado en la comunicación de este hallazgo.

En relación con  la Orden de Trabajo N° 057/97 de fecha 20 de noviembre de 1997, que dio origen al proceso 2000-1232, de acuerdo con el Acta de liquidación final suscrita entre la Secretaría de Educación  Distrital y el Contratista Botero Duque Ospina y Cia Ltda., quedó un saldo a favor del contratista, por valor de $13.494632.52, saldo que fue reconocido por la Secretaría de Educación, tal como consta en  el referido documento.

Mediante Orden de Pago N° 34546 del 26 de junio de 1998, la Secretaría de Educación Distrital canceló al contratista Botero Duque Ospina, la suma de $9.160.345.60, quedando un saldo pendiente de pagar al contratista en cuantía de $4.334.286.92, valor este base de la demanda Ejecutiva incoada ante el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca.

El Tribunal aprobó la liquidación del crédito presentada por el demandante de la siguiente manera: Capital $4.334.286.92  e  intereses moratorios $2.873.350.49, para un total de $7.207.637.41.

De acuerdo con lo dispuesto en el referido fallo,  se dio cumplimiento al pago conforme a los términos de la liquidación aprobada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, con constancia de ejecutoria de julio 27 de 2002, según  Orden de Pago N° 43 de marzo 5 de 2003  por la suma de $7.207.637.41. En este sentido es pertinente aclarar que no es la Secretaría General quien genera daño patrimonial al efectuar el pago, como quiera que es su deber legal el  dar cumplimiento a las sentencias proferidas por autoridad judicial, no generándose un daño patrimonial, por el hecho de acatar una orden de funcionario competente.

Con relación a este hallazgo cabe anotar, que los funcionarios de la  Administración que dieron cumplimiento a la decisión judicial, simplemente actuaron en cumplimiento de un deber legal, cuya inobservancia constituye una prohibición y da lugar a sanción disciplinaria, al tenor de lo establecido en los  artículos 34 y 35 de la Ley 734 de 2002.... 

En consecuencia, no puede considerarse hallazgo, el hecho de adelantar los trámites y ordenar el pago para dar cumplimiento a la decisión judicial.

Por tratarse de un proceso Ejecutivo el Magistrado no hace ninguna consideración sobre actuaciones dolosas o culposas sino simplemente se limita a ordenar el pago de la suma contenida en el acta de liquidación que fue la base del cobro ejecutivo. Analizado el caso por parte del comité de Conciliación de la Secretaría General, en sesión del día 22 de diciembre de 2003, según consta en Acta No.21 de 2003 y septiembre 1 de 2004 mediante acta N° 8 de 2004, se determinó la procedencia de la Acción de Repetición en  contra de los funcionarios de la Secretaría de Educación encargados de realizar el pago que había sido reconocido por el ordenador del gasto en el acta de liquidación."

Análisis de la respuesta: No se acepta la respuesta, teniendo en cuenta que la Secretaría de Salud recibió obra terminada a satisfacción el 11 de noviembre de 1997 de la orden de trabajo No. 057 el 15 de julio de 1997 y que en el acta de liquidación quedó reconocido y consignado en la misma, la realización de obras adicionales por valor de $3.976.674,34 quedando un saldo a favor del contratista de $4.344.286,92 quien solicitó el pago los respectivos intereses por mora desde el 20 de noviembre de 1997 hasta la fecha en que se haga efectivo el pago.

Se libró mandamiento de pago a favor de la firma contratista y en contra del Distrito Capital por la suma de $4.344.286,92 a pagar en los cinco días con los intereses moratorios a la tasas establecida en el numeral 8º del artículo 4º de la Ley 80 de 1993 y el artículo 1º del Decreto 679 de 1994, a partir del último pago efectuado, es decir, 26 de junio de 1998, que cumplió a través de la orden de pago No. 43 del 5 de marzo de 2003  por valor de $2´863.350.49 que corresponde  a la indexación lo que constituye el daño fiscal ocasionado por el no pago oportuno de lo debido según el acta de liquidación firmada entre las partes.

En presunta responsabilidad de la entidad generadora del daño - Secretaría de Educación -, en cabeza de su representante legal y director o dependencia de obras para la época de los hechos. Se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería Distrital para que adelante la investigación disciplinaria a que haya lugar por incumplimiento y no así, de los funcionarios de la  Administración que dieron cumplimiento a la decisión judicial, en cumplimiento de un deber legal - Decreto 714 de 1996 -, como se anotó en respuesta anterior.

Se sometió a consideración del Comité de Conciliación según Acta No.21 del 22 de diciembre de 2003 que decidió SI iniciar la Acción de repetición.

HALLAZGO 23. Fuero Sindical. En lo transcurrido en la vigencia 2004 se han cancelado dos sentencias condenatorias por acciones de fuero sindical por valor de $80.664.918.”, que denota la inobservancia de las leyes en materia laboral por parte de las entidades que hace de imperiosa necesidad que la Alcaldía Mayor de Bogotá establezca una política de carácter preventivo a través de la capacitación constante de sus funcionarios, para evitar que se ocasione daño al erario público.

23.1 Proceso 0480-01: Se canceló la suma de $70.450.270 de acuerdo a lo ordenado por la sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá el 30 de octubre de 2002.

Mediante la orden de pago No. 328 del 2 de junio de 2004 se cancelaron $64.999.725 por concepto de salarios y con la orden de pago N0. 737 del 19 de agosto de 2004, $5.450.535 por concepto de cesantías definitivas”.

Respuesta de la Administración: "... Con respecto al cumplimiento de la sentencia proferida en este proceso, se informa que en abril de 2003 se recibieron peticiones del apoderado del actor, solicitando el reintegro y el pago de lo adeudado, la cuales a su vez, se remitieron al Concejo de Bogotá para que se adelantaran los trámites pertinentes.

En julio del mismo año fue proferida la Resolución de Cumplimiento N° 165 del 11 de julio de 2003, mediante la cual se ordenó dar cumplimiento a la sentencia ejecutoriada en el mes de abril de 2003, junto con la liquidación de las costas. De la citada Resolución se remitió copia a los órganos de control lo mismo que al Concejo de Bogotá, para continuar con el trámite de reintegro y liquidación de los salarios y demás emolumentos dejados de percibir desde la fecha del despido hasta la fecha del reintegro.

Como es bien sabido, la liquidación de las sentencias para el pago, compete a la entidad relacionada con el asunto objeto de debate judicial, en este caso el Concejo Distrital, como quiera que la misma incumbe a quien tiene la documentación de la hoja de vida,  correspondiéndole igualmente a la entidad demandada, proferir la Resolución de Reintegro y la liquidación de los salarios y remitirlos a la Subdirección de Gestión Judicial para adelantar el trámite de Solicitud de Disponibilidad Presupuestal y traslado para efectuar los trámites de pago.

El Director Administrativo y Financiero del Concejo de Bogotá remitió según Rad.Int.N° 1-2004-24642 del 5 de mayo de 2004 la liquidación junto con la Resolución de Reintegro  N° 383 del 12 de abril de 2004  para el trámite de pago respectivo, con la cual la Subdirección de Gestión Judicial solicitó la Disponibilidad presupuestal por valor de $64.999.725, discriminada según conceptos, así: salarios: $46.950.611; agencias en derecho: $3.006.500; deducibles: $15.042.614.

Según comunicación Radicada bajo el numero 1-2004-37326 del 8 de julio de 2004 del Director Administrativo y Financiero del Concejo de Bogotá, remite la liquidación de los aportes de pensión efectuada por el ISS  por valor de $8.691.826 y que según la liquidación remitida en el mes de mayo sólo habían liquidado la suma de $5.861.615, se remite el 8 de agosto de 2004 según Radicado N°3-2004-14582 a la Unidad Financiera quien realiza el pago de acuerdo a la última documentación.

Así mismo, con Rad. Interno N° 1-2004-40057 de julio 19 de 2004, el Director Administrativo y Financiero del Concejo de Bogotá remite los formularios de autoliquidación de los aportes de salud para el pago a CAPRECOM por $7.830.624.oo y según la liquidación inicial remitida por el Concejo de Bogotá sólo liquidaron el valor de $5.210.300.

La orden de pago N° 737 a la que hace referencia en el hallazgo por valor de $5.450.535 es la diferencia de salud y pensión y no como lo registra que este pago es por concepto de cesantías definitivas. 

El Comité de Conciliación decidió en sesión del 6 de octubre de 2004, según consta en Acta Nº 8 de la misma fecha que se someterá nuevamente cuando se defina el proceso ejecutivo instaurado por Dila María Zúñiga para el cumplimiento de la sentencia que ordenó su reintegro.

De lo precedentemente expuesto se concluye fácilmente que de la fecha del envió de la sentencia ejecutoriada a esta oficina, las actuaciones por parte de la Secretaría General fueron en todo momento diligentes. 

Análisis de la respuesta: No se acepta la respuesta, teniendo en cuenta que a través de la Resolución No. 000130 de abril 20 de 2001, expedida por la Mesa Directiva del Concejo de Bogotá, la demandante fue retirada supuestamente por haber llegado a la edad de retiro forzoso, sin tener en cuenta que se hallaba amparada por fuero sindical y sin haber pedido el permiso previo prejudicial. Lo que ocasionó la condena a la Alcaldía Mayor – Concejo de Bogotá -, a reintegrar a la accionaste y pagar a título de indemnización, los salarios dejados de percibir, desde la fecha de su despido hasta que se haga efectivo su reintegro, con los respectivos reajustes de ley así como las costas del proceso.

En presunta responsabilidad de la entidad generadora del daño fiscal en cuantía de $70´450.270.oo del  Concejo de Bogotá -, en cabeza de su representante legal y director administrativo y financiero para la época de los hechos. Por lo que se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería Distrital para que adelante la investigación disciplinaria a que haya lugar por incumplimiento y no así, de los funcionarios de la  Administración que dieron cumplimiento a la decisión judicial, en cumplimiento de un deber legal - Decreto 714 de 1996 -, como se anotó en respuesta anterior.

Se sometió a consideración del Comité de Conciliación según Acta del 06 de octubre de 2003 que está pendiente de decisión de la Acción de repetición. Teniendo en cuenta que el último pago se realizó el 19 de agosto de 2004 será tenido en cuenta para el seguimiento.

23.2 Proceso 2003-0032: se canceló la suma de $10.214.648 de acuerdo a lo ordenado en la providencia proferida por la sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito de Bogotá, el 30 de octubre de 2003.

Mediante órdenes de pago No. 738 y 739 del 19 de agosto de 2004 se cancelaron $4.625.670 y $5.588.978 respectivamente, por concepto de salarios y demás emolumentos.

Estos pagos se realizaron con cargo al rubro presupuestal de “Sentencias Judiciales”: transgrede lo normado en el artículo 6 de la Ley 610 de 2000.

Respuesta de la administración: “... De acuerdo con las liquidaciones remitidas por el Concejo de Bogotá, se canceló el valor correspondiente a la pensión por valor de $5.588.978 girados al seguro Social con la Orden de Pago N° 739 de agosto 19 de 2004. 

Con la Orden de Pago N° 738 de agosto 19 se da cumplimiento al pago de los aportes de salud a CAPRECOM por valor de $4.625.670

De lo precedentemente expuesto se concluye que de la fecha del envió de la sentencia ejecutoriada a esta oficina, las actuaciones fueron en todo momento diligentes; 

En la próxima sesión del Comité de conciliación que se llevará a cabo en el mes de diciembre de 2004 será sometido este caso a consideración, y se analizará si la condena en el presente caso corresponde a una conducta dolosa o gravemente culposa por parte de funcionarios del Concejo Distrital y se determinará sobre la procedencia de la Acción de Repetición.

En este caso, a la Secretaría General no se le puede endilgar detrimento patrimonial, toda vez que  es deber legal dar cumplimiento a las sentencias ordenadas por un ente judicial, no existiendo en este evento daño patrimonial distrital, por acción u omisión, menos aún se le puede atribuir como conducta dolosa; por lo tanto, no es de recibo dar aplicación al artículo 6 de la Ley 610 cuando se trata de dar cumplimiento a las sentencias."

Análisis de la respuesta: No se acepta la respuesta, teniendo en cuenta que mediante oficio No. 300-346 de agosto 30 de 2002, proferido por el Director Administrativo y Financiero del Concejo de Bogotá, la demandante fue despedida y se encontraba amparada por fuero sindical, en su calidad de expresidente de la Junta Directiva del Sindicato "SINDICONCEJO"  en transgresión del articulo 39 de la Constitución Política y el numeral 2º del artículo 407 del Código Sustantivo de Trabajo. Consecuentemente se condenó a la Alcaldía Mayor – Concejo de Bogotá a reintegrar a la acccionante en el cargo que venía desempeñando al momento del despido o a otro igual o de superior categoría, al pago de los salarios dejados de percibir a título de indemnización, desde el momento de su despido hasta que sea reintegrada, con los aumentos legales y/o convencionales a que haya lugar y autorizó a la demandada a descontar de los salarios dejados de percibir, el valor de la indemnización cancelada a la actora al momento de la terminación del vínculo laboral. Aclaró que el salario del reintegro es de $1.422.832,00 más los aumentos convencionales o legales, si se produjesen. Igualmente la condenó en costas. Cumplido a través de las Ordenes de pago Nos Número: 738 de Fecha 19/08/04 por valor de $4.625.670,00 y 739  de fecha 19/08/04 por valor de $5.588.978,00.

Hecho que ocasionó la condena a las citadas entidades, en presunta responsabilidad de la entidad generadora del daño fiscal - Concejo de Bogotá -, en cuantía de $10´214.648.oo en cabeza de su representante legal y director administrativo y financiero para la época de los hechos. Igualmente se dará traslado a la Personería Distrital para que adelante la investigación disciplinaria a que haya lugar por incumplimiento y no así, de los funcionarios de la  Administración que dieron cumplimiento a la decisión judicial, en cumplimiento de un deber legal - Decreto 714 de 1996 -, como se anotó en respuesta anterior.

De acuerdo con lo manifestado por la entidad  de someter a consideración del Comité de Conciliación que se llevará a cabo en el mes de diciembre de 2004 en donde se determinará  la procedencia de la Acción de Repetición, será tenido en cuenta para el seguimiento.

Por tanto, se ratifica el hallazgo como de tipo fiscal con incidencia disciplinaria, por lo que se realizarán los respectivos traslados a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá D.C.

HALLAZGO 24. Acciones Administrativas de Despido

24.1 Proceso 99-0569: se canceló la suma de $2.731.543, de acuerdo a lo ordenado en la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, sección 2a Subsección B.

Mediante  la orden de pago N° 387 del 16 de junio de 2004 se cancelaron $2.405.141 por concepto de salarios y demás emolumentos y con la orden de pago No. 736 del 19 de agosto de 2004, $326.402,00 por concepto de aportes pensionales.”

Respuesta de la Administración: "... De acuerdo con la comunicación remitida por el  Director Administrativo y Financiero del Concejo de Bogotá el 28 de mayo de 2004 con la liquidación de los salarios y prestaciones sociales por valor de $2.405.141, el cual se le da trámite a la Unidad Financiera para las gestiones respectivas de pago ante la Tesorería Distrital.

Conforme a lo anterior, se genera la Orden de Pago N° 387 por un total de $2.405.141, de los cuales se le debe consignar mediante Depósito Judicial la suma de $1.966.862 correspondiendo éste al valor devengado indexado; los demás valores son  los aportes parafiscales.

Según la liquidación efectuada por el Seguro Social el valor a pagar por concepto de los aportes a la pensión es de $497.566 y no de $171.164, como lo habían remitido en la liquidación inicial.

Por lo anterior se genera un nuevo pago por la diferencia de $326.402. oo

De lo precedentemente expuesto se concluye fácilmente que de la fecha del envió de la sentencia ejecutoriada a esta oficina, las actuaciones fueron en todo momento diligentes. 

En la próxima sesión del Comité de conciliación que se llevará a cabo en el mes de diciembre de 2004 será sometido este caso a consideración, y se analizará si la condena en el presente caso corresponde a una conducta dolosa o gravemente culposa por parte de funcionarios del Concejo Distrital y se determinará sobre la procedencia de la Acción de Repetición.

En este caso, a la Secretaría General no se le puede endilgar detrimento patrimonial, toda vez que  es deber legal dar cumplimiento a las sentencias ordenadas por un ente judicial, no existiendo en este evento daño patrimonial Distrital, por acción u omisión, menos aún se le puede atribuir."

Análisis de la respuesta: No se acepta la respuesta, teniendo en cuenta que mediante  comunicación del 31 de agosto de 1998, el Director del Departamento de Relaciones Industriales del Concejo Distrital, notificó a la demandante la terminación de su nombramiento a partir del 29 de agosto, reafirmado con el oficio del 21 de septiembre de 1998 y que a través de las comunicaciones del 24 de septiembre y 5 de octubre de 1998 suscritas por el Presidente del Concejo y el Director del Departamento de Relaciones Industriales, se le negó a la accionante el pago de salarios y prestaciones sociales por el lapso comprendido entre el 30 de agosto y el 24 de septiembre, fecha en la efectivamente la actora dejó de trabajar en el Concejo.

La Sentencia proferida en Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, declaró la nulidad de las comunicaciones del 24 de septiembre y 5 de octubre de 1998  y ordenó al Distrito Capital - Concejo de Bogotá -. a reconocer y pagar a la señora Alba Luz Sánchez Sánchez los salarios y prestaciones sociales por el lapso comprendido entre el 30 de agosto y el 24 de agosto de 1998 y dar cumplimiento en los términos establecidos en los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo. Y negó la pretensión principal de reintegro al cargo. Adicionó a la providencia del 21 de junio de 2001 las condenas subsidiarias, de pagarle a la actora los valores correspondientes a los ajustes de los salarios y prestaciones sociales por el lapso comprendido entre el 30 de agosto y el 24 de agosto de 1998, actualizados con base en los índices de inflación certificados por el DANE.

Hecho que ocasionó la condena a las citadas entidades, en presunta responsabilidad de la entidad generadora del daño fiscal - Concejo de Bogotá -, en cuantía de $2.405.141,00 según orden de pago No. 387 del 16 de junio de 2004 incluida la indexación, en cabeza de su representante legal y el Director Administrativo y Financiero para la época de los hechos. Igualmente se dará traslado a la Personería Distrital para que adelante la investigación disciplinaria a que haya lugar por incumplimiento y no así, de los funcionarios de la  Administración que dieron cumplimiento a la decisión judicial, en cumplimiento de un deber legal - Decreto 714 de 1996 -, como se anotó en respuesta anterior y será seguimiento del caso para establecer la consideración del Comité de Conciliación que determinará la procedencia de la Acción de Repetición.
Por tanto, se ratifica el hallazgo como de tipo fiscal con incidencia disciplinaria, por lo que se realizarán los respectivos traslados a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá D.C.

24.2 Proceso 22-2561: Se canceló la suma de $1.956.583, de acuerdo a lo ordenado en la sentencia proferida por el Consejo de Estado, el 23 de octubre de 2003, mediante orden de pago N° 735 del 19 de agosto de 2004, por concepto de reconocimiento salarial.

Este pago se realizó afectando el rubro presupuestal de sentencias judiciales. Se transgrede lo normado en el artículo 6 de la ley 610 de 2000.”

Respuesta de la administración: “... El valor total de la liquidación remitida con Rad. Int. N° 1-2004-40059 en julio 19 de 2004 por el Director Administrativo y Financiero del Concejo de Bogotá la indemnización asciende a $1.956.583. 

Para no  tener inconsistencias en los valores de los aportes de salud y pensión,  el Concejo de Bogotá,  solicitó a la EPS y AFP de la liquidación respectiva de los aportes y los intereses  sobre los mismos, por tal razón no se incluyeron dentro de la liquidación inicial.

A la fecha no ha llegado la liquidación correspondiente a los aportes de salud y pensión.

De lo precedentemente expuesto se concluye fácilmente que de la fecha del envió de la sentencia ejecutoriada a esta oficina, las actuaciones fueron en todo momento diligentes.

Se ha venido dando cumplimiento a los pagos del Concejo de Bogotá, toda vez que han sido procesos fallados en el año 2003 y sólo en el 2004 según el Decreto 029 del enero 29 de 2004 se delega al Concejo de Bogotá el pago de las sentencias Judiciales. 

Hasta tanto no se efectúe el último pago no se someterá a consideración del comité de conciliación.

Finalmente en relación con los hallazgos 22, 23 y 24, es pertinente tener en cuenta el documento que se adjunta para el procedimiento de “Pago de Sentencias y Conciliaciones”, adoptado mediante Resolución 1017 del 29 de diciembre de  2000."

Análisis de la respuesta: No se acepta la respuesta, teniendo en cuenta la accionante fue nombrada provisionalmente por el término de 4 meses, mediante la Resolución No. 01776 del 1º de octubre de 1997. No obstante, vencido el término, laboró de hecho hasta el 13 de marzo de 1988. Solicitó mediante tutela presentada ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca (Sección tercera), para que el Concejo de Bogotá le diera respuesta al derecho de petición presentado el 19 de agosto de 1999, para el reconocimiento y pago de la asignación mensual correspondiente al mes de febrero y 17 días del mes de marzo de 1998, ordenando al Director del Concejo de Bogotá dar respuesta en un término de 10 días a lo pedido por la accionante y declaró el silencio administrativo negativo. 

La Sentencia proferida en Acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, consideró que aunque el nombramiento provisional estipulaba una duración de 4 meses (hasta enero de 1998), de hecho la demandante laboró hasta el 13 de marzo "...como quiera que por información  del Jefe de la División de Personal su nombramiento iba a ser prorrogado por 4 meses más...". El retiro se produjo el 13 de marzo, momento en el que se le dejaron de asignar funciones y se le retiro la tarjeta de marcación, situación que ocurrió sin que "... nunca se le hubiera comunicado oficialmente que suspendiera sus labores..." . Consideró que la negativa a reconocer los derechos demandados infringe los artículos 25 y 53 de la Constitución Nacional; el artículo 7º del Decreto 2004 y el artículo 39 de la Ley 200 de 1995 por negar el derecho al pago oportuno del salario.

Por tanto, revocó la sentencia del 21 de junio de 2002 del Tribunal Administrativo de Cundinamarca (Sección Segunda - Subsección "C"), por medio de la cual se negaron las pretensiones de la demanda, declaró la nulidad parcial de los oficios 300-581 del 2 de septiembre de 1998 y 300-095 del 30 de septiembre de 1999 y del acto que resulta del silencio administrativo negativo, en cuanto estos negaron a la demandante el pago de los salarios y prestaciones sociales. Condenó al Distrito Capital - Concejo de Bogotá, a pagar a la demandante el salario del mes de febrero y los 13 días laborados del mes de marzo y las respectivas prestaciones sociales; sumas estas, actualizadas.

Hecho que ocasionó la condena a las citadas entidades, en presunta responsabilidad de la entidad generadora del daño fiscal - Concejo de Bogotá -, en cuantía de $1.956.583,00 a través de la orden de pago No. 735 del 19 de agosto de 2004, en cabeza de su representante legal y Director Administrativo y Financiero para la época de los hechos. Igualmente se dará traslado a la Personería Distrital para que adelante la investigación disciplinaria a que haya lugar por incumplimiento y no así, de los funcionarios de la  Administración que dieron cumplimiento a la decisión judicial, en cumplimiento de un deber legal - Decreto 714 de 1996-, como se anotó en respuesta anterior y se hará seguimiento del caso para establecer la consideración del Comité de Conciliación que determinará la procedencia de la Acción de Repetición.

Por tanto, se ratifica el hallazgo como de tipo fiscal con incidencia disciplinaria, por lo que se realizarán los respectivos traslados a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva y a la Personería de Bogotá D.C.

Hallazgo 25:   Expediente 95-D-11114: Héctor Manuel Barragán Collazos contra la Alcaldía Mayor de Bogotá –Secretaría de Tránsito y Transporte de Bogotá, D.C. (Reparación Directa).

Una vez revisado y analizado  el proceso 95-D-11114, se evidenció el pago de  $3.299.149,93;  correspondiente al valor del vehículo de placas AJ 5922, el cual desapareció, después del operativo del 11 de agosto de 1993, realizado por agentes de la Secretaría de Tránsito y Transporte de Bogotá, en cumplimiento de la sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, el 12 de agosto de 1999.

Lo ordenado se canceló, mediante la orden de pago No.10 del 5 de febrero de 2004, con cargo al rubro presupuestal de “Sentencias Judiciales”. Situación que transgrede lo normado en el artículo 6 de la ley 610 de 2000”.

Respuesta de la Administración: “... Trámite para el Cumplimiento de una Sentencia Condenatoria.

Mediante Orden de Pago N° 10 del 05 de febrero de 2005, se dio cumplimiento al fallo de fecha_12 de agosto de 1999 proferido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca dentro del proceso de las características arriba señaladas, el cual condenó al Distrito Capital- Secretaría Tránsito y   Transporte a pagar al demandante, por los perjuicios materiales la suma de Tres millones doscientos noventa y nueve mil ciento cuarenta y nueve pesos ($3.299.149.93) con noventa y tres centavos, valor que corresponde exactamente al monto de la condena contenida en la sentencia sin que se hayan generado intereses o actualización monetaria.”

Análisis de la respuesta: No se acepta la respuesta de la Entidad, al considerar que se mediante el fallo proferido por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca (Sección Tercera) del 12 de agosto de 1999 se declaró administrativamente responsable al Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá - Secretaría de Tránsito y transporte, por la pérdida del vehículo AJ 5922 de propiedad del accionante, en el operativo adelantado por los agente de esa entidad el 11 de agosto de 1993; máxime que la falla de la Administración fue reconocida por ésta en resolución No. 00539 del 9 de mayo de 1995, por medio de la cual la Secretaría de Tránsito y Transporte sancionó disciplinariamente con suspensión del ejercicio del cargo a los señores Ricardo Rodríguez y Miguel Angel Ortíz, reconociéndose negligencia en el operativo.

Se condenó al Distrito Capital de Santa Fe de Bogotá a pagar al demandante, por perjuicios materiales, la suma de $3.299.149,93, la que se canceló mediante la orden de pago No. 10 del 5 de febrero de 2004.

En consecuencia, la responsabilidad está a cargo de los señores Ricardo Rodríguez y Miguel Angel Ortíz, funcionarios para la época de los hechos de la Secretaría de Tránsito y Transporte. Por lo anterior, se dará traslado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de esta Contraloría y a la Personería Distrital para que adelante la investigación disciplinaria a que haya lugar.

Hallazgo 26: Expediente AG 99-001 –Marcos Yesid Garcia y Otros contra la Alcaldía Mayor de Bogotá – Alcaldía Local de San Cristóbal (Acción de Grupo): 

Durante la vigencia 2003 y hasta la fecha, se evidencio el pago de $553.590.817,61 y $759.170.144,13, correspondientes a la cancelación de indemnizaciones por cuotas iniciales e intereses corrientes, dentro del proceso AG 99-001, en cumplimiento de la sentencia proferida por el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección “A” el 25 de octubre de 2001 y la Resolución  049 del 5 de febrero de 2002 del Alcalde Mayor de Bogotá.

Lo ordenado se canceló mediante las ordenes de pago Nos. 1396 del 2 de diciembre de 2003 y 813 del 26 de agosto de 2004, con cargo al rubro presupuestal de “Sentencias Judiciales”. Situación que transgrede lo normado en el artículo 6 de la ley 610 de 2000”.

RESPUESTA DE LA ADMINISTRACIÓN: “... Trámite para el Cumplimiento de una Sentencia Condenatoria.

La sentencia de segunda instancia proferida por el del Consejo de Estado  del 25 de octubre de 2001 confirmó en parte el fallo del Tribunal Administrativo de Cundinamarca que condenó al Distrito Capital- Alcaldía de San Cristóbal a pagar a 104 accionantes: 1- el valor correspondiente de lo cancelado por estos a la constructora como cuota inicial; 2- lo cancelado como abonos a capital cancelado en los créditos hipotecarios certificados por la entidad financiera respectiva; y 3- un interés corriente del 6% anual.

Con auto del Tribunal Administrativo de Cundinamarca de junio 27 de 2002 admite 20 accionantes más.

Con Auto del Tribunal Administrativo de Cundinamarca del 26 de agosto de 2002 admite un accionante más para completar así un total de 125 accionantes de la acción de grupo.

Pagos:

En la medida que se han allegado los soportes necesarios para dar cumplimiento al fallo, se han efectuado pagos  desde diciembre 31 de 2002 según la orden de pago N° 1522  se realizó un primer pago de cuotas iniciales y abonos a capital por valor de $ 2.292.802.126.61

En diciembre 2 de 2003 con orden de pago N° 1396 se realizó un segundo giro por valor de $553.590.817.61

Se realizó un tercer giro en el mes de agosto 26 de 2004 con la Orden de Pago N° 813 por valor de $759.170.144.13

El recurso para pago de sentencias para el año fiscal de 2004 se agotó, por tal motivo se solicitó a la Secretaría de Hacienda una adición presupuestal para dar cumplimiento a la acción de grupo.

Se encontraron varios inconvenientes para efectuar el pago de la indemnización que fueron los siguientes:

Para realizar la liquidación  se debía tener un soporte idóneo que demostrara los valores abonados a capital de los créditos hipotecarios. Ese soporte debía expedirlo DAVIVIENDA. 

No obstante que corresponde a los accionantes, en cabeza del apoderado, la obligación de realizar las gestiones necesarias para allegar los soportes requeridos, y como quiera que no sucedió así, se realizó directamente por parte de la Oficina de Gestión Judicial la  solicitud correspondiente a DAVIVIENDA.

DAVIVIENDA envía unas relaciones con nombres y números de créditos en general, sin realizar ninguna especificación es decir, una serie de nombres sin discriminar los accionantes de San Luis.

Certificaciones  de créditos con un mismo nombre en las que se acreditaban 2 y 3 créditos sin especificar cual correspondía al crédito hipotecario de la Urbanización San Luis. 

Otro de los inconvenientes que se presentó es que no todos los accionantes son los beneficiarios de las cuentas de los créditos hipotecarios, de lo cual se solicitó al apoderado como le corresponde, se esclareciera y se demostrara que el crédito si correspondía al accionante.

Ante esta situación, se acude a la Superintendencia Bancaria para lograr su intervención ante la citada entidad financiera con el propósito de obtener la expedición de las certificaciones con la información requerida de cada uno de los créditos de vivienda de los accionantes en la que se registraran los abonos a capital mes por mes, lo cual se allegó hasta el mes de marzo de 2004. 

Finalmente y como quiera que por las razones expuestas a la fecha no se ha realizado el pago total de la indemnización, no se ha llevado a consideración del comité de conciliación, para determinar las acciones correspondientes.”

Análisis de la respuesta: Se acepta parcialmente la respuesta, teniendo en cuenta la gestión realizada por la Secretaría para cumplir con la sentencia. Sin embargo, por tratarse de pagos realizados a un proceso No. 50100-0043/04 que adelanta la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva, aperturado con el memorando No. 50000-157 del 3 de febrero de 2004 por el valor reconocido a los accionantes con la orden de pago No. 1522 del 31 de diciembre de 2002 por $2.292.802.126.61, estos nuevos pagos serán trasladados a dicha Dirección para que se adicione al proceso.

Por tanto, el incremento del daño patrimonial de este proceso asciende en $1.312.760.962,61.

HALLAZGO 27. Sistema de Información SIPROJ.

“El sistema de información SIPROJ, implementado por la Secretaría General, aún no cuenta con información veraz y actualizada, que contenga la totalidad de los procesos activos y que permita analizar el comportamiento de los procesos judiciales a nivel Distrital, así como establecer políticas de defensa y prevención del daño antijurídico. Observación reiterativa de la Contraloría de Bogotá D.C.

La situación anterior, transgrede la Ley 87 de 1993, artículo 2º Objetivos del sistema de control interno, literal e) y el artículo 4º Elementos para el sistema de control interno, literal i). Debido a, que el sistema de información no consolida el inventario de la actividad judicial en el Distrito Capital y por lo tanto no permite ejercer un seguimiento y control oportuno. Además afecta la contabilidad de la entidad, en la medida en que no se puede estimar la provisión.” 

Respuesta de la Administración: 

En el proceso del Sistema de Información de Procesos Judiciales (SIPROJ) es necesario tener en cuenta dos etapas de implementación. La primera como un sistema cliente servidor Oracle 8i, exclusivamente para los procesos judiciales cuya representación está a cargo de la Secretaría General. 

Esta primera etapa se inició en el año 2.000 y se implementó en el 2001, contiene los procesos activos y terminados migrados en dicho período, los notificados hasta el 31 de diciembre de 2.001 de las entidades centralizadas y en los cuales la Secretaría General es parte y tiene la representación judicial de acuerdo con el Decreto 854/01 hasta la fecha. Estos procesos se encuentran actualizados de acuerdo a la información suministrada por los abogados de planta y abogados contratistas.

La segunda etapa está relacionada con el desarrollo, mejoramiento e implementación de SIPROJ en ambiente Web, versión Oracle 9i, con el fin de tener centralizada la información judicial del Distrito Capital. El levantamiento de dicha información fue contratada con la firma Litigar.Com, y actualmente la información migrada al sistema está en proceso de consolidación y verificación.

Lo anterior permite afirmar que a muy corto plazo se contará con el Sistema en funcionamiento que permita centralizar la información de procesos de las entidades del  D. C. para los efectos administrativos y de control que se  requieran. No se comparte la apreciación de la afectación de la contabilidad de la entidad, pues los medios informáticos, sin desconocer su eficacia, no son los únicos existentes para registrar debidamente las operaciones contables, y en este sentido debe anotarse que las provisiones se calculan y registran por intermedio de un Contador, profesional calificado al efecto, de la entidad.

Análisis de la respuesta de la entidad. Debe incluirse en el Plan de Mejoramiento, estableciendo la fecha precisa en la que el sistema SIPROJ, entre en funcionamiento y no señalar que se cumple de manera permanente porque esto obedece es la alimentación del sistema por parte del funcionario encargado de dicha actividad y/o de los abogados externos o internos que atienden los procesos según lo señale la entidad. 

Es de anotar, que la puesta en funcionamiento y entrega a las entidades distritales del sistema SIPROJ en ambiente Web, debe realizarse de tal forma que la información sea confiable y completa, en cumplimiento de la función de interventoría y del objeto contratado.
4.4. EVALUACION DEL BALANCE SOCIAL

4.4.1. Primer Nivel



















Revisada la información enviada por la entidad, se observó que cumplieron con la Metodología del Balance Social, según lineamientos y se diligenciaron los formatos requeridos.
4.4.2. Segundo Nivel

Se verificó  la información emitida a través de los formatos Balance Social Frente a lo reportado por otras áreas como presupuesto, plan de desarrollo y contratación sin encontrar observaciones de fondo.

La entidad identificó como problemas básicos, en el sector de vivienda el control de desarrollos ilegales, y el servicio al ciudadano, el cual fue evaluado a través del proyecto 1122. Respecto al proyecto de vivienda, finalizó al 31 de diciembre de 2003, debido a la reestructuración que sufrió la entidad.

4.5.  EVALUACIÓN EJECUCION Y CIERRE PRESUPUESTAL

El Presupuesto de Gastos e Inversiones, para la vigencia 2003, de la Secretaría General de  la Alcaldía Mayor de Bogotá fue expedido a través del Decreto 540 de Octubre de 2002, por $48.478.3 millones cifra que presentó modificaciones que lo redujeron en $1.300.0 millones quedando un presupuesto definitivo de $47.178.3 millones, de los cuales $21.858.6 millones se destinaron a Gastos de Funcionamiento y $ 25.319.7  a Gastos de Inversión.

Los Gastos de funcionamiento al término de la vigencia fueron estimados en  $21.858.6 millones, realizando giros por $15.587.9 millones y se constituyeron reservas por $4.224.9 millones, para una ejecución del 90.6% ($19.812.7 millones).

Los Gastos Generales fueron estimados inicialmente en $7.718.2 millones y adicionados en cuantía de $236.1 millones para un disponible de $7.954.3 millones presentando una ejecución real en giros de tan solo el 47.8 % ($3.803.7 millones), destacando ejecuciones mínimas en rubros como Materiales y Suministros 23.4%, Capacitación 9.4% Gastos de Computador 32.0%.

Para el desarrollo de los programas de Inversión, la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá   presentó un presupuesto inicial de $27.619.7 millones monto que presentó reducciones a 31 de diciembre del 2003 por $2.300.0 millones para un presupuesto definitivo de $25.319.7 millones, ejecutando realmente en giros $9.950.7 millones, es decir el 39.3%.

Del total ejecutado por inversión ($24.401.1 millones) se destinaron $15.308.5 millones para los proyectos “Transformación de la Organización Distrital y de sus Entidades Centralizadas y Locales” ($3.500.0 millones), “Optimización de la Calidad del Servicio al Ciudadano y Fortalecimiento de los CADE” ($ 11.446.2 millones) y “Coordinación de las Políticas Informáticas y de Comunicación en el Distrito Capital a Través de la Comisión Distrital” ($362.3 millones),  proyectos que son financiados con el préstamo BID 138 / OC – CO.  

Para el Fortalecimiento de la Gestión Publica del Nuevo Milenio se destinaron recursos por $2.500.0 millones, monto que se constituyó en reservas al finalizar la vigencia, de forma tal que las metas y avance en los resultados se concretarán en la próxima vigencia.

En conclusión, se evidencia que la ejecución real (39.3%) de los recursos asignados a los proyectos de inversión de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá es baja, denotando deficiencias en el proceso de Planeación Presupuestal y en el mismo desarrollo de los diferentes programas establecidos durante la vigencias, con la consecuente afectación en el cumplimiento de metas.

4.5.1. AJUSTE FISCAL AUSTERIDAD DEL GASTO APLICACIÓN LEY 617 DE                2000 

En atención a los lineamientos establecidos en la Ley 617 de 2000, y a las nuevas medidas de austeridad establecidas en la circular 018 del 12 de marzo del 2002 y 037 del 27 de mayo del 2002, tendientes a disminuir los Gastos de funcionamiento y la utilización eficiente y eficaz de los recursos asignados, las medidas de austeridad consagradas en la mencionada Resolución tienen que ver con los rubros: Contratación de servicios profesionales y administrativos; administración de personal; horas extras y vacaciones, consumo y gasto de papelería e información, publicidad, gastos de computador, gastos de transporte y comunicación, combustibles  lubricantes y llantas y materiales y suministros.

La Secretaría General en cumplimiento del artículo 9 de la Resolución 052 de 2001, emanada de la Contraloría de Bogotá D.C., presentó el informe de austeridad en el gasto a diciembre 31 de diciembre de 2003. Sin embargo, existen algunas diferencias en la información suministrada en este reporte con las ejecuciones presupuestales.
En el cuadro 25 se presenta la variación absoluta y relativa por rubros del gasto, que presenta la entidad para la vigencias 2002 y  2003:

CUADRO 25

EJECUCIONES PRESUPUESTALES DE LAS  VIGENCIAS 2002 – 2003

     Millones  

	
	Vigencia 2002
	Vigencia 2003
	Variación  2003
	Variación %

	Sueldos Personal de Nomina
	4.783.6
	4.401.9
	-381.7
	-9%

	Personal Supernumerario
	195.6
	221.7
	26.1
	12%

	Horas Extras, Dominicales,
	121.56
	134.4
	12.84
	10%

	Arrendamientos
	0
	2.1
	2.1
	100%

	Gastos de Computador
	469.99
	508.8
	38.81
	8%

	Viaticos y Gastos de Viaje
	28.021
	78.1
	50.079
	64%

	Gastos de Transporte y Com
	201.529
	271.9
	70.371
	26%

	Impresos y  Publicaciones
	55.8
	226.5
	170.7
	75%

	Mantenimiento y Reparacion
	618.7
	1042.1
	423.4
	41%

	Mantenimiento Entidad
	618.7
	1042.1
	423.4
	41%

	Combustibles,Lubricantes y
	150.0
	39.1
	-110.928
	-284%

	Materiales y Suministros
	370.0
	259.7
	-110.3
	-42%

	Servicios Públicos
	756.39
	841.1
	84.71
	10%


Fuente: Ejecuciones Presupuestales vigencias 2002 y 2003


Informe de Austeridad del Gasto 2003 Secretaría General 

Como producto del análisis de la información suministrada por la Secretaría General  en el informe Austeridad del Gasto se tiene:

El sueldo de personal nómina de la vigencia 2003 respecto al presupuesto definitivo del 2002 presenta una reducción del 9.0% pasando de $4.783.6 millones a $4.401.9 millones con un ahorro de $381.7 millones; esta situación se explica en la disminución de personal, así como  la aplicación del Decreto Nacional 1919 de 2002, que generó la reducción de las prestaciones sociales.

Respecto al Personal Supernumerario la Secretaría General presenta un incremento del 12.0% ($26.1 millones) al  pasar de $195 .6 millones en el 2002 a $221.7% en el 2003.

En cuanto a las Horas Extras, reconocidas solo a los niveles operativo, administrativo y técnico, durante la vigencia 2003 se pagaron $134.4 millones y para el año inmediatamente anterior ascendieron a $121.6 millones lo que implica un incremento del 10.0%. 

El rubro Impresos y Publicaciones, que incluye gastos como los generados por  la suscripción a periódicos, revistas y servicio de fotocopiado, presentan un incremento del 75.0%  ($170 millones). 

Con relación al rubro de Combustibles Lubricantes y Llantas se presenta una disminución del 284.0% ($110.9 millones).

En Servicios Públicos se presentó un incremento del $84.7 millones al pasar de $756.4 millones en el año 2002 a $841.1 millones en 2003. El incremento se fundamenta especialmente en la puesta en marcha de Archivo Distrital de Bogotá. 

Por Gastos de Computador la Secretaría General presenta un incremento del 8.0% al pasar de $469.9 millones en el 2002 a $508.8 millones en el 2003,  a pesar de las medidas tomadas con relación a la reducción del consumo de cartuchos de tinta de impresoras de inyección.

Respecto al rubro Mantenimiento Entidad, tuvo un incremento del 41% ($423.4 millones).

Respecto al cierre presupuestal se tiene que se constituyeron Reservas Presupuestales Vigencia 2003, como se ilustra el cuadro 26:

CUADRO 26

CONSTITUCION DE RESERVAS

PRESUPUESTALES VIGENCIA 2003

                                                         



                  Millones

	RUBRO
	VALOR DEL COMPROMISO
	AUTORIZACION DEL GIRO
	SALDO

	Gastos de Funcionamiento 
	5.290.8
	1.065.9
	4.224.9

	Inversión 
	19.429 .6
	4.979.2
	14.450.4

	TOTAL
	24.720.4
	6.045.0
	18.675.3


  Fuente. Listado de Reservas presupuestales  Secretaría General 

Del total reservado durante la vigencia 2003, el 78.6% corresponde a Inversión y el 21.4 % a Gastos de Funcionamiento de acuerdo a las verificaciones  efectuadas a la documentación que soporta el cierre de la vigencia, se pudo constatar que se ajustan a la normatividad expedida por la Secretaría de Hacienda – Dirección Distrital de Presupuesto, Circular 022 de 2003 cumpliendo con los requisitos  tanto documentales como de registro expedidos.

A 31 de diciembre, la Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá constituyó 94 cuentas por pagar por valor de $793.8 millones, de las cuales sobresalen las constituidas con la Compañía Central de Seguros S.A por $203.0  millones y la Empresa de Telecomunicaciones de Bogotá por $ 121.8 millones.

El elevado volumen de Reservas constituidas al finalizar la vigencia fiscal, afecta el cumplimiento de las metas y objetivos propuestos. 

4.6  EVALUACION DE LA CONTRATACION

En la evaluación de esta línea de auditoria, se tuvieron en cuenta para su evaluación alguno rubros que conformaron los gastos de funcionamiento como son: Gastos de computador, Gastos de Transporte y Comunicación,  Promoción Institucional, Mantenimiento Entidad y Combustibles, Lubricante y Llantas, sobresaliendo los rubros de honorarios y remuneración servicios técnicos los cuales tuvieron una ejecución de $1.341.0 millones correspondientes a 107 contratos. Es de anotar que durante la vigencia 2003 la Secretaria General suscribió 52 contratos de honorarios, 55 de servicios técnicos, 3 por promoción institucional, 1 de bienestar e incentivos, 1 de materiales y suministros, 1 impresos y publicaciones, 116 órdenes de compra y 218 órdenes de servicio. 

Resultado de la evaluación realizada por el equipo auditor, se comunicaron los siguientes hallazgos:

HALLAZGO 28: Archivo Documental.

“En la revisión efectuada a la documentación relacionada con la contratación  suscrita  por la  secretaría, se  encontraron  carpetas  con información incompleta  y sin foliar, situación que impide asegurar la toma de decisiones basada en antecedentes y evidencia desorganización en los archivos. Situación que se  observa  en los siguientes casos:

CONTRATO 294 de  2003

CONTRATO 160 de  2003

CONTRATO 108 de 2003

La  observación  contraviene  lo  estipulado  en los  literales  e, g y h articulo 2°  de la Ley  87  de  1993  y  los principios generales que rigen  la función  archivista  en   sus literales a, b, c, y  j,  en su articulo 4°  de la Ley  594  del 14 de julio  de  2000”.

Respuesta de la Administración:

“Es de anotar, que la nueva metodología utilizada e implementada para el archivo de documentos de la Subdirección de Contratación, fue implantada por el Archivo de Bogotá, de acuerdo con la Serie y Subserie de la Tabla de Retención Documental de Contratos, que busca entre otros fines, que los documentos permanezcan intactos y no se utilicen ganchos u otros elementos externos que deterioren el papel, y que su almacenamiento se realice en cajas, dentro de las cuales no pueden ir más de ciento cincuenta (150) folios en cada caja-carpeta y su forma de archivar debe ir de acuerdo con lo establecido en la Ley 594 de 2000 – Ley General de Archivos y con el orden natural de los documentos.

No obstante lo anterior, se han reiterado las instrucciones impartidas a la Subdirección de Contratación a efecto que tome las medidas necesarias, para que la documentación se mantenga bien foliada y archivada.........”.

Análisis a la respuesta de la Entidad: El hallazgo es aceptado por la Administración en su respuesta y se determina como administrativo, a incluirse en el plan de mejoramiento.

4.7. EVALUACIÓN A LOS ESTADOS CONTABLES

La Secretaría General de la Alcaldía Mayor, es una entidad pública del orden Distrital perteneciente al Sector Central. Para el proceso de identificación, registro, preparación y revelación de los hechos económicos y financieros aplica el Sistema Contable de Causación, atendiendo las directrices de la Contaduría General de la Nación y de la Dirección Distrital de Contabilidad de la Secretaría de Hacienda.

Es obligación de la Contraloría pronunciarse sobre la razonabilidad de las cifras presentadas en los Estados Contables con corte a diciembre 31 de 2003. 

El examen a los Estados Contables se realizó mediante la revisión analítica, entrevistas y confirmación de saldos, entre otros. Seleccionando las cuentas más representativas; partiendo del marco de referencia establecido en el Encargo de Auditoría.

El área contable es retroalimentada por el flujo de la información y las responsabilidades de las áreas involucradas dentro del giro misional de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor y las labores involucradas para el desarrollo del proceso contable. 

Para el año fiscal 2003, el Balance General de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, registra Activos totales por valor de $47.003.9 millones y se encuentra compuesto por Activos Corrientes $5.551.7 millones y Activo no Corriente  $41.452.2 millones, conformado por propiedades, planta y equipo $29.262.1 millones, bienes de beneficio y uso público $91.3 millones y  en otros  activos  por valor de $12.098.7 millones.

La cuenta más representativa dentro del Activo, es “Propiedades, Planta y Equipo” por valor de $29.262.1 millones  equivalente al 62.25% y otros activos por valor de $12.098.7 millones equivalente al 25.74%.

La estructura financiera de la Entidad está conformada por el Pasivo que registra un valor en su balance general de $23.684.5 millones y el Patrimonio con saldo de $ 23.319.4 millones.

La cuenta más representativa dentro del Pasivo es  “Pasivos Estimados”, por un valor  de $19.411.3 millones, equivalente al 81.96% y la cuenta “Obligaciones Laborales” por un valor de $3.313.2 millones, correspondiente al 13.98%. 

De las cuentas del activo examinadas se tiene:

Avances y Anticipos Entregados.

 A 31 de diciembre de 2003, la cuenta 1420 Avances y Anticipos Entregados registra un valor de $5.386.6 millones, entregados a: Unión Temporal H.G.C. Arquitectos la suma de $1.8 millones,  programa de Naciones Unidas la suma de $5.384.8 millones.

Cargos Diferidos.

La cuenta 1910 Cargos Diferidos a diciembre 31 de 2003 presenta un valor según los Estados Financieros de $11.788.9 millones, que con relación a la vigencia anterior ($5.971.8 millones) refleja un aumento de $5.817.0 millones equivalente al 97.40%, incremento que se debe al estudios de proyectos programa de las Naciones Unidas para el desarrollo PNUD-PROYECTO COL/02/12 cuyo objeto es apoyar al programa de fortalecimiento institucional de Bogotá D.C. 

Esta cuenta se encuentra conformada así:

CUADRO   27

1910 CARGOS DIFERIDOS

                                                                                                  Millones 

	Cuenta
	Valor

	Crédito BID proyecto 4233
	$  982.7

	Aporte Local proyecto 4233
	    549.0

	Otros recursos Distrito proyecto 4233
	 1.976.5

	Otros recursos Distrito proyecto 1122
	 1.511.2

	Crédito BID proyecto 1122
	 1.997.9

	Otros recursos Distrito proyecto 7370
	    449.6

	Aporte Local proyecto 7370
	      11.2

	Crédito BID proyecto 7370
	      46.6

	Otros recursos Distrito proyecto 7377
	2.197.5

	Aporte Local proyecto 7377
	    53.1

	Crédito BID proyecto 7377
	 1.333.4

	Otros recursos Distrito proyecto 7378
	    388.5

	Aporte Local proyecto 7378
	      95.9

	Crédito BID proyecto 7378
	      29.8


Fuente: Balance General a 31 de diciembre de 2003 – Secretaría General

Propiedades, Planta y Equipo.

El Grupo “Propiedad, Planta y Equipo”  a 31 de diciembre de 2003 según Balance General presenta un valor de $29.262.1 millones, incluidos los ajustes por inflación y la depreciación acumulada; comparado este rubro con la vigencia anterior ($23.129.4 millones) refleja un incremento de recursos $6.132.7 millones, equivalente al 26.51% aumento que se debió principalmente a la edificación del edificio del archivo distrital y se encontraba constituido por la siguientes cuentas: 

CUADRO  28

CUENTAS DEL GRUPO PROPIEDADES, PLANTA Y EQUIPO

               Millones 

	CÓDIGO CONTABLE
	CUENTA
	VALOR

	1605
	Terrenos
	2.819.2

	1615
	Construcciones en Curso
	.0

	1635
	Bienes Muebles en Bodega
	1.134.9

	1637
	Propiedades Planta y Equipo no Explotado
	306.7

	1640
	Edificaciones
	20.782.0

	1655
	Maquinaria y Equipo
	3.182.2

	1660
	Equipo Medico y Científico
	6.1

	1665
	Muebles, Enseres y Equipos de Oficina
	2.563.8

	1670
	Equipos de Comunicación y Computación
	5.626.4

	1675
	Equipo de Transporte, Tracción y Elevación
	1.040.0

	1680
	Equipo de Comedor, Cocina, Despensa y Hotel.
	49.5

	1685
	Depreciación Acumulada (CR.)
	8.248.7

	
	TOTAL
	29.262.1


     Fuente: Balance General a 31 de diciembre de 2003 – Secretaría General

La cuenta “1605 Terrenos” registra un saldo de $2.819.2 millones, con relación a la vigencia anterior refleja un incremento de $935.3 millones equivalente al 49.6% donde se encuentra ubicado el edificio del archivo distrital, manzana 7 de la urbanización Nueva Santafé, según escritura  Nº 5.693, notaria Primera Matricula Inmobiliaria  50C-1399539/507258.

La cuenta 1640 Edificaciones registra un valor de $20.782.0 millones, lo anterior viene de la transferencia de la cuenta “1615 construcciones en curso, que corresponde al Archivo Distrital de Bogotá inversión realizada durante los dos últimos años.

En las cuentas del Pasivo se observó:

Cuentas Por Pagar.

El grupo de Cuentas por Pagar a diciembre 31 de 2003 registra un valor de $930.5 millones, que con relación a la vigencia anterior ($3.995.8 millones), refleja una disminución de $3.065.2 millones equivalente al 76.72%; constituido por las siguientes cuentas:

Adquisición  de Bienes y Servicios Nacionales 

        $547.7 millones

Acreedores







          113.1 millones

Retención en la Fuente e Impuesto de Timbre


           51.3 millones

Retención Industria y Comercio por Pagar


             4.3 millones

Depósitos Recibidos de Terceros



                      62.0 millones

Créditos Judiciales






         152.0 millones

La cuenta “2401 Adquisición de Bienes y Servicios” refleja una saldo de $547.7 millones que corresponde a los registros de adquisiciones de bienes y servicios necesarios para el normal funcionamiento de la Secretaría General como son: las causaciones por papelería, servicio de teléfonos, energías, servicio de escolta entre otras. Las cuales se encontraron debidamente conciliadas con las cuentas por pagar presupuestales, cuenta acreedores y créditos  judiciales.

La cuenta “2425 Acreedores” registra un valor de $113.1millones que corresponde al valor de la deuda por cesantías de $107.8 y por comisiones la suma de $5.3 millones  a FAVIDI.

En la cuenta “2460 Créditos Judiciales”  se registra deudas de sentencias judicial por la suma de $152.0 millones, conformada, así:

Fondo de Ahorro y Vivienda Dist. Favidi        $1.6 millones

Banco Agrario-Depositos Judiciales               74.9 millones

Elvia Escobar Vda.de Castañeda                   72.2 millones 

Edgar José Obando Moncada                          2.3 millones 

Pasivos Estimados.

A diciembre 31 de 2003 se registra un saldo de $19.411.2 millones, con relación a la vigencia anterior ($484.585.4 millones) reflejando una disminución de $465.174.1 millones que equivale al 96%, el saldo de esta cuenta corresponde a las provisiones de las demandas presentadas por terceros, las cuales están clasificadas en civiles, laborales y administrativas. Se estima el valor de la provisión, con base en el inventario de los litigios y demandas que suministra la subdirección de Gestión Judicial de la Secretaría General.

En cuanto al Patrimonio se observó:

El rubro de Patrimonio  a diciembre 31 de 2003, registra un saldo de $23.319.4 millones, con relación a la vigencia anterior ($-460.994.1millones) refleja un aumento de $484.313.5 millones, que se debe principalmente al registro de los excedentes del ejercicio por $ 484.281.9 millones.

Este rubro se encuentra conformado,  así:

CODIGO     DESCRIPCIÓN                           VALOR

3105           Capital Fiscal                       $ -462.477.3 millones

3110           Resultado del Ejercicio            484.281.9 millones

3115           Superávit por Valorización                  9.9 millones

3120           Superávit por Donación                     97.8 millones

3135           Ajustes por Inflación                     1.406.9 millones  

Cuentas de Ingresos y Gastos Operacionales. 

La Secretaría General de la Alcaldía Mayor registró a diciembre 31 de 2003, Ingresos por $5.112.6 millones, correspondientes a recuperaciones y ajustes de períodos anteriores, originados en los ajustes de transferencia  presupuestales.

Los gastos operacionales del periodo ascendieron a la suma de $38.988.2 millones, de los cuales $17.871.1 millones son gastos de administración y $21.117.1 millones son de causaciones por provisiones, agotamiento, depreciaciones  y amortizaciones que equivale al 54.16% del total de los gastos  siendo la cifra más representativa provisiones para contingencias, que corresponde a litigios y demandas por valor de $19.541.0 millones.

Cuentas de Orden.

La Secretaría General de la Alcaldía Mayor tiene registrado en esta cuenta la suma de $97.758.2 millones que corresponde a “Litigios y Demandas” en contra  de la Administración Central y a favor de terceros la suma de $4.214.0 millones, que corresponde al valor estimado para el  edificio Liévano. 

4.7.1.  EVALUACIÓN AL SISTEMA DE CONTROL INTERNO CONTABLE

El objetivo de este acápite es evaluar la eficiencia y eficacia del Sistema de control Interno Contable, de acuerdo con lo establecido en la Resolución No. 196 de 2001, expedida por el Contador General de la Nación.

En la evaluación se utilizaron técnicas de auditoría tales como: entrevistas, encuestas, observación directa, análisis de documentos. 

La evaluación del Sistema de Control Interno Contable elaborado por la Secretaría General Alcaldía Mayor se efectuó de conformidad con las normas, establecidas en la Resolución 196 de 23 de julio, Circular Externa 042  del 23 de agosto del año 2001, la resolución  409 y 420 expedidas en  noviembre de 2002.

De otra parte, el Congreso de la República expidió la  Ley 716 del 24 de diciembre  de 2001, reglamentada parcialmente  con el Decreto 1914 del 10 de julio de 2003, Decreto 1282 y Circular Externa 050, mediante  el cual  se expide normas para llevar a cabo el saneamiento de información contable pública. 

El informe se suscribe a la metodología de evaluación del Sistema que a continuación se esboza:

Ambiente de Control.

Están identificados, sensibilizados difundidos formal y suficientemente los Principios y Valores al interior de la entidad; existe un ambiente de Control Interno Contable en donde se toma en cuenta la cultura, conocimiento, integridad y competencia técnica de los integrantes del grupo contable.

La Oficina Asesora de Control Interno realizó actividades de control interno contable que llevó a cabo partiendo de las directrices administrativas para el manejo de los riesgos asociados con las actividades más significativas. Verificó el cumplimiento de las normas, procedimientos y conceptos que ha expedido la Contaduría General de la Nación y la Dirección Distrital de Contabilidad, como entes reguladores en la preparación y presentación de la Información Financiera, Económica y Social.

Valoración de Riesgos Contables y Financieros.

La Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá integró mediante la Resolución No. 201 del 2 de mayo de 2001, los grupos de Presupuesto y Contabilidad, Almacén e Inventarios y Nómina, Registro y Control.

Con la Resolución No. 150 del 4 de abril de 2001, asigna las funciones a cada grupo con el propósito de cumplir los objetivos, políticas, planes y programas de la Entidad.

La Unidad Financiera, ante el Grupo de Presupuesto y Contabilidad, creada como resultado de la Reestructuración  Orgánica de la Secretaría General, elaboró un plan de acción para  el año 2003, que contiene actividades misionales y de mejoramiento, a las cuales se hace seguimiento mensual a través de los Subcomités de Autocontrol, donde se comentaron las debilidades, estrategias de mejoramiento y el cumplimiento de los compromisos adquiridos, sin embargo falta una socialización y actualización de los riesgos.

En la oficina de contabilidad la documentación que se conserva como memoria institucional  corresponde a los últimos años, se lleva adecuadamente, en orden consecutivo alfanumérico, su préstamo se realiza mediante registro. La documentación relacionada con los años anteriores es trasladada al Centro de Documentación.

Información y Comunicación.

Los libros oficiales Mayor y Balances, Diario por Cuentas y Diario por Comprobantes, se encuentran debidamente diligenciados conforme a las Normas Contables.

Libro Mayor y Balances.

Los comprobantes de contabilidad son elaborados en forma manual, numerados en forma consecutiva y elaborados con base en los documentos soporte, son archivados de tal forma, que es posible su verificación posterior, se realizan copias de seguridad.

El grupo de Contabilidad y Presupuesto elabora cronogramas para los cierres contables, estableciendo fechas de cierre presupuestal, registros, conciliaciones, elaboración de estados financieros y presentación de informes.
El flujo de información para el proceso contable es procesado en su mayor parte de forma sistematizada bajo ambiente ORACLE; se registran las operaciones bajo un software que controla el registro contable, sin embargo el paquete no esta integrado con los programas adquiridos por las demás áreas administrativas, que generan la información contable, no están en línea con el de contabilidad, la información no fluye integralmente, lo que implica  que la Unidad Financiera deba elaborar comprobantes manualmente para registrar las transacciones que afectan los movimientos de almacén, nomina y presupuesto, generando cargas adicionales de trabajo para conciliar la presentación de informe y toma de decisiones.

El software de almacén e inventarios, no es compatible con el aplicativo contable, el cual presenta mayores riesgos de errores de transcripción u omisión de información que pueden afectar los saldos contables. 

Monitoreo y Evaluación del Control Interno Contable.

La Secretaría General, elaboró un plan de acción para  el año 2003, que contiene actividades misionales y de mejoramiento, sin embargo el seguimiento, a pesar de contar con los Subcomités de Autocontrol, no permite establecer estrategias de mejoramiento ni realizar la verificación del cumplimiento de los compromisos adquiridos.

La Oficina Asesora de Control Interno efectúa las evaluaciones requeridas a fin de presentar los informes contables a la contaduría General de la Nación. 

En conclusión, el Sistema de Control Interno del área Contable de la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, excepto por las falencias descritas anteriormente, ofrece las garantías de confiabilidad para salvaguardar la integridad de la información y así cumplir con los postulados de eficiencia, eficacia y economía consagrados en el artículo 209 de la Constitución Política.

Saneamiento  Contable.

En el marco de la ley 716 del 2001 y los decretos 1282 de 2003 y 1914 del 2003, así como la Circular 043 del 224 de septiembre de 2003 y el instructivo 015 de 2003, emanado por la Contaduría General de  la Nación se evalúa el avance del saneamiento contable, de las entidades publicas y privadas sujetas al ámbito de aplicación del Plan General  de Contabilidad Publica.

La Secretaría General  de la Alcaldía Mayor de Bogotá D.C., mediante Acta del comité de saneamiento contable de fecha diciembre 23 de 2003, ordeno la depuración del “Rubro de Responsabilidades” procesos que están desde el año 1983 hasta el año 2000, para cada uno de los siguientes funcionarios o exfuncionarios:

CUADRO 29

RESPONSABILIDADES

 Miles

	AÑOS
	NOMBRE
	CEDULA
	VALOR

	1983
	Abril Yépez Reinaldo
	  6.636.030 
	22.000

	1986
	Gallego Cesar Augusto
	  6.717.567
	7.000

	1994
	Lozano Velandia Israel
	17.176.970
	386.481

	1995
	Moreno G. Luz Elizabeth
	46.662.214
	570.000

	1999
	Grajales Maria  del Pilar
	51.700.138
	121.086

	2000
	Victor Hernando Murillo
	79.361.343
	181.800

	2000
	Rodriguez Alfonso Walter
	80.274.781
	232.000

	2000
	León Sergio
	80.513.093
	560.625

	2000
	León Sergio
	80.513.093
	1.436.746

	
	TOTAL
	
	3.517.738


Fuente: Estados Financieros 2003

Por otra parte se realizó la depuración a las partidas que se señalan en el cuadro 30:

CUADRO 30

PARTIDAS A DEPURAR

	Código Contable
	Descripción
	Monto
	Acciones Directas Adelantada

	195002 


	Faltante de bienes, relacionados con el detrimento del patrimonio público, por el cual  se registró proceso de responsabilidad a nombre de Lamprea Pedro, en sept/97
	329.795
	Se solicito a la contraloría de Bogotá, el estado del mismo, y actualmente se adelanta el proceso de Jurisdicción coactiva Nº.1353

	195002
	Faltante de bienes, relacionados con el detrimento del patrimonio público, por el cual  se registró proceso de responsabilidad a nombre de Barrera Bernal Jose Calixto, en julio/99
	150.000
	Se solicito a la contraloría de Bogotá, el estado del mismo, y se adelanta proceso  de Jurisdicción coactiva Nº.1629,el cual se termino auto Nº. 007 de febrero 14/2003

	195002
	Faltante de bienes, relacionados con el detrimeto del patrimonio público, por el cual  se registró proceso de responsabilidad a nombre de Garzón Julio Roberto, en julio/99
	182.200
	Se solicito a la contraloría de Bogotá, el estado del mismo, y se dio termino por pago total de la obligación según  adelanta proceso  de  auto Nº. 007 de febrero 14/2003

	195002
	Faltante de bienes, relacionados con el detrimento del patrimonio público, por el cual  se registró proceso de responsabilidad a nombre de Mayorga M. Luis David  en julio/99
	182.200
	Se solicito a la contraloría de Bogotá, el estado del mismo, y se dio termino por pago total de la obligación según  adelanta proceso  de  auto Nº. 007 de febrero 14/2003

	819001
	Faltante de bienes, relacionados con el detrimento del patrimonio público, por el cual  se registró proceso de responsabilidad a nombre de Gallego Escobar Cesar A.., en 1986
	7.000
	Se solicito a la contraloría de Bogotá, el estado del mismo, pero no figura proceso de responsabilidad Fiscal y/o Jurisdicción Coactiva.

	819001
	Faltante de bienes, relacionados con el detrimento del patrimonio público, por el cual  se registró proceso de responsabilidad a nombre de Peña Adolfo, en 1986
	12.000
	Se solicito a la contraloría de Bogotá, el estado del mismo, pero no figura proceso de responsabilidad Fiscal y/o Jurisdicción Coactiva

	819001
	Faltante de bienes, relacionados con el detrimento del patrimonio público, por el cual  se registró proceso de responsabilidad a nombre de Peña Adolfo en 1987
	35.975
	Se solicito a la contraloría de Bogotá, el estado del mismo, pero no figura proceso de responsabilidad Fiscal y/o Jurisdicción Coactiva

	819001
	Faltante de bienes, relacionados con el detrimento del patrimonio público, por el cual  se registró proceso de responsabilidad a nombre de Parra S. Evangelista, en 1988
	340.000
	Se solicito a la contraloría de Bogotá, el estado del mismo, pero no figura proceso de responsabilidad Fiscal y/o Jurisdicción Coactiva


        Fuente: Estados Financieros 2003

Como resultado de la  evaluación de los Estados Contables, fueron comunicados los siguientes hallazgos:

Hallazgo 29:   Construcciones en curso, Edificaciones

La Secretaría General en las notas a los Estados Contables, no explica el valor de la transferencia de la cuenta “1615 Construcciones en curso, a la cuenta “1640 Edificaciones, que según movimiento contable se realizó en el mes de diciembre de 2003. Situación que evidencia falencias de control interno y falta de control y supervisión y la no consignación de manera específica, en las respectivas notas a los Estados Contables.

No se tiene en cuenta, las particularidades del manejo de la información contable, estructurada de acuerdo con el Catálogo General de Cuentas. PGCP Resolución 400 de 2000 numeral 1.2.7.3

Respuesta Administración:

”Las notas a los estados financieros, contemplan explicaciones de hechos relevantes desagregados por valores en términos de precio y cantidades. La necesidad de identificar particularmente todos los aspectos económicos y financieros que recogen los Estados Financieros, harían que estas notas fueron demasiado extensas y perdieran su esencia principal que corresponde a explicaciones adicionales, razón por la cual en ellas se habla de algunas cuentas que conforman el balance financiero para facilitar su interpretación.

Para el caso particular de la cuenta Edificaciones, si este órgano de control considera necesaria una aclaración al respecto,  se puede proporcionar con base en los registros y saldos que se muestran a 31 de diciembre de 2003”.

ANALISIS RESPUESTA: Evaluada la respuesta el equipo auditor no la acepta porque este hecho es relevante y transgrede las particularidades del manejo de la información contable, estructurada de acuerdo con el Catálogo General de Cuentas. PGCP Resolución 400 de 2000 numeral 1.2.7.3

Hallazgo administrativo que debe incluirse en el plan de mejoramiento.

Hallazgo 30: Bienes Muebles en Bodega.

La cuenta “1635 Bienes Muebles en Bodega” a diciembre 31 de 2003, refleja un valor de $827.6 millones y ajustes por inflación $307.3 millones, para un total de $1.134.9 millones, suma que verificada con el listado de almacén presenta una diferencia de $299.4 millones, que determinamos así:

CUADRO 31

1635 BIENES MUEBLES EN BODEGA

	Código Contable
	Descripción
	Saldo Contabilidad

31-12-03
	Saldo Almacén

31-12-03
	Diferencia

	163501
	Maquinaria y Equipo
	3.3
	3.9
	0.6

	163502
	Equipo Médico y Científico
	-0-
	0.5
	0.5

	163503
	Muebles y Enseres y Equipo de Oficina
	312.8
	423.0
	110.2

	163504
	Equipo de comunicación y computación
	511.1
	695.5
	184.4

	163505
	Equipo de transporte, tracción y Elev.
	-0-
	0.3
	0.3

	163511
	Equipo de Com. Cocina y Hotelería
	0.3
	2.8
	2.5

	163590
	Otros Bienes en Bodega
	-0-
	0.6
	0.6

	
	TOTAL DIFERENCIA
	
	
	299.4


Fuente: Estados Contables y Movimiento Almacén a Diciembre 31 de 2003

Lo anterior está contraviniendo lo normado en la Resolución 400 de 2000, emanada por el contador General de la Nación, numeral 1.2.5.5. (Verificables).  Lo anterior, conlleva a la no razonabilidad de esta cuenta.

Respuesta Administración:

 “Como se desprende del análisis realizado en el cuadro siguiente, el registro contable de los bienes en bodega se imputa en las cuentas 1635 “bienes muebles en bodega” y la cuenta 1637 “bienes usados no explotados” que suman $1.128 millones....”.

ANALISIS RESPUESTA: Evaluada la respuesta el equipo auditor no la acepta, debido a que en las notas a los estados contable Nº4 Inventarios “Bienes Muebles En Bodega” Cuenta 1635, esta mostrando diferencia entre contabilidad y almacén, si la diferencia  se explica por la cuenta 1637, esta cuenta  se debe reclasificar.

Hallazgo administrativo que debe incluirse en el plan de mejoramiento.

Hallazgo 31:   Saldos Contabilidad y Almacén.

Una vez realizado el cruce de saldos, entre lo reportado en Contabilidad y el área de Almacén e Inventarios, se constató una diferencia en la suma de $9.9 millones, correspondiente a la subcuenta “165590 Otros Maquinarias y Equipo, como se ilustra:

Saldo según Contabilidad...
$64.6 millones

Saldo según Almacén.........
$74.5 millones
Total Diferencia...................
$9.9 millones

Lo anterior está contraviniendo lo normado en la Resolución 400 de 2000, emanada por el Contador General de la Nación, numeral 1.2.5.5 (verificables), lo cual conlleva a la no razonabilidad de esta cuenta.
Respuesta Administración: 

“En el mes de septiembre de 2003, se recibió en calidad de traspaso por parte del Instituto Distrital de Cultura y Turismo,  en virtud del convenio interadministrativo No.1-253-2003, tres cuadros y una maqueta (elementos de museo) con su respectivo costo histórico. Para uno de los cuadros el lienzo de Gonzalo Jiménez de Quesada, se relacionó el costo histórico de seis mil pesos ($6.000.oo) y a su vez el Instituto aportó un avalúo actualizado para que se tomara en cuenta como valor real del bien por diez millones de pesos ($10.000.000). El almacén ingresó los bienes con el documentos No. 111616 del 29 de septiembre de 2003  y colocó como valor del lienzo la suma de los diez millones de pesos ($10.000.000).

En contabilidad, en la cuenta correspondiente al mes de septiembre de 2003, se realiza el registro contable conforme a la información procesada por el almacén. A 31 de diciembre de 2003, se reversa por parte del Grupo de contabilidad este registro y se hace un ajuste mediante comprobante T–07–246 del 31 de diciembre de 2003 soportado con la Entrada 111616, cuadro de costos históricos, acta No.1 de entrega de elementos por parte del I.D.C.T. y el acta de ajuste suscrita por la Jefe de la Unidad Administrativa (anexo fotocopias). Quedando como registro el costo histórico del lienzo.

Como consecuencia de lo anterior se realizó la actualización de los datos en almacén en el mes de marzo de 2004, mediante los documentos No. 111821, 122832 y 111822, subsanándose la diferencia presentada”

ANALISIS RESPUESTA: La Entidad acepta  la observación ya fue corregida por lo tanto no se incluye en el plan de mejoramiento.

Hallazgo 32:   Equipo de transporte, Tracción y Elevación.

La cuenta 1675 Equipo de transporte, Tracción y Elevación, a diciembre 31 de 2003, en la Secretaría General de la Alcaldía Mayor, registra un vehículo de placa OBC-736, modelo 1991, Mazda 626L, que está fuera de servicio y se está deteriorando, sin que la entidad implemente las medidas necesarias para salvaguardar este bien y evitar un daño emergente.

Se transgrede la Ley 87/93, artículo 2, Objetivos del sistema de control interno, numeral a) Proteger los recursos de la organización, buscando su adecuada administración ante posibles riesgos que los afecten.

Respuesta Administración: 

“...... La administración estableció cuáles eran los arreglos urgentes e imprescindibles para poner nuevamente al servicio el vehículo.......

La administración no encontró procedente  el arreglo o reparación  del vehículo por cuanto los costos superaban en más del 70% del valor comercial del mismo.

En vista de lo anterior y teniendo en cuenta el precio de los vehículos de características similares en buen estado, en la revista motor del mes de Agosto se estableció que el precio comercial para los vehículos Mazda 626 L – modelo 1991 están por el orden de los $11.100.000, la unidad Administrativa solicito a la firma Autos Marcas S.A , quienes actualmente tienen el contrato de mantenimiento de los vehículos Mazda, para que efectuara un avalúo y a su vez presentara una propuesta económica, por si la Secretaría General tomaba la decisión de una permuta de este vehículo.

La firma mencionada efectuó la correspondiente revisión y ofreció la suma de OCHO MILLONES DE PESOS MCTE $8.000.000, en el estado en que se encuentra actualmente el automóvil.

Teniendo en cuenta esta situación, la administración se encuentra adelantando los trámites respectivos para dar de baja el vehículo”

ANALISIS RESPUESTA: La Entidad acepta  la observación, y debe incluir en plan de mejoramiento, las acciones correctivas relacionadas con el vehículo y con la veracidad  y confiabilidad  de la información.

Hallazgo 34:   Equipo de Transporte, Tracción y elevación.

Analizada la cuenta Equipo de Transporte, Tracción y elevación, se encontró que está sobre valuada por la suma de $33.8 millones, debido al registro de los vehículos Campero Trooper de placa OBB-027 cedido al PNUD y el vehículo Mazda 323 de placa OBE-639 que pertenece al Fondo de Vigilancia y Seguridad, los cuales se encuentran registrados en el rubro Propiedades, Planta y Equipo a diciembre 31 de 2003.  De igual manera, en la Nota a los estados contables, no se evidencia explicación sobre la propiedad, cesión o venta a otra entidad.

Lo anterior, incumple lo establecido en la Resolución 400 de 2000, Plan General de Contabilidad Pública, emanada por el Contador General de la Nación, numeral 1.2.4 características de la información Contable Pública, Subnumeral 1.2.4.3, medible y el numeral 1.2.5 requisitos de la información contable pública, subnumerales 1.2.5.2.- Objetiva y 1.2.5.5 verificable.

Respuesta Administración: 

“Hasta el año 2000, la Secretaría General, contó con un aplicativo que reflejó acertadamente el manejo de los elementos recibidos en comodato o cesiones. Para esa época, se contrató el reinventario de todos los bienes de la entidad, evento este que propició una inadecuada clasificación de algunos bienes. La administración detectó esta situación y se ha venido corrigiendo paulatinamente. Para el caso de los vehículos, se tomarán los correctivos necesarios antes del cierre de la vigencia 2004”.

ANALISIS RESPUESTA: La Entidad acepta  la observación,  se debe incluir en plan de mejoramiento.

Hallazgo 34:   Responsabilidades.

La cuenta 1950 Responsabilidades, a diciembre 13 de 2003, registra un saldo de $103.8 millones, que con relación a la vigencia anterior (dic. 31 de 2002, $58.3 millones), refleja un aumento de $45.5 millones , equivalente al 78.0%, incremento que se debe según las notas  a los estados contables, principalmente al registro contable, a cargo de Enelso Emir Cicuaimas Suárez por la suma de $43.8 millones por concepto de Cámara de Video, Luz, Batería y Receptor de señal y Omar Enrique Cruz Pinzón por Cámara Fotográfica Sony de valor $2.3 millones, correspondiente a la vigencia 2003.

Cuenta 1950 Responsabilidades, ha venido siendo observada por este organismo de control, sin embargo, a pesar de la gestión realizada por la entidad, continúa presentando saldo con antigüedad correspondiente a los años de 1986, 1997 y 1999, sin que se evidencie que la Secretaría General realice acciones tendientes a recuperar estos dineros, transgrediendo la Ley 716 de 2001, relacionada con el saneamiento contable.

Respuesta Administración: 

“El rubro de responsabilidades fue objeto de un análisis pormenorizado para establecer cuáles partidas serían objeto de saneamiento durante la vigencia 2003 y por esta razón se solicitó información a la Contraloría Distrital, mediante oficio 2-2003-22466 sobre los distintos procesos y el estado en que se encontraban, respondiendo ese ente de control en comunicación del 7 de julio de 2003 mediante radicado número 0009152, en el cual indica el estado en que se encuentra cada uno de los procesos y en particular para el señor Adolfo Peña del año 1986 por valor de $3.796 pesos, manifiesta que no figura proceso de responsabilidad fiscal y/o jurisdicción coactiva, para el caso de la señora Rozo Mora Blanca Isabel por valor de $4.974 y Veloza Luz Marina hacen la misma observación.

....., esta Secretaría ha adelantado gestiones encaminadas a establecer con claridad el origen de los saldos que conforman el rubro de responsabilidades fiscales y así contar con elementos suficientes para su análisis y depuración, lo cual se plasma en el acta de subcomité de saneamiento contable del mes de diciembre de 2003..”.

ANALISIS RESPUESTA: La Entidad acepta  la observación,  se debe incluir en plan de mejoramiento.

Hallazgo 35:   Superávit por Donación.

En la cuenta “3120 Superávit por Donación” se registra un saldo, según Balance General a diciembre 31 de 2003, de $97.8 millones, que verificado con el Libro Mayor y Balance, (página LM 00717) a la misma fecha, registra un saldo de $445.062.4 millones, es decir, presenta una diferencia por la suma de $444.964.6 millones.

Lo anterior transgrede lo normado en el numeral 1.2.7.2 literales a), b), c), d), e), f), g) del Plan General de contabilidad Pública, relativos a los objetivos de la información contenida en los libros y documentos que forman parte integral de la Contabilidad Pública, que permiten comprender y verificar los hechos financieros económicos y sociales del ente público y el literal e) del artículo 2, de la Ley 87 de 1993, que señala como objetivos del control interno “asegurar la oportunidad y confiabilidad de la información y de sus registros”.

Respuesta Administración:

“La suma de 444.964.6 millones corresponde al registro realizado con comprobante 90, el cual pertenece al cierre de la cuenta  P y G “cierre del periodo contable al 31 de diciembre de 2003”.

Comprobante que se realiza en forma automática luego de presentar los estados financieros al 31 de diciembre de 2003.

En cuanto al hallazgo se identificó que a partir del 1º. de enero de 2002 al parametrizar la nueva versión del aplicativo Dinámica Gerencial, se registró la cuenta 31200201 referente a la codificación “Superávit”, cuando ahora se entiende que pertenecía a la codificación “Excedente del ejercicio” y no a la de “Superávit” como tal.  (Ver anexo).

Se aceptaría el hallazgo, en cuanto al manejo de la cuenta 31200201, por la forma en que lo solicita la aplicación “Dinámica Gerencial”, pero se aclara que no se presenta “diferencia” como lo menciona el hallazgo por ustedes enviado, manejo con el cual NO se distorsiona la oportunidad y confiabilidad de la información, ya que la cuenta pertenece al mismo grupo y corresponde a un incremento patrimonial. Además la utilidad o pérdida se genera una vez se consolida la información del sector central en la Dirección Distrital de Contabilidad. Para el caso de nuestra entidad el efecto sería un cambio en los parámetros del sistema que se tendrá en cuenta para el cierre de la siguiente vigencia”.

ANALISIS RESPUESTA: La Entidad acepta  la observación y teniendo en cuenta  que la entidad manifiesta, un cambio en los parámetros del sistema que se tendrá en cuenta para el cierre de la siguiente vigencia, se debe incluir en plan de mejoramiento.

ANEXO 1

CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS

	TIPO HALLAZGO
	CANTIDAD
	MILLONES
	NUMERACIÓN DE HALLAZGOS

	ADMINISTRATIVOS
	19
	
	1, 2, 3, 4, 5, 6, 7,8, 9, 10, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35

	FISCALES
	18
	187.6

 74.0

  3.1

  3.1

38.9

48.2

87.7

    414.3

74.2

74.9

 0.4

2.9

      70.4

      10.2

2.4

1.9

3.3

  1.312.8

2.411.2
	11

12

13

14

15

16

17

18

19

20

21

22

23.1

23.2

24.1

24.2

25

26

	DISCIPLINARIOS
	1
	
	10


� Decreto 518 de 2003


� Independientemente de que se inicien o no las acciones de repetición, ya que son independientes y pueden tramitarse de manera simultanea


� Resolución No. 054 de 8 de noviembre de 2001


� El estudio se adelanta hace 4 meses y la demora en el reporte de la información  ha originado Procesos Administrativos sancionatorios y multas contra los funcionarios encargados de ello en la Secretaría General de la Alcaldía.-


� herramienta para analizar el comportamiento de los procesos judiciales y de la actividad jurídica distrital a fin de establecer políticas de defensa y prevención del daño antijurídico.





� Departamento Administrativo de Planeación Distrital.


� Secretaría General, Unidad Coordinadora de Programa CADE


� Alcaldía mayor de Bogotá, Formulación del proyecto 1122, " OPTIMIZACIÓN DE LA CALIDAD DEL SERVICIO AL CIUDADANO Y FORTALECIMIENTO DE LOS CADE ¨ BOGOTA D.C septiembre de 2.003





� Ver numeral 4.3.1.3, Proyecto 1122, en este documento.


� En virtud del Decreto No. 749 del 2000.


� Se creó en cumplimiento del contrato de empréstito No. 1385 OC-CO celebrado entre el Distrito Capital y el Banco Interamericano de Desarrollo


� Informe de Gestión 2003 elaborado por la Unidad Coordinadora del Programa Pág. 53


�Organización Macroinstitucional, Coordinación de Sistemas de Información,  Reestructuración Centros de Atención al Ciudadano, Sistemas de Atención Virtual, Unidad Coordinadora y Otros gastos (evaluación y auditoria)


� No incluye otros gastos (evaluación y auditoria) 


� Ayuda Memoria de Misión Término Medio Programa de Fortalecimiento Institucional mayo 22/03


� Tomado de la Ficha EBI-D versión de septiembre 22 de 2003	


� Creados mediante Decreto 682 de 2001 que fue modificado por el Decreto 087 de 2003


� Antecedentes de contrataciones


� aprendizaje por medio electrónico


� Alcaldía Mayor de Bogotá, D.C.  Decreto 058 del 18 de Febrero de 2002.


� Alcaldía Mayor de Bogotá, D.C.  Decreto 187 del 20 de Junio de 2003


� Respuesta de la entidad a la Contraloría de Bogotá de fecha diciembre 9 de 2004


� Consejo de Estado,  6 de julio de 1995, radicado 8126 siendo Consejero Ponente el Dr. Jesús María Carrillo Ballesteros.


� Consejo de Estado,  13 de septiembre de 1999, siendo Consejero Ponente el Dr. Ricardo Hoyos Duque
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